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En junio de 2011, al suroccidente de nuestro país surgió el Movimiento “Piernas Cruzadas”, 
creado por un grupo de 300 mujeres afrocolombianas oriundas Barbacoas – Nariño, quienes 
durante tres meses se negaron a sostener relaciones sexuales con sus parejas hasta que no se 
pavimentara la principal carretera de la zona1. El argumento que esgrimían estas aguerridas 
mujeres en su huelga sexual era “no tener sexo para no parir hijos condenados a vivir en el 
aislamiento y la pobreza”2, pues Barbacoas es uno de los municipios con mayor nivel de 
pobreza de la Región del Pacífico colombiano y sólo encuentra su comunicación con el resto 
del país y del mundo a través de una trocha de 50 kilómetros que toma más de diez horas de 
recorrido debido al pésimo estado en el que se encuentra. 
La situación de las mujeres de Barbacoas no es única en el país. En las regiones periféricas 
cientos de colombianos perviven en la absoluta pobreza a causa de la exclusión geográfica 
que durante décadas ha propiciado su asilamiento del rumbo de progreso y desarrollo que ha 
tomado la región central, siendo esta una de las principales causas de la desigualdad social 
que golpea a Colombia.  
Con costas en dos océanos, tres cordilleras, desiertos, selvas, montañas, manglares y 
páramos, Colombia es el segundo país más biodiverso del mundo, sólo superado por Brasil3, 
por lo que, de acuerdo a sus características geográficas se divide en seis grandes regiones: 
Región Andina, Región Caribe, Región Pacífica, Región de la Orinoquía, Región de la 
Amazonía y Región Insular.   
Estas son sumamente disimiles entre sí, no sólo por sus características generales, sino 
también por las condiciones de vida de sus habitantes,  pues “existen grandes diferencias en 
                                                          
1 TELESUR TV. Mujeres de Barbacoas cumplen 40 días de “piernas cruzadas. Youtube [en línea], 4 de agosto 
de 2011.  
2 REVISTA SEMANA. Vías para los olvidados. SEMANA [en línea], 12 de mayo de 2015.  
3 COLCIENCAS. Colombia, el segundo país más biodiverso del mundo [en línea]. 11 de septiembre de 2016.  
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los niveles de ingreso per cápita entre las regiones”4. Así, mientras la participación en el 
Producto Interno Bruto de departamentos pertenecientes a la Región Andina es de 15,0% en 
Antioquia, 9,0 % en Valle del Cauca o de 6,0% en Santander; en la gran mayoría de 
departamentos ubicados en las regiones periféricas no alcanza a ser el 2%, siendo este es el 
caso de Arauca, Caquetá y Chocó, cada uno con 0,5%; San Andrés y Providencia con 0,2%; 
y del Vaupés, Amazonas y la Guainía con 0,1%5.  
Dentro de dichas diferencias, la OCDE ha reconocido que en Colombia “la calidad de la 
infraestructura del transporte difiere enormemente entre las distintas regiones” y que la 
brecha en infraestructura ha exacerbado las desigualdades regionales6. Esta situación 
repercute en los altos niveles de pobreza que existe en las regiones aisladas, pues como se 
señaló en las Bases del Plan de Nacional de Desarrollo 2014 – 2018 Todos por un nuevo país, 
“el atraso en la provisión de infraestructura logística y de transporte ha sido señalado en 
repetidas ocasiones como uno de los principales obstáculos para el desarrollo económico y 
la consolidación de la paz en Colombia: (…) e incluso dificulta la presencia del estado en 
muchas zonas del país a través de la prestación de servicios básicos como educación, salud 
y seguridad”7. 
Sin embargo, a 2018 el panorama sobre la infraestructura del transporte en nuestro país no 
es alentador. Si bien en los últimos ocho años se llevó a cabo la “Revolución de la 
Infraestructura” en Colombia, aún falta mucho camino por recorrer para solucionar los 
problemas que impiden que todos los habitantes del país cuenten con una infraestructura de 
transporte adecuada que permita su acceso a los servicios básicos.  
                                                          
4 ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS. OECD Economic 
Surveys: Colombia 2013: Economic Assessment. OECD Publishing [en línea], 2013, p. 97. 
5 DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE ESTADÍSTICA. Producto Interno Bruto (PIB) 
Departamental:2017 preliminar. DANE [en línea]. Boletín Técnico. 29 de junio de 2018. 
6 OCDE. Op. Cit, p. 97.  
7 COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. “Bases del Plan Nacional de Desarrollo 
2014-2018” [en línea], DNP, p. 116. “Las vías regionales no sólo conforman la red más extensa 
(aproximadamente 186.400 km), sino que a su vez presentan un peor estado que aquellas a cargo de la Nación. 
Esta situación ha contribuido a acrecentar las brechas regionales; así lo demuestra la comparación del índice 




En efecto, en el Reporte Global de Competitividad del Foro Económico Mundial 2017-2018 
se evidencia que en materia de infraestructura Colombia se encuentra en la posición 84° entre 
138 países, ubicándose las variables específicas en las siguientes posiciones: puesto 113° en 
calidad de la infraestructura general; puesto 120° en calidad de infraestructura vial; puesto 
104° en calidad de infraestructura férrea; puesto 83° en calidad de infraestructura férrea y 
puesto 76° en infraestructura aeroportuaria8. Apreciándose de esta manera que es 
precisamente la infraestructura vial la que se encuentra en peor situación, estando al mismo 
nivel de países como Nigeria, Líbano o Nepal. 
La deplorable situación de la infraestructura en Colombia y su relación proporcional con la 
baja calidad de vida en las regiones periféricas, llevó a que en el Acuerdo de Paz firmado 
entre el Gobierno Nacional y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, el Gobierno 
se comprometiera a crear e implementar un Plan Nacional de Vías Terciarias, teniendo como 
objetivo central “por una parte, la superación de la pobreza y la desigualdad para 
alcanzar el bienestar de la población rural; y por otra, la integración  y el cierre de la 
brecha entre el campo y la ciudad”9.(Negrillas fuera del texto) 
A pesar de la importancia que el Gobierno y los organismos internacionales le han otorgado 
a la infraestructura del transporte en la lucha contra la pobreza, la implementación de este 
tipo de planes por parte del Estado encuentra un límite difícil de superar: la escasez de 
recursos para su desarrollo. El Estado colombiano no cuenta con los recursos suficientes para 
proveer a las regiones excluidas la infraestructura de transporte que permita consolidar su 
progreso, y la banca multilateral no tiene la capacidad de llegar a todos los rincones de 
nuestro país, pues también debe proveer de crédito a otros países y a otro tipo de proyectos. 
De igual manera, el sector social voluntario no posee los recursos económicos ni técnicos 
suficientes para llevar a cabo proyectos de infraestructura de tan alto calado.  
                                                          
8 SCHWAB, Klaus. The Global Competitiveness Report 2016 – 2017. Ginebra: World Economic Forum, 2016, 
p. 148 
9 SANTOS CALDERÓN, Juan Manuel & JIMÉNEZ, Timoleón. Acuerdo Final para la Terminación del 
Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera. Bogotá: Alto Comisionado para la paz, 24 de 
noviembre de 2016, p. 23   
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Con respecto a dicha limitación de recursos, los Estados americanos se han justificado en la 
noción de progresividad del derecho al desarrollo contenida en el artículo 10 de la 
Declaración sobre el Derecho al Desarrollo de 1986, bajo la cual se considera que la 
realización de este derecho depende de la disponibilidad de los recursos del Estado, que en 
casos como el colombiano genera limitaciones casi imposibles de superar.  
Sin embargo, con la expedición de los Objetivos de Desarrollo Sostenible del 2015, dentro 
de los que se incluye la infraestructura del transporte, la concepción del derecho al desarrollo 
ha tomado otro giro, en el cual se ha vislumbrado la posibilidad de que la escasez de recursos 
financieros o técnicos sea abordada por el sector privado, que sí cuenta con ellos. Así, ha 
surgido el mercado de inversión de impacto social en distintas áreas dependiendo de las 
necesidades sociales de cada país, como una forma de vincular las actividades privadas 
lucrativas a la consecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, a través de alianzas 
público privadas. 
Dado que este panorama se erige como una solución a los problemas sociales que enfrentan 
los países en desarrollo, en el presente trabajo analizaremos si nuestra legislación permite 
que a través de la inversión de impacto social se puedan invertir los recursos del sector 
privado en la provisión de la infraestructura de transporte colombiano, como una forma de 
garantizar el derecho al desarrollo.  
En este sentido seguiremos un método descriptivo-analítico, enfocado en el estudio de las 
fuentes del derecho y la doctrina económica en materia de inversión de impacto social, para 
lo cual  dividiremos el presente trabajo en tres grande capítulos: (i) El derecho humano al 
desarrollo y su relación con la infraestructura del transporte; (iii) La inversión de impacto 
social como método de financiación de la infraestructura de transporte y; (iii) La viabilidad 
jurídica de la inversión de impacto social en la infraestructura del transporte colombiana.  
En el primer capítulo haremos una descripción general del reconocimiento del derecho al 
desarrollo en el Sistema de la Organización de Naciones Unidas y de su vigencia y 
justiciabilidad en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, terminando con un 
análisis sobre su adopción en el derecho interno, donde determinaremos la vinculatoriedad 
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de sus disposiciones para el Estado colombiano. Por último, pasaremos a  establecer cómo la 
construcción de una infraestructura de transporte adecuada es una de las formas de garantizar 
el derecho al desarrollo en las zonas aisladas del país. 
En el segundo capítulo nos referiremos a la inversión de impacto social como estrategia 
innovadora que podría garantizar el derecho al desarrollo a través de la construcción de 
infraestructura del transporte por agentes privados cuando los recursos del Estado no sean 
suficientes. En este sentido analizaremos su definición, características y la forma en la que 
opera este mercado, para luego pasar a describir su incursión en nuestro país. 
Por último, hemos destinado el tercer capítulo a analizar si el marco regulatorio existente 
sobre la provisión de infraestructura del transporte en Colombia permite o no que la inversión 
de impacto social pueda desarrollarse. De esta manera, estudiaremos los medios que el 
ordenamiento jurídico colombiano ofrece para llevar a cabo proyectos de infraestructura del 
transporte, esto es, mecanismos contractuales como el contrato de obra pública o el contrato 
de concesión por Asociaciones Público-Privadas, y mecanismos no contractuales como la 
transferencia de la propiedad sobre la infraestructura privada a la Nación y el mecanismo de 
Obras por Impuestos; con el fin de determinar cuál de ellos puede ser el vehículo a través del 
cual se adopte la inversión privada con intención social en la infraestructura del transporte, o 
si por el contrario, el Estado debe crear una regulación especial al respecto como 
cumplimiento de su obligación de garantizar el derecho al desarrollo. 











EL DERECHO AL HUMANO AL DESARROLLO Y SU RELACIÓN CON LA 
INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE 
 
En los países en desarrollo, la provisión de infraestructura del transporte como medio esencial 
para acceder a los servicios que permiten la satisfacción de las necesidades básicas, como la 
salud, el agua potable, la educación, el trabajo, entre otros; ha propiciado el surgimiento del 
interés de la doctrina económica y social en estudiar la relación existente entre la 
infraestructura de transporte y el desarrollo10.  
Sin embargo, este interés no se ha trasladado a la doctrina sobre derechos humanos, donde si 
bien se ha hecho alusión al derecho a la accesibilidad de todos los ciudadanos al servicio 
público de transporte11, no se ha ahondado en su incidencia sobre el derecho al desarrollo y 
el mejoramiento de las condiciones de vida de las poblaciones que no tienen acceso a la 
misma, llevando a que la implementación de una adecuada infraestructura del transporte en 
las zonas más deprimidas de estos países carezca de un marco jurídico que facilite su 
adopción y la consecución de los recursos que permitan su financiamiento.   
El reconocimiento jurídico de la relación entre el desarrollo y la infraestructura del transporte 
conlleva a analizar su exigencia a través del derecho al desarrollo, mediante el cual el Estado 
debe crear políticas públicas destinadas a superar los grandes obstáculos geográficos entre 
las regiones prósperas y las más rezagadas, con el fin de permitir que éstas accedan a servicios 
públicos de mejor calidad.  
En este contexto, a continuación, abordaremos el origen, la noción y la vinculatoriedad del 
derecho al desarrollo, a nivel universal, interamericano y colombiano; para luego determinar 
                                                          
10 CORPORACIÓN ANDINA DE FOMENTO. “La infraestructura en el Desarrollo Integral de América Latina: 
Transporte”. Bogotá: IDeAL, 2012.  
11 PUETAMAN BAQUERO, Bernardo Javier.  “Discapacidad y accesibilidad: el servicio público de transporte 
como piedra angular de la integración social. Régimen jurídico y desafíos del sector”. Tesis de Grado 83, 
Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2017, p. 20 
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cómo su estrecha relación con la provisión de una adecuada infraestructura del transporte 
conlleva a que ésta se convierta en una de sus principales formas de garantía. 
1.1. EL DERECHO AL DESARROLLO COMO DERECHO HUMANO 
1.1.1. Reconocimiento y noción del derecho al desarrollo a nivel universal 
El derecho humano al desarrollo hace parte de la llamada tercera generación de derechos o 
derechos de la solidaridad12, cuyo surgimiento data a los años sesenta tras el proceso de  
descolonización de los países africanos y asiáticos, al considerarse una solución a los 
problemas que enfrentaba el mundo como: “el deterioro ecológico de nuestro planeta, el 
hambre, la desnutrición y la insalubridad que causan estragos en pueblos enteros y por las 
que centenas de millones de seres humanos se debaten entre la miseria, la discriminación, 
la explotación y la opresión”13. 
Aunque no quedaron expresamente consagrados en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, en el preámbulo de la misma los Estados se comprometieron a “promover el 
progreso y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de libertad”, siendo 
éste el fundamento esencial de estos derechos. Los derechos de tercera generación 
contemplan cuestiones de carácter supranacional y se han venido creando a través 
documentos internacionales, como resultado de las preocupaciones esbozadas en diferentes 
cumbres y encuentros mundiales y regionales. Conforme a esto, a continuación, haremos 
referencia al proceso de creación del derecho al desarrollo de manera específica. 
1.1.1.1. Proceso de reconocimiento del derecho al desarrollo en las Naciones Unidas 
 
Si bien  tradicionalmente el desarrollo se había concebido como la consecuencia automática 
del aumento del Producto Interno Bruto de los países,  en la segunda mitad del siglo XX se 
logró su reconocimiento como derecho humano tras un largo proceso de discusión en el seno 
                                                          
12 Dentro de la cual también se encuentra el derecho a la paz; el derecho a la autodeterminación de los pueblos; 
el derecho a gozar de un medio ambiente sano; el derecho al patrimonio común de la humanidad o el derecho a 
la protección de los datos personales. 
13 OLMOS RODRÍGUEZ, Fernando. “El derecho al desarrollo como derecho humano ¿una realidad emergente” 
[en línea]. Máster en estudios para el Desarrollo 2003/2005. Barcelona: Universidad Autónoma de Barcelona, 
2006, p. 13. 
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de la Organización de las Naciones Unidas, cuyo antecedente se encuentra en el “derecho a 
un nivel de vida adecuado”, establecido en la Carta de Naciones Unidas de 194514, la 
Declaración Universal de Derechos Humanos de 194815, y el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de 196616. 
 
A través de estos instrumentos se había consagrado el derecho a un nivel de vida adecuado 
como un medio para asegurar algunos derechos de segunda generación como la salud, la 
alimentación, el vestido, la asistencia médica y la vivienda , llevando a la doctrina a afirmar 
que mediante este derecho “por primera vez la humanidad coincide en que los derechos 
económicos o sociales básicos mencionados forman parte del catálogo universal de los 
derechos humanos inalienables que corresponden a todo ser humano”17, contenido que sería 
reconocido posteriormente en la Declaración sobre Derecho al Desarrollo.  
 
A través de la Resolución 1710 del 19 de diciembre de 1961, la Organización de las Naciones 
Unidas designó el decenio de 1960 como el “Decenio de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo”. A pesar de que para algunos autores con esta resolución se comienza a superar 
la visión del desarrollo como mero crecimiento económico18, las estrategias fundamentales 
determinadas para alcanzar la meta propuesta19 eran netamente económicas, al igual que su 
                                                          
14 Artículo 55.a: “Con el propósito de crear las condiciones de estabilidad y bienestar necesarias para las 
relaciones pacíficas y amistosas entre las naciones, basadas en el respeto al principio de la igualdad de derechos 
y al de la libre determinación de los pueblos, la Organización promoverá: a. niveles de vida más elevados, 
trabajo permanente para todos, y condiciones de progreso y desarrollo económico y social” 
15 Artículo 25: “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, 
la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios 
sociales necesarios”. 
16 Artículo 11: “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida 
adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de 
las condiciones de existencia”. 
17 GONZÁLEZ MONGUÍ, Pablo Elías. “Derechos económicos, sociales y culturales”. Bogotá: Cátedra Gerardo 
Molina, 2009, p. 13 
18 GARCÍA  MATAMOROS, Laura Victoria. “El derecho del desarrollo como base para la construcción del 
desarrollo al derecho”. En: Revista Colombiana de Derecho Internacional, mayo de 2007, N° 9, p. 6. 
19 Las estrategias eran: incrementar en la exportación de productos privados; percibir utilidades de la extracción 
y comercialización de recursos naturales por capitales extranjeros; aumentar los recursos públicos y privados 
para el desarrollo, y estimular la inversión privada para el desarrollo. 
14 
 
fin principal: “el crecimiento del 5% en el ingreso nacional global en cada país 
insuficientemente desarrollado”20.  
Al no ser alcanzado este fin, la misma Organización produjo dos importantes resoluciones: 
la Resolución 2542 (XXIV) de 1969 donde proclama la “Declaración sobre el Progreso y el 
Desarrollo en lo Social” y la Resolución 2626 (XVI) de 1970 que consagra la “Estrategia 
Internacional del Desarrollo para el Segundo Decenio de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo”. En ambos instrumentos se comienza a evidenciar el verdadero cambio de la 
concepción del desarrollo, dejando de entenderse como una simple operación numérica para 
empezar a considerarse un medio para el mejoramiento de la calidad de vida de todos los 
seres humanos. 
Fue precisamente a raíz de dicho cambio que surgió el “derecho humano al desarrollo” 
durante el 33° período de sesiones de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas, donde “varios oradores indicaron que la existencia de un derecho específico podía 
deducirse de la Carta de las Naciones Unidas, la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y otros 
Instrumentos de Naciones Unidas” 21. 
 
En aquel período de sesiones, la Comisión emitió la Resolución 4 (XXXIII) del 21 de febrero 
de 1977, recomendando al Consejo Económico y Cultural invitar al  Secretario General de 
Naciones Unidas a realizar  un estudio sobre “las dimensiones regionales y nacionales del 
derecho al desarrollo como derecho humano basados en la cooperación internacional”, para 
posteriormente emitir la Resolución 5 (XXXV) del 2 de marzo de 1979, donde señaló que 
“el derecho al desarrollo es un derecho humano y que la igualdad de oportunidades es una 
prerrogativa tanto de las naciones como de los individuos que forman las naciones” 22. 
 
                                                          
20 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Decenio de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo”. Resolución 1710 A (XVI), 19 de diciembre de 1961. 
21 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Declaración sobre el 




De igual manera, en 1978 la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, La 
Ciencia y la Cultura –UNESCO- se refirió al derecho al desarrollo en  la “Declaración sobre 
la raza y los prejuicios raciales” de 1978, al establecer en su artículo 3°  que “[e]l derecho 
al desarrollo completo de todo ser humano y de todo grupo humano (…) implica un acceso 
en pie de igualdad a los medios de progreso y de prosperidad colectiva e individual en un 
clima que respete los valores de la civilización y las culturas nacionales y universales”. 
 
Por su parte, la Asamblea General de Naciones Unidas se refirió por primera vez a este 
derecho en la Resolución 34/46 de 1979, donde afirmó que “el derecho al desarrollo es un 
derecho humano y que la igualdad de oportunidades para el desarrollo es una prerrogativa 
tanto de las naciones como de los individuos que forman las naciones”23. 
 
En concordancia con este panorama, mediante la Resolución 36 (XXXVII) del 11 de marzo 
de 1981 la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas decidió crear el Grupo de 
Trabajo de Expertos Gubernamentales sobre el Derecho al Desarrollo, 
 
“para que estudiara el alcance y el contenido del derecho al desarrollo y los medios 
más eficaces de garantizar la realización, en todos los países, de los derechos 
económicos, sociales y culturales proclamados en diversos instrumentos 
internacionales, prestando particular atención a los obstáculos con que tropezaban 
los países en desarrollo en sus esfuerzos por conseguir el disfrute de los derechos 
humanos”24.  
 
Asimismo, la Comisión solicitó al Grupo que en el siguiente período presentara un informe 
con “propuestas concretas sobre la aplicación el derecho al desarrollo y sobre un proyecto 
de instrumento internacional acerca de esta cuestión”25. Iniciativa que fue acogida con 
                                                          
23 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Distintos criterios y medios 
posibles dentro del sistema de Naciones Unidas para mejorar el goce efectivo de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales”. Resolución 34/46, 23 de noviembre de 1979. 
24 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Declaración Universal de 




beneplácito por la Asamblea General en la Resolución 33/133, quien además declaró que “el 
derecho al desarrollo es un derecho humano inalienable”26. 
Como resultado de las labores realizadas por el Grupo de Trabajo de Expertos 
Gubernamentales sobre el Derecho al Desarrollo, el 4 de diciembre de 1986 la Asamblea 
General aprobó el texto final de la Declaración sobre Derecho al Desarrollo a través de la 
Resolución 41/128, la cual tuvo el voto negativo de Estados Unidos. Es importante resaltar 
que con esta Declaración se supera totalmente la concepción clásica del desarrollo como 
mero crecimiento económico al reconocer que  
“el desarrollo es un proceso global económico, social, cultural y político, que tiende 
al mejoramiento constante del bienestar de toda la población y de todos los 
individuos sobre la base de su participación activa, libre y significativa en el 
desarrollo y en la distribución justa de los beneficios que de él se derivan”27. 
(Negrillas fuera del texto) 
Un hecho importante en la concepción del derecho al desarrollo fue la proclamación de la 
Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo de 1992, en la Cumbre de la Tierra 
de Naciones Unidas. En este instrumento se acuñó el término “desarrollo sostenible” 
fundamentado en que “el derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal que responda 
equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones presentes 
y futuras”28, de manera que a partir de esta  Declaración “la protección del medio ambiente 
deberá constituir parte integrante del proceso de desarrollo y no podrá considerarse en 
forma aislada”29, dotando al derecho al desarrollo de un contenido ambiental intrínseco. 
Posteriormente, la Asamblea General de Naciones Unidas aprobó la “Declaración del 
Milenio” mediante la Resolución 55/2 del 13 de septiembre del 2000, donde se crearon los 
                                                          
26 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Distintos criterios y medios 
posibles dentro del sistema de Naciones Unidas para mejorar el goce efectivo de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales”. Resolución 36/133, 14 de diciembre de 1981. 
27 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Declaración sobre el 
Derecho al Desarrollo”. Resolución 41/128 A, 4 de diciembre de 1986. 
28 Principio 3 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. 
29 Principio 4 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. 
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ocho Objetivos de Desarrollo del Milenio – ODM –30, como medio para garantizar a todos 
los habitantes del mundo el derecho al desarrollo. En la Declaración se afirma: 
“No escatimaremos esfuerzos para liberar a nuestros semejantes, hombres, mujeres 
y niños, de las condiciones abyectas y deshumanizadoras de la pobreza extrema, a la 
que en la actualidad están sometidos más de 1.000 millones de seres humanos. 
Estamos empeñados en hacer realidad para todos ellos el derecho al desarrollo y a 
poner a toda la especie humana al abrigo de la necesidad”31. (Negrillas fuera de 
texto) 
En este mismo sentido, en la Declaración del Milenio se reconoce expresamente el derecho 
al desarrollo como un derecho humano de igual rango que los derechos civiles y políticos, y 
los económicos, sociales y culturales, al señalar lo siguiente: “No escatimaremos esfuerzo 
alguno por promover la democracia y fortalecer el imperio del derecho y el respeto de todos 
los derechos humanos y las libertades fundamentales internacionalmente reconocidos, 
incluido el derecho al desarrollo”32. (Negrillas fuera de texto) 
Si bien durante los años 80 y 90 se establecieron varios grupos de trabajo dentro de las 
Naciones Unidas y se recibieron los informes de un experto independiente con el fin de 
implementar el derecho al desarrollo, el fracaso de estas labores llevó a que en 2003 la 
Comisión solicitara a la Subcomisión de Promoción y Protección de los Derecho Humanos 
“prepar[ar] un documento de reflexión en que se determinen las opciones para la realización 
del derecho al desarrollo y su viabilidad, entre otras cosas una norma de carácter 
vinculante (…) basados en la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo”33 (Negrillas 
fuera de texto). La Subcomisión encomendó el cumplimiento de esta labor a Florizelle 
O’Connor, quien luego de hacer escasa alusión a la posibilidad de crear una norma de carácter 
                                                          
30 Estos objetivos son: erradicar la pobreza extrema y el hambre; lograr la enseñanza primaria universal; 
promover la igualdad entre los géneros y la autonomía de la mujer; reducir la mortalidad infantil; mejorar la 
mortalidad infantil; mejorar la salud materna; combatir el VIH/SIDA, el paludismo y otras enfermedades; 
garantizar la sostenibilidad del medio ambiente y; fomentar una asociación mundial para el desarrollo. 
31 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Declaración del Milenio”. 
Resolución /55/2. 13 de septiembre del 2000, pár. 11 
32 Ibídem. 
33 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS. “El derecho 
al desarrollo”. Resolución 2003/83. 25 de abril de 2003.  
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vinculante concluyó que “por el momento parecería prematuro elaborar normas jurídicas 
vinculantes”34, llevando a la doctrina a considerar que O’connor simplemente evitó el tema 
del instrumento legal vinculante, hundiendo este importante proyecto35. 
Ahora bien, aunque a través de los Objetivos de Desarrollo del Milenio se alcanzaron muchas 
metas, como la reducción de la pobreza extrema en un 47%36, “los avances han sido 
desiguales sobre todo en África, los países menos adelantados, los países en desarrollo sin 
litoral y los pequeños Estados insulares en desarrollo, y algunos de los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio distan de alcanzarse”37, por lo que a iniciativa de la República de 
Colombia38, en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible 
celebrada en Río de Janeiro de 2012 “Cumbre de la Tierra Rio+20” se reiteró la importancia 
“del respeto de todos los derechos humanos, entre ellos el derecho al desarrollo y el derecho 
a un nivel de vida adecuado”39 y se determinó la creación de un Grupo de Trabajo Abierto 
dentro de la Asamblea General de la ONU para consensuar la creación de nuevos objetivos 
y metas mundiales sobre desarrollo sostenible, que  
“deben estar orientados a la acción, ser concisos y fáciles de comunicar, limitados 
en su número y ambiciosos, tener un carácter global y ser universalmente aplicables 
a todos los países, teniendo en cuenta las diferentes realidades, capacidades y niveles 
de desarrollo nacionales y respetando las políticas y prioridades nacionales”40. 
                                                          
34 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS. “Documento 
de exposición de conceptos sobre el derecho al desarrollo”. 57° periodo de sesiones. E/CN.4/Sub.2/2005/23. 24 
de junio de 2005.  P. 12 
35 MARKS, Stephen & MALHOTRA, Rajeev. “The future of the right to development” [en línea]. Harvard 
T.H. Chan. School of Public Health, p. 7.  
36 REVISTA DINERO. “Objetivos del Milenio: ¿qué se logró y qué hace falta?” [en línea]. DINERO. 7 de 
julio de 2015.  
37 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, ASAMBLEA GENERAL. “Transformar nuestro 
mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”. A/RES/70/1. 21 de octubre de 2015, p. 6 
38 La idea de renovar los ODM fue propuesta por Paula Caballero durante su labor como Directora de Asuntos 
Económicos, Sociales y Ambientales en el Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia en el año 2010. 
Ver: CABALLERO, Paula. “A Short History of the SDGS” [en línea]. 
39 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS 
SOBRE EL DESARROLLO SOSTENIBLE. “El Futuro que queremos”. A/CONF.216/L.1, 19 de junio de 
2012, p. 8 
40 Ibídem, p. 247. 
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Como resultado final de esta labor, en 2015 se lanzó la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible con la creación de los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible41. Esta Agenda 
reconoce como uno de sus fundamentos la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo42, 
cuyo texto se anexa al documento de la misma, y resalta la necesidad de construir sociedades 
que se basen en el respeto al derecho al desarrollo como derecho humano43. 
De esta manera, el derecho al desarrollo se encuentra reconocido por el Sistema Universal de 
Naciones Unidas, específicamente en la Declaración sobre Derecho al Desarrollo de 1986 y 
en la creación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, donde se establecen una serie de 
metas fundamentales para la garantía del derecho al desarrollo. 
 
1.1.1.2.Alcances de la noción universal del derecho al desarrollo y su vinculatoriedad 
En el artículo 1.1 de la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo se definió el derecho al 
desarrollo como “un derecho humano inalienable en virtud del cual todo ser humano y todos 
los pueblos están facultados para participar en un desarrollo económico, social, cultural y 
                                                          
41 Estos objetivos son 1. Poner fin a la pobreza en todas sus formas y en todo el mundo; 2. Poner fin al hambre, 
lograr la seguridad alimentaria y la mejora de la nutrición y promover la agricultura sostenible; 3. Garantizar 
una vida sana y promover el bienestar de todos a todas las edades; 4. Garantizar una educación inclusiva y 
equitativa de calidad y promover oportunidades de aprendizaje permanente para todos; 5. Lograr la igualdad de 
género y empoderar a todas las mujeres y las niñas; 6. Garantizar la disponibilidad y la gestión sostenible del 
agua y el saneamiento para todos; 7. Garantizar el acceso a una energía asequible, fiable, sostenible y moderna 
para todos; 8. Promover el crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo pleno y 
productivo y el trabajo decente para todos; 9. Construir infraestructuras resilientes, promover la 
industrialización inclusiva y sostenible y fomentar la innovación; 10. Reducir la desigualdad en los países y 
entre ellos; 11. Lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y 
sostenibles; 12. Garantizar modalidades de consumo y producción sostenibles; 13. Adoptar medidas urgentes 
para combatir el cambio climático y sus efectos; 14. Conservar y utilizar sosteniblemente los océanos, los mares 
y los recursos marinos para el desarrollo sostenible; 15. Proteger, restablecer y promover el uso sostenible de 
los ecosistemas terrestres, gestionar sosteniblemente los bosques, luchar contra la desertificación, detener e 
invertir la degradación de las tierras y detener la pérdida de biodiversidad; 16. Promover sociedades pacíficas 
e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y construir a todos los niveles 
instituciones eficaces e inclusivas que rindan cuentas; 17. Fortalecer los medios de implementación y revitalizar 
la Alianza Mundial para el Desarrollo Sostenible 
42 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, ASAMBLEA GENERAL. “Transformar nuestro 
mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”, p. 6. 
43 Ibídem, p. 35 
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político en el que puedan realizarse plenamente todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales, a contribuir a ese desarrollo y a disfrutar de él”44.  
Como se puede observar, la Declaración reconoce una dimensión individual de este derecho 
en cabeza del ser humano, y su dimensión colectiva en cabeza de los pueblos, así como su 
fin primordial: permitir el goce de los derechos económicos, sociales y culturales o de 
segunda generación; derechos que buscan garantizar el bienestar humano y el mejoramiento 
de la calidad de vida, y dentro de los cuales se encuentran el derecho a la educación, el 
derecho a la vivienda digna, el derecho al agua potable, el derecho a la cultura, el derecho al 
trabajo, el derecho a la salud, entre otros. 
Según lo dispuesto en el artículo 8.1 de la Declaración, en virtud del derecho al desarrollo 
los Estados deben 
 “adoptar, en el plano nacional, todas las medidas necesarias para la realización del 
derecho al desarrollo y garantizarán, entre otras cosas, la igualdad de oportunidades 
para todos en cuanto al acceso a los recursos básicos, la educación, los servicios de 
salud, los alimentos, la vivienda, el empleo, y la justa distribución de los ingresos. 
Deben adoptarse medidas eficaces para lograr que la mujer participe activamente 
en el proceso de desarrollo. Deben hacerse reformas económicas y sociales 
adecuadas con objeto de erradicar todas las injusticias sociales”. 
Como es propio de un derecho de tercera generación, las obligaciones que de él se desprenden 
están estrechamente vinculadas al cumplimiento de otros derechos de segunda generación. 
En el caso del derecho al desarrollo, los Estados están obligados a adoptar medidas tendientes 
a garantizar algunos derechos sociales y económicos, a través de los cuales se puede alcanzar 
el bienestar social y mejorar la calidad de vida de los individuos. Según el artículo 10 de la 
Declaración la adopción de dichas medidas está destinada a asegurar la consolidación 
progresiva del derecho al desarrollo.  
                                                          
44 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Declaración sobre el 
Derecho al Desarrollo”. Resolución 41/128 A, 4 de diciembre de 1986. 
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Con respecto a esta relación con los derechos de segunda generación o DESC, es relevante 
resaltar el análisis realizado por GÓMEZ ISA sobre la autonomía conceptual del derecho al 
desarrollo, donde se comparan las dos posturas existentes al respecto: la que concibe el 
derecho al desarrollo como “mera síntesis de los derechos humanos existentes”, defendida 
de manera minoritaria por países como Estados Unidos o Canadá; y la que lo consideran un 
“derecho humano independiente”. Siendo esta última la posición mayoritaria, donde se 
acepta que el derecho al desarrollo “integra todos los derechos humanos, pero es más que 
eso, se configura como un derecho sui generis”45. A esta postura se adhiere GÓMEZ ISA 
cuando afirma que “a la luz de la Declaración sobre el derecho al desarrollo, examinando 
atentamente los diferentes elementos de su  contenido,  este  derecho  viene  configurado  
como  algo  más  que  una mera  suma  o  síntesis  de  los  derechos  humanos  ya  reconocidos  
a  nivel internacional”46. 
Por otro lado, como ya se enuncio anteriormente, la definición actual del derecho al 
desarrollo no se basa sólo en el progreso económico, sino que implica la consecución de los 
derechos de segunda generación, tal y como lo reconocen CASTELLANOS & GÓMEZ al 
señalar que “[e]l desarrollo, como concepto, ha mutado en este trasegar histórico y ha 
pasado de una perspectiva netamente económica, a una concepción más holística que 
comprende aspectos culturales y sociales, además de los económicos”47.  
 
Como consecuencia de dicho cambio de concepción, el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo -PNUD- dejó de medir el desarrollo a través del índice puramente 
económico como es el Producto Interno Bruto de los países, y en 1990 creó el Índice de 
Desarrollo Humano -IDH-, en el que se incluyen como indicadores “la esperanza de vida, el 
alfabetismo y  el ingreso para lograr un nivel de vida decente”48, bajo la visión de que “[l]a 
                                                          
45 GÓMEZ ISA, Felipe. “El derecho al desarrollo como derecho humano en el ámbito jurídico internacional”.  
Bilbao: Universidad de Deusto,1999, p. 167 - 174 
46 P. 174 
47 CASTELLANOS RESTREPO, Juan Camilo & GÓMEZ BETANCUR, Milany Andrea. “El desarrollo como 
derecho. Una perspectiva histórica de su consagración jurídica internacional”. Revista Facultad de Derecho y 
Ciencias Políticas. Medellín, julio – diciembre de 2014. Vol. 44. No. 121., p. 506 
48 PNUD. Informe sobre Desarrollo Humano. Bogotá: Tercer Mundo Editores,1990, p. 40. 
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verdadera riqueza de la nación está en sus gentes”49. En correspondencia con esto, en el 
Informe sobre Desarrollo Humano de 2010 la Administradora del PNUD se señaló: 
 
“Existe un consenso casi universal sobre la imposibilidad de medir el éxito de un 
país o el bienestar de un individuo únicamente a partir de su ingreso. Si bien el 
ingreso es fundamental, ya que sin recursos cualquier avance es difícil de lograr, 
también debemos tomar en cuenta si la gente puede llevar una vida saludable y 
prolongada, si tiene oportunidad de recibir educación y si es libre de aplicar sus 
conocimientos y talentos para configurar su propio destino”50. 
Ahora bien, pese a este amplio reconocimiento, MARKS & MALHOTRA indican que 
existen dos tipos de obstáculos para la implementación del derecho al desarrollo: obstáculos 
arraigados, que no se pueden superar con la diplomacia de derechos humanos, como son “los 
impedimentos estructurales para la justicia económica, la resistencia a abordar el comercio 
y los préstamos desde una perspectiva de derecho al desarrollo y la falta de coherencia de 
las políticas dentro de los gobiernos” 51; y obstáculos superficiales, que pueden ser superados 
con un mínimo de voluntad política, como “la imprecisión de sus normas, las herramientas 
de medición del desarrollo y la aplicación de los tratados internacionales"52. 
Sobre este último obstáculo, debe señalarse que la Declaración del Derecho al Desarrollo no 
tiene la naturaleza de un tratado internacional, sino que es un instrumento de soft law que 
carece de la fuerza legal que permita su verdadera aplicación en todo el mundo53. No obstante 
“el derecho internacional no deja de ser derecho y los derechos humanos no pierden su 
                                                          
49 Ibídem. 
50 PNUD. “Informe sobre desarrollo humano 2010”. Madrid: Ediciones Mundi Prensa, 2010, p. v. 
51 MARKS, Stephen &MALHOTRA, Rajeev. Op. Cit., p. 9. 
52 Ibídem. 
53 Los instrumentos internacionales pueden ser vinculantes (hard law) o no vinculantes (soft law) para los 
Estados que los ratifican. Mientras que los primeros generan obligaciones internacionales  y prevén mecanismos 
de reacción frente a su incumplimiento, ejm. Tratados, Convenciones, Convenios o Pactos; los segundos son 
declaraciones políticas o de buena voluntad que por sí solas no generan obligaciones a los Estados, a menos 
que sean utilizados como herramienta para interpretar la disposición de un Tratado o Convención, o que el 
Estado haya decidido integrarlos a su derecho interno, ejm: Declaraciones, Resoluciones, Recomendaciones, 
Notas de Estudio, etc. 
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carácter por no existir mecanismos para su aplicación”54, por lo que debemos resaltar que, 
salvo en el sistema africano55, la implementación del derecho al desarrollo a nivel 
internacional se ha llevado a cabo a través de una serie de compromisos internacionales56 y 
de la reciente creación del Relator Especial de Naciones Unidas sobre Derecho al Desarrollo, 
cuyo mandato incluye la labor de “contribuir a la promoción, protección y cumplimiento del 
derecho al desarrollo en el contexto de la implementación coherente e integrada de la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y otros resultados acordados internacionalmente 
para 2015”57. 
Por consiguiente, el derecho al desarrollo goza de reconocimiento universal pero no de la 
fuerza necesaria para exigir su cumplimiento a nivel global, por lo que su garantía depende 
entre muchos otros aspectos, de la voluntad política de los Estados, tanto a nivel interno, 
como en el ámbito internacional.  En este sentido, a continuación, analizaremos la concepción 
del mismo dentro del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y del ordenamiento 
interno colombiano, con el fin de determinar si Colombia está obligado convencional y/o 




                                                          
54 CASTELLANOS RESTREPO, Juan Camilo & GÓMEZ BETANCUR, Milany Andrea. Op. Cit., p. 519 
55 La Organización para la Unidad Africana consagró este derecho de manera expresa en el artículo 22.1 de la 
Carta Africana de Derechos Humanos de 1981, al disponer  que “[t]odos los pueblos tendrán derecho a su 
desarrollo económico, social y cultural, con la debida consideración a su libertad e identidad y disfrutando 
por igual de la herencia común de la humanidad”55, siendo este el único instrumento internacional vinculante 
o de hard law que consagra este derecho. 
56 Como la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992; la Declaración y el Programa 
de Acción de Viena de 1993; la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de 2015; el Marco de 
Sendai para la reducción del riesgo de desastres 2015-2030; el Programa de Acción de Addis Abeba sobre la 
Financiación para el Desarrollo de 2015; y el Acuerdo de París sobre cambio climático de 2016. 
57 Dentro de estos otros resultados se resalta el Marco de Sendai para la reducción del riesgo de desastres 2015-
2030, el Programa de Acción de Addis Abeba sobre la Financiación para el Desarrollo de 2015 y el Acuerdo 
de París sobre cambio climático de 2016. ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, CONSEJO DE 
DERECHOS HUMANOS. “El derecho al desarrollo”. Resolución 33/14. 5 de octubre de 2016. Pár. 14 
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1.1.2. El derecho al desarrollo en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
 
1.1.2.1. Consagración del derecho al desarrollo en el artículo 26 de la CADH 
 
Luego de detallar la consagración del derecho al desarrollo a nivel universal, es necesario 
comenzar a acercarnos a la regulación colombiana enfocando este análisis en nuestro sistema 
regional, para determinar posteriormente la existencia de un mandato convencional en pro del 
derecho al desarrollo. 
 
 La Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 -CADH- es el instrumento 
internacional de carácter vinculante que rige el Sistema Interamericano de Promoción y 
Protección de los Derechos Humanos, adscrito a la Organización de Estados Americanos -
OEA-. En ella se reconocen una serie de derechos humanos, con respecto a los cuales los 
artículos 1.1 y 2 establecen tres tipos de obligaciones para los Estados, cuya violación activa 
la responsabilidad internacional de los mismos: obligación de respeto, obligación de garantía 
y el deber de adoptar disposiciones de derecho interno para hacerlos efectivos. 
 
La obligación de respetar los derechos y libertades se encuentra prevista en el artículo 1.1 de 
la misma e implica una obligación negativa o de no hacer, que exige a los agentes del que 
Estado abstenerse de atentar contra los derechos de los individuos, como sería la privación 
arbitraria de la vida o de la libertad, por lo que la Corte ha reconocido en bajo esta obligación 
se comprende “la noción de la restricción al ejercicio del poder estatal”58. 
 
Con respecto a la obligación de garantía nos encontramos ante una obligación positiva o de 
hacer, consistente en la adopción de aquellas medidas tendientes a “crea[ar] las condiciones 
que se requieran para que no se produzcan violaciones a los derechos”59, y en virtud de la  
cual el Estado debe “poner en funcionamiento todo el aparato gubernamental y, en general, 
                                                          
58 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. “Caso González y otras (Campo Algodonero) 
Vs. Perú”, Sentencia de 6 de noviembre de 2009, p. 235 
59 Ibídem, p. 243 
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todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de 
manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los 
derechos humanos”60. La obligación de garantía es la que exige más recursos del Estado para 
su implementación, en función de las particulares necesidades de protección del individuo. 
 
Sobre el deber de adoptar disposiciones de derecho interno, el artículo 2 de la CADH establece 
que “los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro 
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”. La Corte 
Interamericana de Derechos Humanos ha interpretado que esta norma supone dos tipos de 
obligaciones: una obligación positiva “de adoptar las medidas legislativas necesarias para 
garantizar el ejercicio de los derechos” y una obligación negativa dirigida a “evitar promulgar 
aquellas leyes que impidan el libre ejercicio de estos derechos, y evitar que se supriman o 
modifiquen las leyes que los protegen”61 
 
Debido a que estas tres obligaciones se aplican a derechos específicos reconocidos en la 
Convención, nos referiremos al reconocimiento del derecho al desarrollo en la CADH.  
 
El derecho al desarrollo no está expresamente reconocido en la CADH, sin embargo, la 
consagración de su contenido se encuentra en el artículo 26 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, donde se establece el desarrollo progresivo de los DESC: 
 
“Desarrollo Progresivo: Los Estados Partes se comprometen a adoptar 
providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, 
especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena 
efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y 
sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de 
                                                          
60 Ibídem, p. 336. 
61 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. “Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku 
vs. Ecuador”. Sentencia de 27 de junio de 2012, p. 221. 
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los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida 
de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados”. 
(Negrillas fuera de texto) 
 
En este artículo se establece como punto central del derecho al desarrollo progresivo los 
derechos que se derivan de las normas de la Carta de la Organización de los Estado Americanos 
de 1948 – Carta de la OEA-, la cual fue uno de los primeros instrumentos regionales en aplicar 
una concepción el desarrollo que fuera más allá del crecimiento económico, al disponer todo 
un capítulo sobre el “desarrollo integral” encabezado por su artículo 30:  
 
“Los Estados miembros, inspirados en los principios de solidaridad y cooperación 
interamericanas, se comprometen a aunar esfuerzos para lograr que impere la 
justicia social internacional en sus relaciones y para que sus pueblos alcancen un 
desarrollo integral, condiciones indispensables para la paz y la seguridad. El 
desarrollo integral abarca los campos económico, social, educacional, cultural, 
científico y tecnológico, en los cuales deben obtenerse las metas que cada país 
defina para lograrlo”. (Negrillas fuera de texto) 
 
Esta tesis también se encuentra consagrada en el preámbulo del Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador” de 1988, suscrito por la OEA dos años 
después de la promulgación de la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo de Naciones 
Unidas, donde se hace expresa mención al derecho al desarrollo en su dimensión colectiva 
en el preámbulo de la misma: 
 
“[t]eniendo presente que si bien los derechos económicos, sociales y culturales 
fundamentales han sido reconocidos en anteriores instrumentos internacionales, 
tanto de ámbito universal como regional, resulta de gran importancia que éstos sean 
reafirmados, desarrollados, perfeccionados y protegidos en función de consolidar en 
América, sobre la base del respeto integral a los derechos de la persona, el régimen 
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democrático representativo de gobierno, así como el derecho de sus pueblos al 
desarrollo, a la libre determinación y a disponer libremente de sus riquezas y 
recursos naturales”. (Negrillas fuera de texto) 
 
Más recientemente, la OEA expidió la Carta Social de las Américas de 2012 donde consagró 
expresamente el derecho al desarrollo al señalar que “los pueblos de América tienen derecho 
al desarrollo en un marco de solidaridad, equidad, paz, libertad, y los Estados el deber de 
promoverlo con el fin de erradicar la pobreza, en particular la pobreza extrema, y alcanzar 
niveles de vida dignos para todas las personas”62(Negrillas fuera de texto). Al igual que la 
Carta de la OEA, la Carta Social se enfoca en la visión de un desarrollo integral, en el cual 
la promoción y observación de los derechos económicos, sociales y culturales son 
consustanciales al mismo63. 
 
Siguiendo el criterio de interpretación sistemática estipulado en el artículo 31.2 de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 196964, y teniendo en cuenta que 
los todos los instrumentos internacionales anteriormente citados hacen parte del sistema de 
la OEA, consideramos que de lo dispuesto sobre el derecho al desarrollo progresivo de los 
DESC, a la luz de la definición de desarrollo integral la Carta de la OEA, y del 
reconocimiento al derecho al desarrollo efectuado por la OEA en el preámbulo de su 
Protocolo de San Salvador y en  la Carta Social de las Américas, es completamente viable 
deducir que el artículo 26 de la CADH consagra el contenido del derecho al desarrollo, bajo 
la misma noción establecida en el artículo 1.1 de la Declaración sobre Derecho al Desarrollo 
de Naciones Unidas y en sus demás instrumentos. 
                                                          
62 Artículo 1° de la Carta Social de las Américas. 
63 Artículo 2° de la Carta Social de las Américas. 
64 Artículo 31. “Regla general de interpretación. I. Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al 
sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de estos y teniendo en cuenta 
su objeto y fin. 
2. Para los efectos de la interpretación de un tratado. el contexto comprenderá, además del texto, incluidos su 
preámbulo y anexos: 
a) todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido concertado entre todas las partes con motivo de la 
celebración del tratado: 
b) todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la celebración del tratado y aceptado por 




En este sentido, fue precisamente la misma Convención Americana la que, en virtud del 
principio pro personae65, estableció en su artículo 29.d que sus normas no pueden ser 
interpretadas en perjuicio de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, 
ni “de otros actos internacionales de la misma naturaleza”, dentro de los cuales 
evidentemente podemos situar la Declaración sobre Derecho al Desarrollo, la cual fue 
ratificada por todos los Estados americanos, con excepción de Estados Unidos. 
 
En consecuencia, el derecho al desarrollo es objeto de protección por parte del Sistema 
Interamericano de Promoción y Protección de Derechos Humanos sobre Derechos Humanos, 
a través del artículo 26 de la CADH, y por tanto en relación con sus artículos 1.1 y 2, los 
Estados están obligados a respetarlos, garantizarlos y adoptar y adoptar disposiciones de 
derecho interno para hacerlo efectivo.  
 
Por lo que, si bien en materia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos la noción 
de derecho al desarrollo es la misma que en el Sistema Universal, esto es, un derecho dirigido 
a la garantía de los derechos económicos, sociales y culturales, con respecto a la 
vinculatoriedad de este derecho, el Sistema Universal no tiene ningún órgano que se ocupe 
de promover y proteger este derecho, mientras que el Sistema Interamericano cuenta con la 





                                                          
65 El principio pro personae o pro hominem “es un criterio hermenéutico que informa todo el derecho de los 
derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia, o a la interpretación más 
extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos e, inversamente, a la norma o a la interpretación 
más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o su 
suspensión extraordinaria. Este principio coincide con el rasgo fundamental del derecho de los derechos 
humanos, esto es, estar siempre a favor del hombre”; Ver PINTO, M. El principio pro homine. Criterios de 
hermenéutica y pautas para la regulación de los derechos humanos. En ABREGÚ, M. y COURTIS, C. 
(Comp.). “La aplicación de los tratados de derechos humanos por los tribunales locales”. Buenos Aires, Editores 




1.1.2.2. Justiciabilidad del derecho al derecho progresivo de los DESC 
 
Una vez demostrado cómo de una interpretación sistemática y pro personae del artículo 26 
de la Convención Americana se deduce la protección del derecho al desarrollo, haremos 
referencia a su justiciabilidad66 ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos – 
CorteIDH- , tribunal internacional encargado de resolver los conflictos sobre la aplicación de 
la Convención67, para así determinar el grado de obligatoriedad internacional que tienen los 
Estados americanos frente a su protección y garantía. 
 
Pese a que durante muchos años la Corte Interamericana de Derechos Humanos había  
desconocido la justiciabilidad de los DESC, negándose a analizar la violación al derecho al 
desarrollo progresivo de los DESC en los casos bajo su conocimiento en el entendido de  que 
el artículo 26 era sólo una norma programática que “se debe medir en función de la 
creciente cobertura de los derechos económicos, sociales y culturales (…) sobre el conjunto 
de la población, y no en función de las circunstancias de un limitado grupo [o individuo]”68; 
la Corte solía decretar la violación indirecta de los DESC como el derecho al trabajo, a la 
vivienda digna, a la salud, la alimentación o la cultura; a través de su conexión con otros 
derechos civiles y políticos de la CADH, como el derecho a la vida o la integridad personal69. 
 
                                                          
66 La justiciabilidad de un derecho es la posibilidad que tiene un juez o tribunal de pronunciarse sobre su 
violación. En este sentido, el Instituto Iberoamericano de Derechos Humanos ha señalado: “Justiciabilidad 
deriva del verbo transitivo “ajusticiar” o “justiciar” que en su forma más elemental implica hacer justicia, y 
que en un modelo de legalidad se logra por una vía institucional, particularmente mediante los mecanismos 
judiciales (…) La justiciabilidad es un concepto ligado al de exigibilidad. La diferencia es la modalidad. De 
esta forma si la exigibilidad pretende la realización de un derecho, la justiciabilidad busca que tal realización 
se haga por la vía de su reclamación ante instancias que administran justicia”. INSTITUTO 
IBEROAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS. “La justiciabilidad directa de los derechos económicos, 
sociales y culturales”. San José: Instituto Iberoamericano de Derechos Humanos, 2009, p. 84-85. 
67 Ver Artículo 63.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
68 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. “Caso Cinco Pensionistas Vs Perú”. (Fondo, 
Reparaciones y Costas). Sentencia de 28 de febrero de 2003. Párr. 147.  
69 Ver CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. “Caso Gonzales Lluy vs. Ecuador”. 
(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas). Sentencia de 17 de junio de 2005. 
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Fue a partir del Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) vs. 
Perú del 2009, que la Corte IDH aceptó la justiciabilidad de los DESC y entró a analizar de 
manera directa la posible violación del artículo 26 de la CADH por parte de los Estados, 
poniendo de presente “la interdependencia existente entre los derechos civiles y políticos y 
los económicos, sociales y culturales, ya que deben ser entendidos integralmente como 
derechos humanos, sin jerarquía entre sí y exigibles en todos los casos ante aquellas 
autoridades que resulten competentes para ello”70. 
 
Como base de la justiciabilidad de los DESC, en esta sentencia la Corte adoptó el concepto 
de “progresividad” proporcionado por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de Naciones Unidas71, para señalar que con respecto a estos derechos la obligación 
de los Estados se subsume a un “deber de no regresividad”, obligación negativa que prohíbe 
al Estado la adopción de medidas que estén destinadas a revertir el progreso que sobre uno 
de estos derechos se haya alcanzado, y que solamente en tal caso declararía su violación. 
 
Esta concepción negativa sobre la progresividad, fundamentada simple y llanamente en un 
deber de no regresividad, estaba sustentada en la expresión contenida en la última parte del 
artículo 26 de la CADH donde se establece que los Estados se comprometen a desarrollar 
estos derechos de manera progresiva solo “en la medida de los recursos disponibles”. Frase 
que en el contexto de nuestros países en desarrollo dio apertura a un círculo vicioso de 
                                                          
70 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. “Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes 
y Jubilados de la Contraloría”) vs. Perú”. (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas). Sentencia del 
1 de julio de 2009. Pár. 101. En este mismo sentido la Corte citó al TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS 
HUMANOS. “Case of Airey v. Ireland”, Judgment of 9 October 1979, Serie A, no. 32, párr. 26. 
71 Señala el Comité que la noción de progresividad “no se ha de interpretar equivocadamente como que priva 
a la obligación de todo contenido significativo. Por una parte, se requiere un dispositivo de flexibilidad 
necesaria que refleje las realidades del mundo real y las dificultades que implica para cada país el asegurar 
la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales. Por otra parte, la frase debe 
interpretarse a la luz del objetivo general, en realidad la razón de ser, del Pacto, que es establecer claras 
obligaciones para los Estados Partes con respecto a la plena efectividad de los derechos de que se trata. Este 
impone así una obligación de proceder lo más expedita y eficazmente posible con miras a lograr ese objetivo”. 
ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. COMITÉ DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES 
Y CULTURALES. “Observación general 3: La índole de las obligaciones de los Estados Partes (párrafo 1 del 
artículo 2 del Pacto)”. Quinto Período de Sesiones, 1990, E/1991/23. 
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violación a los DESC donde los ciudadanos nunca podrían exigir su cumplimiento ante el 
Sistema Interamericano, pues el Estado siempre podría justificarse en la falta de recursos, lo 
que llevó a que en la práctica el deber de regresividad nunca fuera aplicado por la CorteIDH. 
 
Hasta que en el histórico Caso “Lagos del Campo Vs Perú” del 2017 la Corte declaró por 
primera vez la responsabilidad internacional de un Estado por la violación al artículo 26 de 
la CADH, en lo ateniente a los derechos a la estabilidad laboral y a la asociación laboral de 
un ciudadano72. En esta sentencia la Corte cambió por completo la consideración de la 
violación del derecho en el deber de no regresividad como obligación negativa, y comenzó a 
hablar por primera vez de la obligación positiva, materializada en  la falta de adopción de 
medidas tendientes a la proteger judicialmente al representante de una asociación de 
trabajadores que había sido despedido injustificadamente por una empresa privada, como 
obligación que surge del deber de respeto y garantía consagrado en el artículo 1.1 de la 
CADH. En efecto, en su voto concurrente de la sentencia el reconocido Juez de la CorteIDH 
Eduardo Ferrer Mac-Gregor hizo énfasis en esta nueva concepción sobre la obligación que 
se desprende del artículo 26 de la CADH, señalando que:  
 
“Este caso muestra cómo la afectación a un derecho catalogado como social no 
conlleva necesariamente a la necesidad de evaluaciones sobre la progresividad o 
no regresividad, o sobre aspectos sobre la disponibilidad de recursos, o sobre la 
legislación o marcos regulatorios generales o políticas públicas. Pensar que los 
derechos sociales se reducen a este tipo de análisis es perpetuar los falsos mitos 
relativos a que los DESCA solo dependen del paso del tiempo para ser garantizados. 
Esta creencia no tiene en cuenta que existen las obligaciones estatales de respeto y 
garantía, que son aplicables a todos los derechos humanos sin distinción. No se 
pretende judicializar las políticas públicas sociales, sino de lograr la protección 
                                                          
72 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. “Caso Lagos del Campo Vs. Perú”. 
(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2017. pár. 154 
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efectiva de los derechos humanos en un caso particular”73. (Negrillas fuera del 
texto) 
 
A partir de esta importante sentencia, se comienza a percibir la necesidad de analizar las 
violaciones a los DESC no sólo a través de una obligación negativa sustentada en el deber de 
no regresividad, sino también desde la obligación positiva de garantía del artículo 1.1., a 
través de la cual es posible exigir la activación de todo el aparato gubernamental para la 
adopción de medidas adecuadas e idóneas encaminadas a lograr una verdadera progresividad 
de los mismos, teniendo en cuenta que esta obligación positiva siempre será de medios y no 
de resultado.  
 
En materia de derecho al desarrollo específicamente, esta sentencia reconoce su vinculación 
a la garantía de los DESC, citando como criterio de interpretación de las disposiciones 
interamericanas sobre el derecho al trabajo el Objetivo de Desarrollo Sostenible N° 8 de la 
Agenda 2030 de Naciones Unidas sobre el trabajo decente, señalando que mediante aquel se 
“promueve el crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo pleno y 
productivo y el trabajo decente para todos”74.  
 
En este sentido, el juez Ferrer Mac-Gregor  afirmó que “[l]a región interamericana se dirige 
hacia la misma dirección de lo que recientemente diversos países de Naciones Unidas 
acordaron mediante los Objetivos del Desarrollo Sostenible para el año 2030 (…) Estos 
Objetivos, claramente se encuentran en el plano de los derechos económicos, sociales, 
culturales y ambientales”75. (Negrillas fuera de texto). Convirtiéndose así en la sentencia 
hito en materia de derecho al desarrollo en el Sistema Interamericano. 
                                                          
73 FERRER MAC-GREGOR POISOT, Eduardo. “Voto Concurrente”. En CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS. “Caso Lagos del Campo Vs. Perú. (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas”. Sentencia de 31 de agosto de 2017. Pág. 51. 
74 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Lagos del Campo Vs. Perú. Nota de pie 
de página 216. 
75 FERRER MAC-GREGOR POISOT, Eduardo. “Voto Concurrente”. En Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Caso Lagos del Campo Vs. Perú. (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 




Con lo que se reafirma la consolidación del derecho al desarrollo a nivel interamericano y se 
establece su vinculatoriedad en el sistema interamericano sobre derechos humanos, gracias 
de la justiciabilidad de los DESC ante la CorteIDH a través del artículo 26 de la CADH. Por 
tanto, podemos decir que el Derecho al Desarrollo no sólo debe protegerse conforme a un 
deber de no regresividad, sino que también se constituye como una obligación de garantía 
por lo que se deben adoptar las medidas adecuadas e idóneas que permitan su cumplimiento. 
 
1.1.3. Concepción del derecho al desarrollo en Colombia. 
 
Si bien el haber ratificado la Declaración sobre Derecho al Desarrollo no implica que  
Colombia deba cumplir con su contenido, Colombia ratificó el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales que reconoce “el derecho a toda persona a un 
nivel de vida adecuado” 76 y la Convención Americana sobre Derechos Humanos donde se 
establece el desarrollo progresivo de los DESC,  instrumentos que sí son vinculantes y hacen 
parte de su bloque de constitucionalidad77 según lo consagrado en el artículo 93 de la 
Constitución Política de Colombia78.  
 
                                                          
76 Ratificado mediante la Ley 7 de 1968. 
77 El bloque de constitucionalidad está compuesto “por todas aquellas normas, de diversa jerarquía, que sirven 
como parámetro para llevar a cabo el control de constitucionalidad de la legislación. Conforme a esta 
acepción, el bloque de constitucionalidad estaría conformado no sólo por el articulado de la Constitución sino, 
entre otros, por los tratados internacionales de que trata el artículo 93 de la Carta, por las leyes orgánicas y, 
en algunas ocasiones, por las leyes estatutarias”. CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia  
C-191 de 1998”. 6 de mayo de 1998. M.P. Eduardo Cifuente Múñoz. “Con todo, los tratados sobre derechos 
humanos ratificados por Colombia no sólo son instrumentos de utilidad hermenéutica para los derechos y 
deberes consagrados en la Carta, sino que son legislación obligatoria de carácter interno por el hecho de 
haber sido incorporados al ordenamiento nacional a través de una Ley de la República”. CORTE 
CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia C-067 de 2003”. 4 de febrero de 2003. M.P. Marco Gerardo 
Monroy Cabra. 
78 Artículo 93: “Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los 
derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”. 
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Al respecto, la Corte Constitucional colombiana ha reconocido que la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, y la Convención Americana sobre Derechos Humanos hacen parte del bloque de 
constitucionalidad colombiano, por lo que gozan del mismo rango que la Constitución 
Política de Colombia79, y que la vigilancia del cumplimiento de las normas de la Convención 
Americana se lleva a cabo a través del control de convencionalidad80.  
 
En este sentido, consideramos que, a través del bloque de constitucionalidad, Colombia se 
encuentra convencionalmente obligada a adoptar las medidas necesarias para garantizar el 
pleno y libre goce del derecho al desarrollo, con el fin de proveer de bienestar económico, 
social, cultural y ambiental a todos sus ciudadanos. 
 
Ahora bien, sobre el reconocimiento del derecho al desarrollo en Colombia debe señalarse 
en primer lugar que la Constitución Política de Colombia no consagra de manera expresa el 
derecho al desarrollo. Sin embargo, de algunos de sus preceptos podemos desprender el 
contenido del mismo:  
 
“Artículo 334: La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este 
intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el 
uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y 
en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de 
conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el 
mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de 
las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente 
sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá fungir como instrumento para 
alcanzar de manera progresiva los objetivos del Estado Social de Derecho.  
(…) 
                                                          
79 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia  C-067 de 2003”. 4 de febrero de 2003. M.P. 
Marco Gerardo Monroy Cabra. 
80 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia  C-469 de 2016”. 31 de agosto de 2016. M.P. 
Luis Ernesto Vargas Silva. 
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Artículo 366. El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la 
población son finalidades sociales del Estado. Será objetivo fundamental de su 
actividad la solución de las necesidades insatisfechas de salud, de educación, de 
saneamiento ambiental y de agua potable”. (Negrillas fuera de texto) 
 
Estas disposiciones consagran el contenido del derecho al desarrollo, cuyo reconocimiento 
expreso se ha dado a través de la jurisprudencia de la Corte Constitucional en sentencias 
como la C-401 de 1995, T-597 de 2015 o la T-445 de 2016. En la primera de ellas, la Corte 
concibe sólo la dimensión colectiva del derecho al desarrollo en el marco del análisis de 
constitucionalidad del Convenio Marco de Cooperación entre la Comunidad Económica 
Europea y el Acuerdo de Cartagena, haciendo énfasis en “el derecho fundamental de los 
pueblos a desarrollarse” y señaló que “el aislamiento de un Estado, su no sociabilidad, 
equivale al estancamiento, principal obstáculo para hacer efectivo el derecho al 
desarrollo”81. 
 
En la segunda, la Corte resuelve un recurso de amparo instaurado por una mujer 
afrodescendiente en contra de las medidas administrativas adoptadas por la Alcaldía de 
Cartagena en el contexto de la construcción de una vía urbana. En dicha sentencia la Corte 
dispone un apartado titulado “el derecho al desarrollo y la infraestructura vial urbana”, 
donde hace expresa referencia a la definición del derecho al desarrollo prevista en la 
Declaración sobre el Derecho al Desarrollo de las Naciones Unidas, para sentar que este 
derecho es “una manifestación del interés general”82 y señala que las normas 
constitucionales sobre el interés general 
 
 “(…) son indicativas de que el Estado, a través de los entes territoriales, tiene a su 
cargo la protección del espacio público, la planeación y desarrollo de obras públicas 
y proyectos de infraestructura vial, entre otros, para garantizar a todos sus 
                                                          
81 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia. C-401 de 1995”. 7 de septiembre de 1995. M.P. 
Vladimiro Naranjo Mesa. 
82 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIA. “Sentencia T-597 de 2015”. 15 de septiembre de 2015. M.P. 
Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
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habitantes el desarrollo económico, social, cultural y político en el que puedan 
realizar plenamente los derechos humanos y libertades fundamentales”. (Negrillas 
fuera del texto) 
 
Mientras que en la tercera sentencia, además de citar la misma Declaración, señala que las 
características del derecho al desarrollo son: “(i) su clasificación histórica como derecho de 
tercera generación, (ii) su carácter solidario, (iii) su origen predominantemente 
internacional y (iv) su titularidad, la cual recae en la humanidad considerada 
globalmente”83. Además, agrega que “el derecho al desarrollo depende de distintas variables 
las cuales permiten que en un contexto determinado un país garantice el mejoramiento del 
bienestar de toda su población”84. 
 
Por lo anterior, es posible concluir que, además del deber convencional, en Colombia existe 
el deber interno de proteger y respetar el derecho al desarrollo en su dimensión colectiva, 
para lo cual es menester adoptar medidas tendientes al desarrollo progresivo de los DESC, 
de acuerdo a las necesidades sociales imperantes en comunidad. En este sentido, 
concordamos con Rómero Pérez cuando señala que en el Estado colombiano el derecho al 
desarrollo sí es vinculante85. 
 
1.2.LA INFRAESTRUCTURA DEL TRANSPORTE COMO GARANTÍA DEL 
DERECHO AL DESARROLLO  
Una vez establecido el reconocimiento del derecho al desarrollo a nivel universal, 
interamericano y colombiano, es necesario entrar a determinar como la provisión de 
infraestructura de transporte puede ser una forma de garantizar dicho derecho. Al respecto el 
artículo 10 de la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo dispone que “[d]eben adoptarse 
                                                          
83 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia T-445 de 2016”. 19 de agosto de 2016. M.P. 
Jorge Iván Palacio Palacio. 
84 Ibídem. 
85 ROMERO PÉREZ, Xiomara Lorena. “La síntesis de dos opuestos –derecho al desarrollo y pobreza-”. Revista 
de Derecho del Estado, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, julio de 2010, n° 24 , p. 181. 
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medidas para asegurar el pleno ejercicio y la consolidación progresiva del derecho al 
desarrollo, inclusive la formulación, adopción y aplicación de medidas políticas, legislativas 
y de otra índole en el plano nacional e internacional”.  
Como lo señala LLANO SOLANO, “la abstracta redacción del artículo 10 de la 
Declaración del derecho al desarrollo no concreta su ámbito de aplicación, ni aclara cuáles 
son las medidas a adoptar, ni los mecanismos para su efectiva puesta en práctica y control 
de su aplicación”86, por lo que este artículo “no dispone de mecanismos concretos y precisos 
para la realización de este derecho humano”87. 
A pesar que dichas “ medidas” no fueron abordadas por la Declaración, con anterioridad la 
misma Asamblea General de la ONU había expedido la Declaración sobre el Progreso y el 
Desarrollo Social mediante la Resolución 2542 del 11 de diciembre de 1969,  en la cual 
estableció los “medios y métodos” para el logro de los objetivos del progreso y el desarrollo 
en lo social, dentro de la cual destacó la necesidad  de “el desarrollo y expansión del sistema 
de transporte y comunicaciones, especialmente en los países en desarrollo”88 (Negrillas 
fuera de texto).  
De la misma manera, un año después la Asamblea expidió la Estrategia Internacional del 
Desarrollo para el Segundo Decenio de las Naciones Unidas para el Desarrollo, mediante la 
Resolución 2626 de 1970, en la que subrayó la necesidad que tienen los países en desarrollo 
de “adopta[r] medidas concretas para aumentar la producción y mejorar la productividad 
a efectos de proporcionar los bienes y servicios necesarios para elevar el nivel de vida y 
mejorar la viabilidad económica”, resaltando particularmente que “los países en desarrollo 
garantizarán una expansión adecuada de su infraestructura básica acrecentando sus 
                                                          
86 LLANO SOLANO, Fernando H. “El derecho al desarrollo en el sistema de Derechos Humanos: entre los 
derechos a la personalidad y la actividad del Estado”. Anuario de Filosofía del Derecho, Madrid, 2013 (XXIX), 
p. 376. 
87 GÓMEZ ISA, Felipe. Op. Cit., p. 221. 
88 Artículo 18.c. de la Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social.  
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servicios de transporte y comunicaciones y el suministro de energía”89 (Negrillas fuera de 
texto). 
Reconociendo que la carestía de la infraestructura del transporte  significa un gran obstáculo 
en el acceso de las comunidades más necesitadas a servicios vitales como la salud, la 
educación o el agua potable, y a que su relación con el derecho humano al desarrollo no ha 
gozado de la atención necesaria por parte de la doctrina nacional, haremos referencia a la 
misma como medida para garantizar este derecho, sin dejar de lado que según el contexto 
existe una amplia gama de medidas a tomar, dentro de las cuales la provisión de 
infraestructura del transporte puede ser necesaria o no serlo.  
1.2.1. Relación entre la infraestructura del transporte y el desarrollo 
 Desde los años 80 surgió un interés de la doctrina europea en estudiar la relación entre el 
transporte y el desarrollo, debido a “la preocupación por la mala distribución del ingreso 
tanto espacial como personalmente, y a falta de equidad en la satisfacción de las necesidades 
básicas en las naciones predominantemente rurales”90 . Como resultado de los análisis 
realizados, autores como BANISTER & BERECHMAN concluyeron que existe una gran 
diferencia entre los efectos del transporte en los países desarrollados y en los países en 
desarrollo. 
Sobre los primeros señalan que “en países desarrollados donde ya existe una red de 
infraestructura de transporte bien conectada de alta calidad, una mayor inversión en esa 
infraestructura no generará, por sí misma, un crecimiento económico”91.  
 Mientras que, sobre los segundos, GARCÍA & SÁNCHEZ determinaron que  “en los países 
en desarrollo la pobreza es absoluta y los problemas de acceso al transporte afectan a un 
importante volumen de población. Además, los costos del transporte suponen un porcentaje 
tan elevado de sus ingresos que dificulta su acceso a servicios básicos como la educación y 
                                                          
89 Párrafo 77 de la Estrategia internacional del desarrollo para el Segundo Decenio de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo.  
90 LIENBACH, Thomas R. “Rural Roads and Poverty Alleviation”. En: Economic Geography. Worcester, 
Taylor & Francis, Ltd., enero de 1987, Vol. 63, No. 1, p. 78 
91 BANISTER, David & BERECHMAN, Joseph. “Transport Investment and Economic Development”. 
London: Routlegde, 2003, p. 318 
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la sanidad, e incluso al empleo”92. En palabras de LUCAS, dichos autores expresan que “en 
estos casos la disponibilidad de un buen sistema de transporte público debería considerarse 
un “derecho humano”93. (Negrillas fuera del texto) 
En este mismo sentido, en su análisis sobre la exclusión social SHONFELDER & 
AXHAUSEN (2003) concluyeron que aquellas personas que han de afrontar grandes 
distancias, con bajas velocidades, peores servicios o más caros respecto al promedio de la 
población, tienen menos probabilidades de participar en la sociedad y, por tanto, mayor 
riesgo de exclusión social94. 
Asimismo, ESCOBAL Y PONCE (2003) analizaron los beneficios de la construcción de 
carreteras rurales en los distritos más pobres de Perú, comparando su impacto en el ingreso 
y el consumo de los hogares que se encontraban cerca de las carreteras, de aquellos que se 
encontraban alejados de las mismas, llegando a la conclusión de que “la accesibilidad a la 
carretera rehabilitada puede estar relacionada con los cambios en las fuentes de ingresos, 
ya que la carretera rehabilitada mejora las oportunidades de ingresos no agrícolas, 
especialmente de las fuentes de desempleo”95. 
De manera que la infraestructura del transporte se encuentra vinculada al desarrollo en las 
regiones donde las necesidades básicas no pueden ser satisfechas debido al aislamiento en 
que se encuentran algunas comunidades.  
En concordancia con ello, en la “Declaración sobre los Derechos de los Campesinos y de 
otras Personas que Trabajan en Zonas Rurales” de 2013 de Naciones Unidas se incluyó como 
parte del derecho a la vida y a un nivel de vida adecuado que “los campesinos tienen derecho 
                                                          
92 GARCÍA, Lorena & SÁNCHEZ, Ricardo. “El papel del transporte con relación a los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio”. Serie Recursos Naturales e Infraestructura. Santiago de Chile: Naciones Unidas, julio de 2012, p. 
34 
93 LUCAS, Karen. “Making the connections between transport disadventage and the social exclusion of low 
income populations in the Tshwane Region of South Africa”. Journal of Transport Geography 19(6): 1320 – 
1334. Citado en GARCÍA, Lorena. SÁNCHEZ, Ricardo. Op. Cit,, p. 34 
94 SHÖNFELDER, S. y K. W. AXHAUSEN. “Activity spaces: measures of social exclusión?. Arbeitsbericht 
Verkehrs- und Raumplanung, Zürich, 140, Institut für Verkehrsplanung und Transport systeme (IVT). 
95 ESCOBAL, Javier & CARMEN Ponce. “The benefits of Rural Roads: Enhancing Income Opportunities for 
the Rural Poor”. Grupo de Análisis para el Desarrollo – GRADE, Lima, Working paper 40, 2002, p. 47. 
Recuperado de: https://core.ac.uk/download/pdf/6366048.pdf 
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los medios de transporte”96. Bajo este mismo entendido que DAVID SIMON afirmó que 
“[l]a construcción de carreteras principales y secundarias en regiones 'remotas' o pobres 
ha sido vista por los gobiernos de todas las tendencias políticas y por las organizaciones 
donantes como una herramienta importante para promover el desarrollo”97.  
Por su parte, el Banco Mundial ha reconocido que a la relación entre el desarrollo y el 
transporte tiene efectos sociales que van más allá del mero crecimiento económico al afirmar 
que, 
“[e]n general, se espera que un proyecto de transporte contribuya a la reducción de 
la pobreza a través de sus impactos indirectos en el crecimiento económico o su 
impacto directo en el bienestar personal de los pobres. (…) Las carreteras de acceso 
local en áreas rurales y urbanas pobres sólo hacen una modesta contribución al 
crecimiento del ingreso nacional, pero es probable que tengan un impacto directo y 
significativo en la vida diaria de los pobres”98. 
A pesar de este amplio reconocimiento de la infraestructura del transporte como una 
necesidad social primaria en las regiones en desarrollo, muchos estudios han advertido que 
“es necesario que las estrategias de mejora del transporte se diseñen teniendo en cuenta las 
circunstancias específicas de la población que se pretende favorecer”99. Al respecto, SIMON 
ha señalado que, aunque la construcción de carreteras en regiones pobres o aisladas ha sido 
considerada una herramienta importante para el desarrollo,   
“[l]a investigación en una amplia variedad de países y regiones, que abarca tanto 
las vías primarias como las secundarias, ha resaltado las complejidades de esta 
relación [entre el transporte y el desarrollo] y cómo al final depende del resultado 
de las condiciones locales. En general, las mejoras más significativas se registran 
                                                          
96 Artículo 6.2. de la Declaración sobre los derechos de los campesinos y de otras personas que trabajan en 
zonas rurales. Aunque el artículo se refiere a los medios de transporte, debe incluirse entre ellos la 
infraestructura que facilita el servicio de transporte. De lo contrario la provisión de dichos medios sería inane. 
97 SIMON, David. “Transport and development in the Third World”, London: Routledge, 1996, p. 90. 
98 GANNO, Colin & ZHI, Liu. “Poverty and Transport”. Washington D.C.: Banco Mundial. TWU-30. 
September 1997, p. 4 
99 GARCÍA, Lorena & SÁNCHEZ, Ricardo. Op. Cit,, p. 22. 
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donde no existía una carretera anteriormente, y no en donde las carreteras 
deficientes se han mejorado; donde los costos de transporte representan una 
proporción sustancial de los costos totales de los bienes o servicios relevantes; o 
donde las mejoras de transporte permiten un ahorro significativo de tiempo o costo. 
Aun así, a menudo las nuevas carreteras son permisivas en lugar de 
desencadenantes automáticos del desarrollo”100. 
Por consiguiente, la inversión en infraestructura del transporte se convierte en verdadero 
motor de bienestar y mejoramiento en la calidad de vida cuando a partir de ella se satisface 
una necesidad social en el caso concreto, para lo cual se deben tener en cuenta varios 
indicadores, más allá del sólo aislamiento geográfico. Por ejemplo, se debe analizar la 
capacidad que tiene la comunidad beneficiaria de tener acceso a vehículos propios o a 
solventar el valor de los servicios públicos de transporte, pues de lo contrario la construcción 
de una vía no tendría ningún efecto positivo en el desarrollo de la comunidad, y quizá si 
negativos en términos de daños al medio ambiente o expropiación de predios para su 
construcción.  
A raíz de esto, la doctrina ha sido constante en indicar que la construcción de infraestructura 
debe ir acompañada de la provisión de otros servicios. JALAN & RAVALLION han 
señalado que “para superar las trampas de la pobreza es crucial asegurar no solo el acceso 
a algunas instalaciones públicas claves en particular, como carreteras o electricidad, sino 
también la conformación de una masa crítica de instalaciones complementarias”101. De igual 
manera, OWEN ha sentado que el transporte “[e]s un elemento necesario, pero no suficiente 
en el proceso de desarrollo, y muchas empresas de transporte costosas han resultado ser un 
gasto excesivo de recursos porque no fueron acompañadas por otras acciones para 
promover el progreso económico”102. En concordancia, ELLIS consideró que si bien el 
transporte rural eficiente es esencial para la promoción del crecimiento económico, “una 
                                                          
100 SIMON, David. Op. Cit.  p. 22. 
101 JALAN, Jyotsna., & RAVALLION, Martin. “Geographic poverty traps? A micro econometric model of 
consumption growth in rural China”. Journal of Applied Econometrics, Forthcoming. Citado por ESCOBAL, 
Javier & CARMEN Ponce. Op. Cit, p. 47.  
102 OWEN, Wilfred. “Transportation and World Development”. Citado en SIMON, David. Op. Cit , p. 4.  
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política de transporte rural eficaz debe adoptar un enfoque integrado donde las carreteras 
se consideran en conjunto con los servicios de vehículos y la ubicación de las instalaciones 
y servicios esenciales”103. 
Si bien estamos de acuerdo con estas comentarios, pues la infraestructura del transporte debe 
entenderse como el conjunto de instalaciones donde se integra el servicio del transporte, y no 
sólo de la obra principal propiamente dicha, consideramos que la importancia de la 
infraestructura del transporte no puede ser subestimada, porque de nada serviría la provisión 
de vehículos o mejores servicios del transporte si no existen las vías, aeropuertos o puertos, 
que faciliten el acceso de las comunidades vulnerables a la salud, la educación, el agua 
potable, el trabajo, entre otros.  
Ahora bien, el reconocimiento efectuado a la relación entre el transporte y el desarrollo no 
se vio reflejado en los Objetivos de Desarrollo del Milenio creados por Naciones Unidas en 
el año 2000, donde no se hizo referencia alguna a los servicios de transporte como motor del 
desarrollo en las regiones más vulnerables del mundo, generando de manera inmediata la 
reacción de un sector de la doctrina dispuesto a demostrar como el transporte se encontraba 
inmerso en cada uno de los ocho objetivos. 
Esta línea doctrinal fue encabezada por un informe del Departamento de Desarrollo 
Internacional del 2002 titulado “Transport’s Role in Achieving the Millennium Development 
Goals”, donde se analizaron cada una de los ocho Objetivos de Desarrollo del Milenio para 
demostrar su vínculo con el transporte. 
Sobre el Objetivo N° 1: “la erradicación de la pobreza extrema y el hambre”, en el informe 
se resalta la definición de seguridad alimentaria que proporciona la Organización de las 
Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación, la cual se basa “no solo en términos 
de acceso y disponibilidad de alimentos, sino también en términos de distribución de 
recursos para producir alimentos y el poder para comprar donde ( y cuando) no se 
                                                          
103 ELLIS, S.D. “Key issues in rural transport in developing countries”. London: Transport Research 




producen”104. En este sentido, el informe aborda la importancia de la inversión en carreteras 
y el mejoramiento del servicio del transporte en la consecución de este objetivo desde tres 
áreas: la reducción de los costos de los insumos y el aumento de la producción agrícola; el 
acceso al empleo que permita obtener más ingresos para comprar alimentos y; la creación de 
fuentes de empleo a través del servicio de transporte o la construcción de infraestructura del 
transporte. 
 
Con respecto al Objetivo N° 2: “lograr la enseñanza primaria universal”, señala que “[u]na 
de las principales causas de deserción en las escuelas primarias es la distancia que los niños 
tienen que caminar para llegar a sus escuelas”105 y que el asilamiento inhibe la asistencia de 
profesores a clases. Mediante el Objetivo N° 3: “promover la igualdad entre los géneros y la 
autonomía de la mujer”, se enfatiza en la diferencia de necesidades entre hombres y mujeres 
en materia de transporte, y se afirma que invirtiendo en las infraestructuras y servicios más 
usados por mujeres “el tiempo que las mujeres dedican a la actividad de transporte puede 
reducirse con importantes implicaciones para la pobreza”106, poniendo el ejemplo de cómo 
una simple intervención en el transporte puede reducir el tiempo que una mujer invierte en 
las tareas domésticas, en especial la recolección del agua. 
 
Sobre el Objetivo N° 4: “mejorar la mortalidad infantil”, aducen que “hay una clara 
asociación entre los niveles de mortalidad infantil y la distancia a los servicios de salud”107 
y traen a colación un estudio en las Filipinas donde se demuestra que por cada aumento del 
diez por ciento en la distancia a un hospital, existe un aumento del dos por ciento en las tres 
tasas de mortalidad108. De igual manera, sobre el Objetivo N° 5: “mejorar la salud materna”, 
se hace referencia a las distancias para acceder a los servicios de salud, con el fin de señalar 
que pueden llegar a ser obstáculos insuperables que impiden a las mujeres hacer uso de los 
servicios obstétricos. Con respecto al Objetivo N°6: “combatir el VIH/SIDA, el paludismo y 
                                                          
104 Department for International Development. “Transport’s Eole in Achieving the Millennium Development 
Goals. London: Transport Resource Center, 2002, p. 10 
105 Ibídem, p. 13. 
106 Ibídem, p. 15 




otras enfermedades”; además de hacer referencia a la distancia de los centros de salud, 
señalan que menores costos e instalaciones adecuadas de transporte influencian la seguridad 
y el tiempo en la entrega de vacunas. Añaden el peligro que genera la infraestructura en mal 
estado o el esfuerzo físico de llevar cargas pesadas. 
 
En lo atinente al Objetivo N° 7: “garantizar la sostenibilidad del medio ambiente”, se hace 
referencia al “potencial para minimizar sus externalidades y promover más opciones 
sostenibles”109, lo cual incide en: el uso de recursos sostenibles en los vehículos y en la 
construcción de la infraestructura; los impactos ambientales del transporte en la planificación 
del uso del suelo; los efectos de la contaminación ambiental en la salud; y la utilización del 
transporte como facilitador de la eficiencia de los recursos.   
 
Por último, sobre el Objetivo N° 8: “desarrollar una asociación mundial para el desarrollo”, 
se reconoce que “el papel del transporte para lograr la mayoría de estos objetivos puede ser 
muy limitado, pero claramente tiene un papel clave en los problemas de los países sin 
litoral”110 y pone de presente el aumento de la utilización de asociaciones público – privadas 
en su desarrollo. En conclusión, el Departamento de Desarrollo Internacional determinó que 
“[l]a evidencia presentada respalda el hecho de que el transporte desempeña un papel muy 
importante en todos los sectores y tiene un papel importante que desempeñar para lograr 
todos y cada uno de los ODM”111. 
 
En este mismo sentido, desde la División de Recursos Naturales e Infraestructura de la 
Comisión Económica para América Latina y el Caribe -CEPAL- se señaló que “[e]l papel 
del transporte en la reducción de la pobreza parece subestimado. Los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio se centran en combatir las manifestaciones más inmediatas de la 
pobreza obviando la necesidad de mejorar las condiciones de transporte, consideradas más 
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110 Ibídem, p. 22 
111 Ibídem, p. 28 
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como un medio para alcanzar estos objetivos básicos que un fin en sí mismo”112. (Negrillas 
fuera del texto) 
 
Estas críticas llevaron a que dentro del proyecto para la creación de los 17 Objetivos de 
Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, a través de los cuales se reemplazan los 8 Objetivos 
de Desarrollo del Milenio, se incluyera de manera específica el transporte sostenible entre 
las esferas temáticas del marco para la acción y el seguimiento, reconociendo que “el 
transporte y la movilidad son esenciales para el desarrollo sostenible” se señala que: 
“[r]econocemos la importancia de la circulación eficiente de personas y mercancías y 
del acceso a sistemas de transporte ambientalmente racionales, seguros y asequibles 
como medios de mejorar la equidad social, la salud, la resiliencia de las ciudades, los 
vínculos entre las zonas urbanas y las rurales y la productividad de las zonas rurales. 
En este sentido, tenemos en cuenta que la seguridad vial forma parte de nuestros 
esfuerzos por lograr el desarrollo sostenible”113. 
Logrando así que en la expedición final de los nuevos Objetivos del Desarrollo Sostenible se 
incluyera como Meta 1 del Objetivo N° 9 “[d]esarrollar infraestructuras fiables, sostenibles, 
resilientes y de calidad, incluidas infraestructuras regionales y transfronterizas, para apoyar 
el desarrollo económico y el bienestar humano, con especial hincapié en el acceso equitativo 
y asequible para todos”114. Aunque en esta meta no expresa de manera directa que se trata 
de infraestructura del transporte, los dos indicadores escogidos para medir su progreso 
fueron: “(i) Proporción de la población rural que vive a menos de 2 km de una carretera 
transitable todo el año; (ii) Volumen de transporte de pasajeros y carga, desglosado por 
                                                          
112 GARCÍA, Lorena & SÁNCHEZ, Ricardo. Op. Cit., p. 17 
113 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS 
SOBRE EL DESARROLLO SOSTENIBLE. Op. Cit., párr. 132 
114 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, ASAMBLEA GENERAL. “Transformar nuestro 
mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”, p. 23 
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medio de transporte115”, por lo que es claro que en ella se consagra la infraestructura del 
transporte dentro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. 
Como se puede observar, con los Objetivos de Desarrollo Sostenible se cierra el ciclo de 
discusión sobre la importancia de la infraestructura del transporte en el desarrollo, no sólo 
aceptando su relevancia, sino también estableciendo de manera específica la meta de 
proporcionar una carretera transitable a la mayor cantidad de personas posibles.  
1.2.2. Los obstáculos financieros en la provisión de la infraestructura del transporte 
La provisión de una infraestructura del transporte que permita mejorar los niveles de vida de 
las poblaciones vulnerables requiere de grandes recursos físicos, financieros e institucionales, 
que los Estados por sí solos no pueden generar. La apropiación de estos recursos es un punto 
sumamente importante para alcanzar la meta 1 del Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 9  
y depende de la voluntad del Estado mismo, pues como lo señalan MARKS & MALHOTRA 
“solo los Estados miembros pueden mover el derecho al desarrollo de un mero compromiso 
político (o "teatro político", para usar la frase del Alto Comisionado) a la práctica del 
desarrollo”116. 
Debido a la concepción de “progresividad” que en la CADH se da al contenido del derecho 
al desarrollo, en nuestro hemisferio los Estados consideran que éste es un derecho meramente 
programático, que no puede ser exigible judicialmente pues implica la utilización de grandes 
sumas de recursos que los Estados no suelen poseer. También sustentan esta tesis en el 
Protocolo de San Salvador de 1988 cuando en su artículo 1 dispone “los Estados partes se 
comprometen a adoptar las medidas necesarias, hasta el máximo de los recursos 
disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente 
la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el instrumento” (Negrillas fuera de 
texto). Criterio que compartió la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso 
                                                          
115 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, ASAMBLEA GENERAL. “Marco de indicadores 
mundiales para los Objetivos de Desarrollo Sostenible y metas de la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible”. Resolución 71/313, 10 de julio de 2017, p. 13. 
116 MARKS, Stephen &MALHOTRA, Rajeev. Op. Cit., p. 9. 
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Acevedo Buendía, cuando al interpretar el término de “flexibilidad” en la garantía del 
derecho al desarrollo progresivo de los DESC señaló que:  
“[e]n el marco de dicha flexibilidad en cuanto a plazo y modalidades, el Estado 
tendrá esencialmente, aunque no exclusivamente, una obligación de hacer, es decir, 
de adoptar providencias y brindar los medios y elementos necesarios para 
responder a las exigencias de efectividad de los derechos involucrados, siempre en 
la medida de los recursos económicos y financieros de que disponga para el 
cumplimiento del respectivo compromiso internacional adquirido”117. (Negrillas 
nuestra) 
Esta concepción de la progresividad es violatoria de los derechos humanos118, pues justifica 
la inactividad del Estado en la escasez de recursos, generando un círculo vicioso que lleva a 
que la misma norma sea violatoria del derecho en cuanto no se cumple con las obligaciones 
de respeto, garantía y deber de adoptar disposiciones de derecho interno, motivo por el cual 
concordamos con SEGUNPTA cuando afirma que: 
“Los derechos que requieren de menor gasto en los recursos tienden a garantizarse 
primero. Como resultado de esto, se genera el riesgo de no alcanzar el cambio 
social como objetivo final del enfoque del desarrollo basado en los derechos. Por 
ejemplo, si al proporcionar educación primaria a los niños de escasos recursos no 
se tiene en cuenta si viven en una aldea remota o en el área urbana de un país con 
carreteras o instalaciones de transporte limitadas, es probable que los niños de la 
aldea remota terminen siendo ignorados”119. 
                                                          
117 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. “Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes 
y Jubilados de la Contraloría”) vs. Perú”, párr. 102  
118 “La garantía de accesibilidad en materia de transporte, no puede entenderse como una obligación de 
inmediato cumplimiento, sino que debe ser progresiva, es decir, el Estado a través de una serie de medidas, 
políticas, incentivos debe propender al acceso a los sistemas de transporte de forma gradual y programática”. 
PUETAMAN BAQUERO, Bernardo Javier.  “Discapacidad y accesibilidad: el servicio público de transporte 
como piedra angular de la integración social. Régimen jurídico y desafíos del sector”. Tesis de Grado 83, 
Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2017, p. 72. 
119 SENGUPTA, Arjun K. “Conceptualizing the right to development for the twenty-first century”, EN 
OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE DERECHOS HUMANOS.  “Realizing the Right to Development: 
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En lugar de reducir el derecho al desarrollo a la disponibilidad de los recursos del Estado, en 
el cumplimiento de la obligación de respeto y garantía de este derecho, los Estados deben 
adoptar todas las medidas que estén a su alcance para lograr la progresividad de los DESC, 
dentro de las cuales se incluye la posibilidad de acudir a otras fuentes de financiamiento 
cuando los recursos propios no sean suficientes y el propiciar la participación de otros actores 
en la adopción de dichas medidas. Al respecto, la Organización de Estados Americanos 
estableció en el artículo 10 de la Carta Social de las Américas del 2012 que: 
“Los Estados Miembros promoverán, con participación del sector privado y la 
sociedad civil, el desarrollo sostenible por medio del crecimiento económico, el 
desarrollo social y la conservación y uso sostenible de los recursos naturales.  
Asimismo, reconocen que la inversión pública y privada para la capacitación de 
recursos humanos, la infraestructura física, la investigación científica y tecnológica 
y la innovación es fundamental para reducir las desigualdades y promover el 
desarrollo económico inclusivo, justo y equitativo”. (Negrillas fuera del texto) 
La participación del sector privado y la sociedad civil tiene la capacidad de dotar de una gran 
cantidad de recursos a los proyectos destinados al desarrollo. Es por ello que en el marco del 
mandato del  Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas al “Equipo Especial de 
Alto Nivel sobre el Ejercicio del Derecho al Desarrollo” para elaborar un reporte donde se 
enumeraran los criterios y subcriterios operacionales del derecho al desarrollo, el Equipo 
Especial incluyó dentro de los criterios: “Establecer un sistema de regulación y supervisión 
de la economía para gestionar el riesgo y fomentar la competencia”, y como subcriterios 1 
d) ii) las Políticas y normas que promuevan la inversión privada” 120 (Negrillas fuera de 
texto). 
                                                          
Essays in Commemoration of 25 Years of the United Nations Declaration on the Right to Development”, 
HR/PUB/12/4., Nueva York y Ginebra: United Nations Publications, 2013, p. 77. 
120 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS. “Derecho 
al Desarrollo: Informe del equipo especial de alto nivel sobre el ejercicio del derecho al desarrollo acerca de su 
sexto período de sesiones”. A/HRC/15/WG.2/TF/2/Add, 28 de marzo de 2010, p. 2. 
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Como consecuencia de esto, dentro de la justificación del Objetivo de Desarrollo Sostenible 
N° 9 sobre infraestructura, se dispuso que “además de la financiación gubernamental y la 
asistencia oficial para el desarrollo, se está promoviendo la financiación del sector privado 
para los países que necesitan apoyo financiero, tecnológico y técnico”. 
En este sentido, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo – 
UNCTAD - publicó una Guía de Acuerdos Internacionales de Inversión para el Desarrollo 
Sostenible, donde ubica al transporte como uno de los sectores prioritarios para el desarrollo 
sostenible, haciendo alusión a la “inversión en carreteras, aeropuertos, puertos y 
ferrocarriles”121. 
En esta guía, la UNCTAD dedica un apartado completo a la promoción de las inversiones en 
desarrollo sostenible como un desafío estratégico mundial, donde señala que para encontrar 
recursos y soluciones financieras que logren impulsar los sectores claves como la 
infraestructura básica en transporte, “es necesario un cambio radical en la inversión tanto 
pública como privada”. Reconociendo que la capacidad de financiación del sector público 
por sí sola no es suficiente y que la participación del sector privado es relativamente baja, 
considera que “las iniciativas estratégicas para aumentar la participación del sector privado 
son de crucial importancia”122. 
Por todo lo anterior, concordamos con lo expuesto por la Corte Constitucional en sentencia 
T-445 de 2016 que al referirse al derecho al desarrollo indicó: 
“[p]or lo menos desde el punto teórico, es claro que entre más ingresos y recursos 
lleguen a las arcas de un país, este podrá en mayor medida garantizar el acceso a 
los recursos básicos, la educación, los servicios de salud, los alimentos, la vivienda, 
el empleo y la infraestructura, lo cual impactaría positivamente en la materialización 
del derecho al desarrollo”123.   
                                                          
121 CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE COMERCIO Y DESARROLLO.  “Guía de 
Acuerdos Internacionales de Inversión para el Desarrollo Sostenible” [en línea], Naciones Unidas, 2015,  p. 18. 
122 Ibídem, p. 19 
123 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia T-445 de 2016”. 19 de agosto de 2016. M.P. 
Jorge Iván Palacio Palacio 
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En este sentido, es necesario incentivar la inversión privada en la provisión del bienestar 
social como una forma de aumentar los recursos que permiten garantizar el derecho al 
desarrollo. 
En conclusión, una vez determinado el reconocimiento universal, interamericano y nacional 
del derecho humano al desarrollo, así como su vinculatoriedad en los dos últimos, nos 
encontramos con que las medidas para garantizar su cumplimiento dependen de las 
condiciones de la población objeto de las mismas. Cuando se trata de países en desarrollo, 
como Colombia, las dificultades geográficas en materia de acceso a los servicios generan que 
la provisión de la infraestructura del transporte se convierta en una medida positiva 
fundamental que debe adoptar el Estado para cumplir con sus obligaciones de respeto y 
garantía del derecho al desarrollo.  
No obstante, la provisión de la infraestructura del transporte como garantía al derecho al 
desarrollo no se debe agotar en la disponibilidad de los recursos del Estado, sino que debe 
entenderse también como la captación de recursos provenientes de otros sectores para el 
desarrollo de la misma, para lo cual es absolutamente necesario un marco jurídico que 
incentive la participación del sector privado en la provisión de la infraestructura del 













LA INVERSIÓN DE IMPACTO SOCIAL COMO MÉTODO DE FINANCIACIÓN 
DE LA INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE  
Una vez establecida la necesidad de promover la participación del sector privado en la 
provisión de la infraestructura del transporte como medida para garantizar el derecho al 
desarrollo en las zonas geográficamente excluidas, es menester centrarnos en cómo se puede 
llevar a cabo dicha participación siendo que el principal incentivo del sector privado es el 
lucro económico y no la satisfacción de las necesidades de las vulnerables.  
En la Guía de Acuerdos Internacionales de Inversión para el Desarrollo Sostenible, la 
UNCTAD resaltó la existencia de tres dilemas para la participación del sector privado en los 
sectores prioritarios de desarrollo sostenible: i. Los riesgos que implica el aumento de la 
participación privada en los sectores sensibles, salvo que exista una fuerte gobernanza y 
supervisión del Estado; ii. La necesidad de mantener servicios de calidad asequibles para 
todos, con un perfil de riesgo-retorno que otorgue al privado los rendimientos que busca - al 
respecto se señala que “la búsqueda de mayores rendimientos no debe desembocar en que 
los servicios prestados por los inversores privados se conviertan, en última instancia, en 
inaccesibles o inasequibles para los más pobres de la sociedad”124 - y; iii. La inversión del 
sector privado no puede llegar a suplantar al sector público pues, “[l]os gobiernos - a través 
de políticas y reglamentación - necesitan ser los responsables en última instancia de proveer 
los servicios públicos esenciales y de la estrategia general de desarrollo sostenible”125. 
Como solución a estos grandes retos, encontramos que en la Impact Investment for 
Development Summit 2017 (Cumbre de Inversión de Impacto para el Desarrollo del 2017) 
organizada por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo -PNUD-, se concluyó  
que para lograr los ambiciosos Objetivos de Desarrollo Sostenible se debía “aprovechar el 
poder de la inversión de impacto social”, con el fin de “construir la colaboración entre 
                                                          
124 CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE COMERCIO Y DESARROLLO.  “Guía de 




quienes estén comprometidos con el logro de los Objetivos y proponer una serie de pasos 
prácticos e iniciativas para lograr un cambio sostenible, tanto a nivel local, como 
regional”126. (Negrillas fuera del texto) 
La creación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible como forma de alcanzar el derecho al 
desarrollo de todos los ciudadanos del mundo en el año 2030, es un proyecto sumamente 
ambicioso que requiere de grandes sumas de dinero para su realización. Según palabras 
recientes del Secretario General de las Naciones Unidas, António Guterres, “se necesitan 
inversiones de 5000 a 7000 millones de dólares cada año para implementar los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible. Hemos logrado algunos avances en la movilización de recursos para 
este fin, pero se necesita más. Mucho más127”. 
Como una de las metas de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la infraestructura del 
transporte también se encuentra limitada por la falta de disponibilidad de los recursos 
financieros que permitan su desarrollo, quedando rezagada frente a otras necesidades 
consideradas urgentes para los gobiernos de los países en desarrollo. Dicha falta de recursos 
sólo podrá ser superada si el Estado deja atrás su papel como mero proveedor de bienestar a 
través de la entrega de subsidios, y comienza a comportarse como un verdadero empresario, 
dispuesto no sólo a alcanzar el mayor rendimiento de sus inversiones, sino además a 
establecer alianzas con los actores privados que deseen vincular su actividad lucrativa al 
mejoramiento de las condiciones sociales de la población. Es precisamente este último 
fenómeno el que ha adoptado el nombre de inversión de impacto social, cuyas generalidades 
son objeto de estudio en este segundo capítulo, para finalmente analizar cómo es su desarrollo 




                                                          
126 PROGRAMA DE NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO. “Report and Findings: Impact 
Investment for Development. Summit 2017”. Yerevan: UNPD, marzo de 2017, p. 4. 
127 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. “Invertir en la Agenda 2030 es invertir en el futuro”. 
24 de septiembre de 2018. Recuperado de: https://news.un.org/es/story/2018/09/1442222 
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2.1. ANTECEDENTES DE LA INVERSIÓN DE IMPACTO SOCIAL  
La segunda mitad del siglo XX se vio marcada por la “guerra fría”, una pugna entre el 
capitalismo y el socialismo “por la repartición del planeta”128 donde se enfrentaron dos 
conceptos considerados antagónicos: el crecimiento económico y el bienestar social. En 
palabras del maestro HERNÁNDEZ BECERRA “tratábase de dos modelos de desarrollo, 
dos grandes aparatos industriales y militares que parecían fatalmente arrastrados por la 
necesidad de someter al contrario y de esta manera apoderarse del mundo”129. 
Si bien el gran vencedor de esta pugna fue la hegemonía capitalista con la disolución de la 
Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas –URSS-, el capitalismo aún no ha logrado 
solucionar los problemas que desencadenaron el surgimiento de las corrientes socialistas, ni 
de sus versiones más moderadas como fueron la socialdemocracia o el estado de bienestar. 
Por esta razón, a finales del siglo XX apareció el concepto de inversión social como un 
resultado del fracaso del capitalismo para satisfacer las necesidades básicas de todos los 
ciudadanos y del estado de bienestar para enfrentar los retos de la posmodernidad. La primera 
aparición del término en el ámbito internacional se encuentra en el documento de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico – OCDE - 130 titulado “Societal 
Cohesion and the Globalasing Economy” de 1997, donde se señaló que “al pasar de una 
perspectiva de gasto social a una de inversión social, se espera que se pueda lograr un 
progreso considerable en la transformación del estado de bienestar”131. 
Sin embargo, se ha considerado como padre de la inversión social al sociólogo inglés 
Anthony Giddens132, quien en su obra ‘‘La Tercera Vía: La Renovación de la 
Socialdemocracia’’ de 1998 propuso el advenimiento de la tercera vía como “un intento por 
                                                          
128 HERNÁNDEZ BECERRA, Augusto. “Las ideas políticas en la historia”, Bogotá: Universidad Externado 
de Colombia, 2008, p. 315. 
129 Ibídem, p. 326. 
130 La OCDE es considerada uno de las primeras instituciones promotoras de la inversión social en el mundo. 
Ver JENSON, Jane. “Redesigning Citizenship Regimes after Neoliberalism. Moving Towards Social 
Investment”. En What Future for Social Investment. Institute for Futures Studies”, Estocolmo: 2009. p. 41.  
131  ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS. “Societal 
Cohesion and the Globalizing Economy. What does the Future Hold?”. Paris: OECD Publishing, 1997, p. 14 
132 SIPILÂ, Jorma. “Social investment state: something real or just a new discourse?”. 2th Annual 
RECOWOWE Integration Week, Oslo: 10-14 June 2008, p. 2.  
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trascender tanto la socialdemocracia a la antigua como el neoliberalismo’’133. Giddens 
reconoce como ejemplos de la tercera vía los gobiernos de Tony Blair en el Reino Unido y 
de Bill Clinton en los Estados Unidos134.  
En esta obra Giddens propone la política de la tercera vía para ir más allá de estos dos 
modelos, y señala que está cimentada en un Estado Social Inversor (Social Investing State) 
donde ‘‘el gobierno tiene un papel esencial que cumplir invirtiendo en los recursos humanos 
y la infraestructura requeridos para desarrollar una cultura empresarial’’135. En este Estado 
debe surgir ‘‘una nueva economía mixta’’, donde los mercados no permanezcan 
subordinados al gobierno, sino que exista ‘‘una sinergia entre sectores públicos y privados, 
aprovechando el dinamismo de los mercados, pero teniendo en cuenta el interés público’’. 
En este sentido, desde 1998 Giddens afirmó que en el Estado Social Inversor: 
‘‘El gasto en bienestar, entendido como bienestar positivo136, no será generado y 
distribuido totalmente a través del Estado, sino por el Estado actuando en 
combinación con otros agentes incluyendo el mundo financiero. La sociedad del 
bienestar en este contexto no es sólo la nación, sino que se extiende por encima y 
debajo de ella’’137. 
Giddens pone como ejemplo específico el fracaso de los programas de bienestar en Estados 
Unidos a causa de la ausencia de infraestructura adecuada de transporte, donde propone como 
solución las asociaciones del Estado con el sector privado, señalando que:   
“las asociaciones para proyectos públicos pueden otorgar a la empresa privada un 
papel mayor en actividades de las que antes se ocupaban los gobiernos, a la vez que 
aseguran que el interés público sigue siendo el superior. El sector público puede a 
                                                          
133 GIDDENS, Anthony. ‘‘La tercera vía. La renovación de la Socialdemocracia’’, Madrid: Grupo Santillana, , 
1999, p. 37. 
134 Ibídem. 
135 Ibídem, p. 119. 
136 Anthony Giddens propone la sociedad de bienestar positivo como una alternativa al estado de bienestar, 
donde en lugar entregar subsidios que incentiven la dependencia económica (enfoque negativo), se invierta en 
el capital humano para cultivar su potencial y prepararlo para asumir los riesgos futuros (enfoque positivo). 
Ibídem, p. 139. 
137 Ibídem, p. 151. 
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su vez proveer recursos que puedan ayudar a florecer la empresa y sin los cuales los 
proyectos conjuntos pueden fracasar”138. 
Como señaló Rita Nikolai, “Anthony Giddens introdujo la noción de inversión social como 
un concepto normativo haciendo un llamado a la ‘nueva asociación’ entre las familias, el 
mercado y el Estado para la provisión de bienestar, y desafió al Estado a desarrollar una 
cultura empresarial” 139. 
Dentro de la misma discusión sobre la interrelación entre el bienestar social y el crecimiento 
económico, en 1999 el sociólogo estadounidense JAMES MIDGLEY creó la teoría del 
‘‘desarrollo social’’. Esta teoría ‘‘busca armonizar la política social con el desarrollo 
económico e identificar e implementar programas sociales que contribuyan positivamente al 
crecimiento económico’’140. Para MIDGLEY, es a través del desarrollo social que se puede 
recuperar el énfasis productivista y de pleno empleo que habían tenido las ideas 
intervencionistas de John Maynard Keynes (adoptadas en el New Deal y en el Plan 
Beverigde), y que se perdieron luego de la Segunda Guerra Mundial tras las pretensiones de 
la socialdemocracia por someter al capitalismo. Sin embargo, el sociólogo reconoce que ‘‘si 
se deja solo, el desarrollo económico produce condiciones de desarrollo distorsionado 
marcadas por contrastes visibles entre la riqueza y la pobreza, y la exclusión de un número 
considerable de personas de la participación en la economía productiva’’141. 
En concordancia, propone el desarrollo social como ‘‘una concepción de política social 
productivista y orientada hacia la inversión, en lugar de redistributiva y orientada hacia el 
consumo’’. Concepción a la que le dio el nombre de inversión social, la cual busca aprovechar 
el poder económico para fines sociales, pero también ‘‘generar tasas positivas de 
rendimiento y devolver recursos a la economía continuamente’’142.  
                                                          
138 Ibídem, pp. 147 - 148. 
139 NIKOLAI, Rita. “Towards social investment? Patters of Public Policy in the OECD World” in What Future 
for Social Investment. Estocolmo: Institute for Futures Studies, 2009, p. 101 
140 MIDGLEY, James. ‘‘Growth, Redistribution, and Welfare: Toward Social Investment’ ’Social Service 
Review. Vol 73. No. 1 (March 1999), p. 4. 




Para implementar la inversión social, Migdley propone algunos mecanismos como: asegurar 
la rentabilidad económica de los programas sociales implementados; aumentar las 
inversiones en capital humano, como son la educación, la salud, la nutrición, el cuidado 
infantil y los servicios a personas con discapacidad; promover la formación de capital social, 
entendido como las relaciones sociales cooperativas en la comunidad; desarrollar activos 
individuales y comunitarios: individuales como la promoción  del ahorro personal entre 
personas de bajos ingresos y colectivas como la construcción de infraestructura social, 
poniendo como ejemplos ‘‘vías, puentes, sistemas de riego y agua potable, clínicas, escuelas 
y otras instalaciones’’143;  facilitar la participación económica a través del empleo y el 
autoempleo productivo; remover las barreras que impiden la participación económica de la 
población vulnerable y; crear un clima social propicio para el desarrollo. 
Tanto para GIDDENS como para MIGDLEY, la inversión social es un concepto amplio que 
abarca diversos sectores, siempre y cuando se tenga la finalidad de mejorar las condiciones 
sociales de los ciudadanos al tiempo en que se genera un rendimiento económico. Sin 
embargo, con la llegada del siglo XXI han surgido diversas teorías que han limitado el 
enfoque de la inversión social a una inversión dirigida sólo a la educación, el trabajo y la 
niñez, e incluso para algunos este término solo hace referencia a los gastos realizados por el 
Estado y no por actores privados144.  
Dentro de estas nuevas teorías debemos destacar “el modelo LEGOTM”, de la socióloga 
canadiense JANE JENSON. Este modelo está inspirado en la doctrina de la empresa de 
juguetes de igual nombre, en él se afirma que la perspectiva de la inversión social descansa 
en tres principios de la política centrada en la infancia: primero está la noción de la educación 
como el pilar de las economías y sociedades del futuro; segundo, el objetivo para asegurar 
un buen futuro más que para mejorar las condiciones del presente; y finalmente, invertir en 
el progreso de los individuos para el beneficio de la comunidad como un todo, ahora y en el 
                                                          
143 Ibídem, p. 13. 




futuro145. Para esta autora la inversión social debe estar destinada a invertir en la niñez como 
promesa del futuro. 
Aunque no se comparte esta definición de inversión social tan limitada, si se resalta que la 
manera en la que Jenson abordó la gama de actores que participan en la inversión social al 
señalar que existe una “responsability mix” (responsabilidad compartida) compuesta por un 
“diamante de bienestar”. Para ella “esta imagen de cuatro esquinas captura la distribución 
de la responsabilidad por la provisión bienestar entre: el mercado, la familia, la comunidad 
y el Estado”146. 
De manera que esta autora reconoce a través del “diamante de bienestar” que la 
responsabilidad del mejoramiento de las condiciones de vida de los ciudadanos no pertenece 
de manera exclusiva al Estado (visión socialista), ni a la comunidad (visión comunista), ni al 
mercado (visión capitalista), sino que desde la visión de la inversión social dicha 
responsabilidad debe ser compartida por todos ellos de manera sinérgica, incluyendo a la 
familia como núcleo fundamental de la sociedad.  
Ahora bien, a pesar del surgimiento de estas nuevas teorías, a nivel internacional 
prevalecieron las ideas de Anthony Giddens gracias a la difusión hecha por Tony Blair, quien 
siendo Primer Ministro del Reino Unido creó el Grupo de Trabajo sobre Inversión Social 
(SITF, por sus siglas en inglés), cuya función específica fue  “establecer cómo podrían 
aplicarse las prácticas empresariales para obtener mayores rendimientos sociales y 
financieros de la inversión social, aprovechar nuevos talentos y habilidades, abordar la 
regeneración económica y desatar nuevas fuentes de inversión privada e institucional”147. 
Adicionalmente, este Grupo estaba encargado de “explorar los roles innovadores que el 
sector voluntario, las empresas y el Gobierno podrían desempeñar como socios”148. 
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La difusión de estas ideas por el mundo comenzó a asentarse en el sector privado desde el 
año 2007, cuando a iniciativa de la Fundación Rockefeller cerca de quince inversionistas se 
reunieron con el fin de discutir las ideas que habían sido propuestas por el Grupo de Trabajo 
sobre Inversión Social del Reino Unido149. En esta reunión se propuso el desarrollo de un 
mecanismo a través del cual el capital privado podía producir bienestar social al tiempo que 
obtenía rendimiento financiero, denominándolo “inversión de impacto social”150. 
Así, la inversión de impacto social surge a comienzos del siglo XXI como propuesta a través 
de la cual el sector privado entraría a participar en la inversión social en general, 
reconociendo que la incursión del sector privado en el mismo genera grandes desafíos pues 
tradicionalmente su actividad se ha movido sólo en función del alcance del lucro o la mayor 
rentabilidad económica posible, lo cual suele ir en contravía de las necesidades de las 
poblaciones socialmente excluidas.  
 
2.2. CONCEPTO DE INVERSIÓN DE IMPACTO SOCIAL 
Si bien desde la crisis financiera de 2008 se extendió el término “inversión de impacto social” 
o “inversión de impacto” como la participación del sector privado en la inversión social, 
existe una confusión sobre la diferencia entre la noción de inversión social y  la inversión de 
impacto social, que ha llevado a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos - OCDE - a señalar que “básicamente, los términos - inversión de impacto, 
inversión social e inversión de impacto social – significan lo mismo”151.  
Al respecto, el Monitor Institute de la firma Deloitte señaló que existe una “Torre de Babel” 
con respecto a los términos actualmente usados para describir este fenómeno, entre los cuales 
mencionó:  
                                                          
149 O’DONOHOE, Nick; LEIJONHUFVUD, Christina & SALTUK, Yasemin. “Impact Investments: An 
emerging asset class”. J.P. Morgan, Rockefeller Foundation, 20 de noviembre de 2010, p. 16. 
150 ARRILLAGA, Laura & MURRAY, Sarah. “The Rockefeller Foundation: Innovation in Social Finance” [en 
línea]. Graduate School of Business Stanford. 2017. Disponible en: https://www.gsb.stanford.edu/faculty-
research/case-studies/rockefeller-foundation-innovation-social-finance 
151 OCDE. “Social Impact Investment. Building de Evidence Base”. Paris: OECD Publishing, 2015, p. 43. 
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“Socially Responsible Investing (inversión socialmente responsable), Social 
Investing (inversión social), Misión-Driven Investing (inversión dirigida a una 
misión), Sustainable and Responsible Investing (inversión sostenible y responsable), 
Blended Value (Valor mezclado), Values-Based Investing (Inversión basada en 
valores), Mission-Related Investing (inversión vinculada a una misión), Ethical 
Investing (inversión ética), Responsable Investing (inversión responsable), Impact 
Investing (inversión de impacto), Program Related Investing (inversión vinculada a 
un programa), Trible-Botton Line (triple resultado); Environmental, Social, and 
Governance Screening (Proyecto ambiental, social y de gobierno)”152. 
Sin embargo, la inversión social es un concepto más amplio que hace referencia a la 
destinación  de recursos económicos en general a la consecución de fines sociales necesarios 
para mejorar la calidad de vida de un sector determinado, donde se abarcan todas las 
modalidades anteriormente citadas incluyendo la inversión de impacto social, mientras que, 
como el Monitor Institute ha señalado “la inversión de impacto social es una categoría de la 
inversión social; se refiere únicamente a la inversión social que de manera busca crear un 
impacto positivo”153.  
Coincidimos con el Monitor Institute en cuanto a que la relación de género-especie que existe 
entre la inversión social y la inversión de impacto social, respectivamente, pero debemos 
anotar que al ser una entidad privada, no señaló además que el concepto general de la 
inversión social abarca todo tipo de inversiones, incluyendo recursos provenientes del sector 
público o del sector social, mientras que en la inversión de impacto social los recursos 
provienen de la inversionistas privados. 
Sobre la definición de la inversión de impacto social, el Monitor Institute ha señalado que es 
“colocar activamente capital en negocios y fondos que generen bienes sociales y/o 
ambientales, y al menos devuelvan el capital nominal a su inversionista”154. Mientras que en 
                                                          
152 MONITOR INSTITUTE. “Investing for social & environmental impact” [en línea]. Issue Lab, 2009, p. 9, 
Disponible en: https://www.issuelab.org/resources/5744/5744.pdf 
153 Ibídem, p. 14. 
 
154 MONITOR INSTITUTE. Op. Cit., p. 2,  
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un documento del Boston Consulting Group y la Fundación Young se le define sólo como 
“la provisión y el uso de las finanzas para generar rendimientos financieros. Puede tomar 
una variedad de formas, desde la provisión de préstamos hasta la inversión directa en 
acciones”155, a lo cual agrega que “esto significa que la provisión de subsidios, donaciones 
u otros fondos que no tengan expectativa alguna de reembolso, no son inversiones sociales 
según esta definición”156. (Negrillas fuera del texto) 
Por su parte, la Global Impact Investing Network (Red Global de Inversión de Impacto) -
GIIN-157, creada por la Fundación Rockefeller en 2008, define las inversiones de impacto 
social  como “inversiones de empresas, organizaciones y fondos con la intención de generar 
impacto social y ambiental junto con un retorno financiero”158. 
Si bien estas definiciones atienden lo señalado por los sociólogos Giddens y Migdley, toda 
vez que permite que el bienestar social sea provisto a través de la actividad privada lucrativa 
pero con fines sociales, dejando así de lado las donaciones o acciones filantrópicas que no 
tienen la capacidad de reunir el capital suficiente para llevar a cabo megaproyectos como los 
de infraestructura de transporte; consideramos que dentro de la definición operativa creada 
por la OCDE se logran acoger de mejor manera los postulados con los que surgió el concepto 
en la década de los 90, donde no se limitan los actores dentro del mercado, ni los sectores 
sociales que pueden ser abordos. Dicha definición cita: 
“La Inversión de Impacto Social es una transacción entre un inversor y una 
organización proveedora de servicios en un sector social, dirigida a los beneficiarios 
que la necesiten. Los beneficiarios seleccionados deben ser poblaciones en riesgo y 
el bien proporcionado debe tener una combinación de características entre bien 
público y privado. En estas transacciones a menudo se utilizan intermediarios. La 
organización prestadora de servicios en la transacción debe, al menos, inscribir en 
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157 El GIIN es una organización sin ánimo de lucro creada en septiembre de 2009 a iniciativa de la Fundación 
Rockefeller, con el fin de a incrementar el alcance y la efectividad del mercado de la inversión de impacto. 




sus estatutos una cláusula de reporte obligatorio sobre su actividad, así como 
proporcionar una evaluación formal del impacto social. Paralelamente, el 
inversionista deberá, al menos, tener una cláusula obligatoria de reporte de 
información para las inversiones de impacto social y tener expectativas de 
rentabilidad superiores o iguales a cero, pero no superiores a la tasa de rentabilidad 
del mercado (aunque el rendimiento real pueda ser mayor)”159. 
 
Teniendo esto claro, pasaremos a describir las características que estás organizaciones 
establecen en la inversión de impacto social, con el fin de aplicarlas posteriormente al 
mercado de inversión de impacto social en Colombia. 
2.3. CARACTERÍSTICAS DE LA INVERSIÓN DE IMPACTO SOCIAL 
Debido a la amplitud de la definición de la inversión de impacto social, algunos organismos 
han identificado las características que permiten determinar cuándo una inversión se puede 
catalogar como inversión de impacto. En este sentido, el GIIN ha determinado que las 
características de la inversión de impacto social son: 
a) Intencionalidad: Que el inversor tenga la intención de tener un impacto positivo social 
o ambiental. 
b) Inversión con expectativa de retorno: Las inversiones de impacto esperan generar una 
retribución financiera, o al menos, un retorno del capital. 
c) Alcance de la expectativa de retorno y clases de activos fijos: Las inversiones de 
impacto persiguen desde retribuciones financieras debajo del mercado (a veces 
llamados concesionarios) hasta tasas de mercado ajustadas al riesgo, y pueden 
realizarse bajo distintas clases de activos fijos, como son cash equivalents, fixed 
income, capital de riesgo y capital privado. 
d) Medición del impacto: Un sello distintivo de la inversión de impacto es el 
compromiso del inversionista en medir e informar el desempeño social y ambiental y 
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el progreso de las inversiones subyacentes, asegurando la transparencia y la rendición 
de cuentas al tiempo que informa la práctica de invertir en el impacto y construir el 
campo160. 
 
Estas mismas características son compartidas por el Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo, en donde se señala que la inversión de impacto se diferencia de otras formas 
de inversión por tres principios rectores: 
 
a) La expectativa de una rentabilidad financiera: los inversores de impacto esperan 
obtener un rendimiento financiero del capital invertido, por debajo de la tasa de 
mercado vigente, en la tasa del mercado o incluso por encima. 
b) La intención de abordar los desafíos sociales o ambientales (es decir, el impacto 
o la intencionalidad): además de un rendimiento financiero, los inversores tienen 
como objetivo lograr un impacto positivo en la sociedad y / o el medio ambiente. 
c) Un compromiso para medir y reportar el impacto social y ambiental deseado: el 
impacto de los inversores se compromete a medir el desempeño utilizando métricas 
estandarizadas”161. 
 
Si bien las características antes citadas son importantes para la operación del mercado de la 
inversión de impacto social, limitan la misma a la participación del sector privado, dejando 
a un lado el sentido de asociación o alianzas con otros sectores que ésta debe tener de acuerdo 
a las teorías de GIDDENS y MAGDLEY. En consecuencia, a continuación, presentamos la 
lista de características de la inversión de impacto social creada por la OCDE, estimando que 
acogen de mejor manera el concepto original de la inversión social. 
En un estudio presentado ante el G8, la OCDE señaló que “otras características podrían ser 
utilizadas. Sin embargo, estas siete características son necesarias y suficientes para: i) 
                                                          
160 GLOBAL IMPACT INVESTING NETWORK. “Core characteristics of impact investing”” [en línea]. GIIN. 
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161 PROGRAMA DE NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO. “Impact Investment” [en línea]. 
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identificar el ‘espacio’ de la inversión social en la economía; ii) cubrir todos los actores de 
la inversión social (y los perfiles) relevantes para una definición y iii) discutir el alcance de 
la acción de política”162. Para la OCDE una inversión es de impacto social siempre y cuando 
cumpla con cada una de estas cualidades, pues “todas las características son necesarias, 
pero ninguna suficiente”163: 
 
a) Áreas de objetivo social: Como se señaló en el apartado anterior, en la inversión de 
impacto social es fundamental que exista un propósito social previamente 
establecido, propósitos que suelen ser distintos en países desarrollados y países en 
vías de desarrollo. Al respecto, la OCDE señaló que “dependiendo del contexto, estos 
pueden ir desde necesidades sociales, como la discapacidad y el desempleo, hasta 
sectores más tradicionales [como la infraestructura del transporte], que aplicados en 
un determinado contexto puede tener un alto impacto social”164.  
 
b) Contexto del beneficiario: En esta característica se encuentra la aplicación de uno 
de los postulados de Anthony Giddens, y es la consideración de la desigualdad como 
sinónimo de exclusión. Para la OCDE, los beneficiarios de las inversiones sociales 
deben ser poblaciones socialmente excluidas o en riesgo de serlo, considerando que  
“esto ocurre no solo debido a factores de ingresos y riqueza, sino también debido a 
la combinación de riesgos sociodemográficos que pueden conllevar en una exclusión 
social costosa si no se gestionan o respaldan adecuadamente”165. 
La mayoría de inversiones tradicionales realizadas en las poblaciones socialmente 
excluidas pueden ser consideradas como inversión de impacto social, aunque el área 
en el que se realiza no sea una área de objetivo social. Un ejemplo de esto el acceso 
a servicios financieros en regiones en desarrollo que, además de obtener una 
rentabilidad, pueden llevar a aumentar la calidad de vida de la población. 
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c) Tipo de bien o servicio: Una inversión será social si el bien o servicio es social, para 
lo cual se requiere que no sea un bien puramente público ni puramente privado. Es 
decir, un bien al que no todos tengan acceso, pero que no que sea únicamente ofrecido 
por el sector privado, como la entrada a un hotel lujoso. 
Para determinar que un bien es social, la OCDE propone tener en cuenta dos variables: 
“1) que la provisión de bienes satisfaga las necesidades sociales de un individuo o 
una sociedad para mejorar la calidad de la vida (impactos sociales); y 2) que la 
provisión de bienes permita ahorrar costos o mejorar la efectividad de la provisión 
para las necesidades sociales (ganancias de eficiencia)”166. 
 
d) Intención del proveedor de servicios: Este es un punto crucial en la inversión de 
impacto social. La OCDE señala que la organización que entrega el bien o servicio 
debe demostrar su intención social, y ésta no puede tratarse de las acciones que 
ejecutan las empresas para limitar sus impactos negativos en la sociedad, como es la 
Responsabilidad Social Empresarial, sino que debe ser un compromiso primario de 
crear impacto social, que se concreta en mayor grado en las organizaciones ya que 
están obligadas a ello por ley. 
 
e) Medición del impacto social: Al igual que los rendimientos financieros, los 
rendimientos sociales deben ser medidos. Aunque ha habido varios intentos para 
desarrollar modelos de medición del impacto social, este es el punto que menos 
avance ha tenido en el mercado de inversión de impacto social. 
 
Dentro de estos intentos se encuentra el IRIS (Impact Reporting and Investment 
Standars), creado por el GIIN. Este indicador está diseñado para medir el desempeño 
social, ambiental y financiero de una inversión167; aunque provee una lista de métodos 
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que guían a las compañías sobre qué medir, pero el enfoque sobre cómo recopilar la 
información no es claro aún. 
 
También podemos encontrar el GIIRS (Global Impact Investing Rating System), 
creado por la entidad sin ánimo de lucro estadounidense B Corporation. Este método 
mide el impacto de las inversiones sobre todos sus stakeholders (trabajadores, 
clientes, comunidad y medio ambiente) a través de una plataforma online168. 
Por último, destacamos el método iRR “Impact Rate of Return” desarrollado por los 
profesores de Columbia University, William Eimick y Howard Buffett. Este método 
busca estimar el valor de impacto en términos de dinero, para lo cual crean una 
fórmula que requiere que se elija previamente que resultado se quiere alcanzar, y 
luego un key impact indicator, que puede ser cualitativo o cuantitativo169. 
 
f) Intención del inversionista: Esta característica también es destacada por el GIIN, y 
en ella se establece que, si bien algunos inversionistas pueden producir impactos 
sociales, sólo se hablará de inversión de impacto social cuando tenga la clara 
intención de hacerlo. Al igual que en los proveedores de servicio, la intención puede 
ser desde un impacto social incidental hasta ser el cumplimiento de una obligación 
legal. La obligación legal siempre se presenta cuando el inversionista es una 
fundación o el Gobierno mismo.  
 
g) Expectativa de retorno: Aún existe un amplio debate sobre cuál debe ser el grado 
de rentabilidad financiera esperado en la inversión de impacto social. El único 
acuerdo estriba en que hay dos extremos que no se incluyen como inversión de 
impacto social: las donaciones, pues no hay ninguna expectativa de recuperar el 
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169 BUFFETT, Howard & EIMICK, William. “Social Value Investing: A Management Framework for Effective 
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dinero y la intención de exceder la tasa de retorno del mercado, pues no tendría 
ninguna diferencia con el mercado tradicional. 
 
De manera que la expectativa de retorno dentro de la inversión de impacto social debe 
ser igual o menor a la tasa de retorno del mercado, pero nunca igual a cero. Lo cual 
no implica que una inversión de impacto social al final no pueda alcanzar una tasa de 
retorno mayor a la tasa de mercado de manera incidental. 
 
2.4.  EL MERCADO DE LA INVERSIÓN DE IMPACTO SOCIAL 
Una vez sentado el origen, la noción y las características de la inversión de impacto social, 
es necesario referirnos a los componentes de la misma como mercado naciente, con el fin de 
entender su operación como mecanismo que permite la vinculación del capital privado al 
logro de los fines sociales del Estado, garantizando así el derecho al desarrollo.   
En la última década  ha aumentado significativamente la participación de todos los sectores 
de la sociedad en el mejoramiento de las condiciones sociales que antes eran parte del 
monopolio del Estado, a través de distintos mecanismos, como es la prestación de servicios 
públicos domiciliarios mediante concesión privada. Este fenómeno ha conducido al 
surgimiento de una nueva industria llamada “mercado de la inversión de impacto social” 
(social impact investment market), definido en la Revista de Innovación Social de Stanford 
como “un mecanismo que proporciona la infraestructura, la información y los incentivos 
para permitir que individuos o instituciones proporcionen recursos financieros, voluntarios 
o en especie con la expectativa de que dichos recursos tengan un impacto social”170. En este 
mercado, a diferencia del tradicional, los inversores no sólo trabajan en la búsqueda de un 
rendimiento financiero, sino también social. 
                                                          




Según el reporte de la encuesta anual de inversores de impacto del GIIN en 2018, el mercado 
de inversión social hoy en día asciende a US$ 228.1 billones, con una alta tendencia a seguir 
creciendo171.  
El Grupo de Trabajo sobre Inversión Social de Reino Unido en su reporte de 2010 reconoció 
que este mercado naciente aún enfrenta varios desafíos, dentro de los cuales destacó que “el 
mercado carece de la claridad sobre la estructura y la diversidad de organizaciones que 
caracterizan a los mercados financieros, incluidas las funciones de asesoría y finanzas 
corporativas, la banca de inversión especializada y los mercados secundarios efectivos”172. 
Conscientes de este contexto, durante la presidencia del Reino Unido en el G8 se organizó el 
“G8 Social Impact Investment Forum” en junio de 2013, donde el G8 creó su propio Grupo 
de Trabajo sobre Inversión de Impacto Social (Social Impact Investment Taskforce)173. 
Como uno de sus resultados, este grupo solicitó a la OCDE producir un reporte sobre el 
mercado de inversión de impacto social, gracias a lo cual en 2015 la OCDE publicó el 
informe “Social Impact Investment: Building the evidence”.  
Aunque el documento reconoce que la inversión socialmente consciente no es un fenómeno 
nuevo, debido a que ya existía la práctica de la Responsabilidad Social Empresarial, advierte 
que ésta no se enmarca dentro de la categoría de inversión de impacto social porque sólo “se 
enfoca en las intenciones y las estrategias de las empresas en lugar de medir los logros 
sociales”174, mientras que el verdadero mercado de la inversión de impacto social tiene un 
enfoque diferente, que emergió sólo hace una década, como resultado del crecimiento de las 
empresas sociales y de los constantes obstáculos que han encontrado para obtener capital en 
comparación con las empresas tradicionales. De igual manera, la OCDE reconoce que el 
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2008, p. 4. Disponible en: https://thegiin.org/research/publication/annualsurvey2018 
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mercado ha evolucionado de distintas maneras a través de sus países, pues está influenciado 
por “el contexto del país, incluida la historia, las relaciones sociales, las necesidades y los 
sistemas de valores”175. 
El documento de la OCDE se determinó que los componentes principales del ecosistema del 
mercado de inversión de impacto social son: la necesidad social, la demanda, la oferta, los 
intermediarios y el ambiente apto (enabling evironmental).  
- Necesidades sociales: Este es el componente fundamental del mercado de inversión 
de impacto social, pues su actividad debe estar dirigida al mejoramiento actual o 
futuro de las condiciones de vida de las poblaciones en riesgo de exclusión social. Sin 
embargo, debido a que las necesidades de cada sociedad son diferentes, no existe una 
cláusula cerrada sobre qué los tipos de necesidades conducen a la inversión de 
impacto social. En este sentido la OCDE señaló que “éstas pueden cubrir una amplia 
gama de áreas de necesidad social tales como la tercera edad, discapacidad, salud, 
niñez y familias, vivienda digna, desempleo, etc”176. 
 
- Demanda: En la demanda se encuentran los actores encargados de requerir el capital 
necesario para satisfacer las necesidades sociales de una comunidad y así poner en 
funcionamiento el mercado de inversión de impacto social. La OCDE señaló que “los 
principales impulsores para abordar las necesidades sociales son las organizaciones 
proveedoras de servicios, como organizaciones benéficas u organizaciones sin fines 
de lucro, empresas sociales, y empresas impulsadas por el impacto social” 177. 
 
 
- Oferta: Por el lado de la oferta, se incluyen los proveedores de capital interesados en 
la inversión de impacto social como una forma de diversificar sus inversiones y 
perseguir objetivos sociales y financieros. Según la OCDE, esto incluye fundaciones, 
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como son la Fundación Rockefeller en Estados Unidos o la Fundación Bertelsmann 
Stiftung de Alemania;  individuos de alto patrimonio neto; filántropos; corporaciones; 
bancos y otras entidades financieras”178. También se pueden encontrar inversionistas 
institucionales como fondos de pensiones, aseguradoras, capitales de inversión y 
algunos ciudadanos. La forma mediante la cual se hace la inversión puede variar, e 
incluye equity, cuasi-equity, préstamos y bonos. No obstante, la OCDE advierte que 
“asegurar el compromiso de los inversores tradicionales sigue siendo un desafío”179.  
 
El Monitor Institute ha señalado que en el mercado de inversión de impacto existen 
dos tipos de inversionistas: (1) los impact first invertors, cuyo objetivo principal es 
generar un impacto social o ambiental, y el secundario obtener una rentabilidad 
financiera y; (2) los financial first investors, que buscan la rentabilidad financiera 
como objetivo primordial y el impacto social o ambiental como objetivo secundario. 
Los primeros están dispuestos a obtener retornos financieros que vayan desde el mero 
reembolso de la inversión hasta la tasa de mercado180. 
 
En este aspecto debe resaltarse que, a diferencia de los organismos que se 
mencionaron anteriormente, la OCDE incluye en el lado de la oferta al Gobierno, 
pues “el sector público claramente juega un papel central a través de la puesta en 
servicio de servicios sociales por parte de los departamentos del gobierno nacional, 
las autoridades locales y otras agencias gubernamentales, así como a través del 
apoyo directo o indirecto al mercado de la inversión social”181. De la misma manera 
el Monitor Institute señaló que constituyen inversiones de impacto social las 
realizadas por los Estados “en fondos que apoyan el desarrollo económico en áreas 
pobres”182. 
                                                          
178 OCDE, Op. Cit., p. 26 
179 OCDE, Op. Cit., p. 26 
180 MONITOR INSTITUTE. Op. Cit, p. 31. 
181 OCDE, Op. Cit., p. 26. 




- Intermediarios: Señala la OCDE que los intermediarios “proporcionan los vínculos 
entre los inversores, las organizaciones que reciben la inversión y otros en el 
mercado y proporcionan soluciones innovadoras para mejorar la eficiencia en el 
mercado”. Los intermediarios pueden ser bancos sociales, instituciones financieras 
de desarrollo, bancos mayoristas de inversión social o fondos 
 
Ponen como ejemplo de intermediarios a la Big Society Capital (BSC) en Reino 
Unido, que  
 
“es una institución financiera independiente establecida en el Reino Unido 
para desarrollar y dar forma a un mercado de inversión de impacto social 
sostenible en el que las organizaciones del sector social puedan acceder al 
capital que necesitan para aumentar su impacto positivo en la sociedad. El BSC 
se lanzó en abril de 2012 y es el primer banco de inversión de impacto social 
en el mundo.”183  
Dentro de los intermediarios también se encuentra el Gobierno, quien puede jugar un 
papel complementario para incentivar la intervención en un proyecto determinado. 
Un ejemplo de ellos es el papel del Reino Unido, Estados Unidos y recientemente 
Colombia184 en la creación de los Bonos de Impacto Social “Social Impact Bones” o 
SIB. Estos bonos son una forma de asociación público privada donde “se conecta la 
inversión privada con organizaciones sin ánimo de lucro y gobiernos para producir 
mejores resultados sociales que generen ahorro al Estado”185. Su financiación se 
lleva a cabo a través de un esquema de pago por resultado (pay for success), donde 
                                                          
183 OCDE, Op. Cit., p. 31. 
184 Véase BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO. “Bonos de impacto social: cómo Colombia 
innova en los programas de empleo” [en línea]. BID, 6 de noviembre de 2017. Disponible en:  
https://blogs.iadb.org/trabajo/2017/11/06/bonos-de-impacto-social-como-colombia-innova-en-los-programas-
de-empleo/ 
185  RANGAN, V. Kasturi; APPLEBY, Hannah & MOON, Laura. “The promise of impact investment”. Boston: 
Harvard Business Review Publishing, 4 de noviembre de 2011, p. 8 
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sólo se paga a la organización social o al inversor si se alcanza el objetivo social 
previamente definido186. 
- Ambiente apto: La OCDE reconoció que “para que el mercado de inversión de 
impacto social funcione bien, deben existir los marcos legales y las estructuras 
necesarias para emprendimientos sociales, así como regulaciones y requisitos de 
inversión racionalizados”187 (Negrillas fuera del texto). Al respecto, un estudio 
Universidad de Harvard determinó que la política estatal en materia de inversión de 
impacto debe estar dirigida a tres focos: “el suministro de capital para la inversión 
de impacto; la demanda de capital de inversión de impacto y la disponibilidad de 
oportunidades de inversión; y dirigir el capital existente hacia inversiones con 
beneficio social”188.  
 
En la garantía de un ambiente apto el único actor es el Gobierno. Un ejemplo de esto, 
es la reducción de impuestos que realiza el Reino Unido a los individuos o empresas 
que inviertan en el sector social, mediante la cual se obtiene un descuesto del 30% 
sobre el impuesto a la renta por cada año189. 
 
Precisamente, durante la encuesta realizada por el GIIN sobre la inversión de impacto 
social en 2018, la mayoría de los encuestados señaló que el principal obstáculo que 
encuentra este mercado es el apoyo gubernamental: un 33% de los encuestados señaló 
que en el último año no hubo ningún progreso en el apoyo gubernamental y el 15% 
que dicho apoyo empeoró190.  
Dicho lo anterior, consideramos que el componente primordial del mercado de inversión de 
impacto social es la existencia de un ambiente apto donde todos sus actores puedan confluir, 
                                                          
186 OCDE. “Understanding Social Impact Bonds”, Paris: OECD Publishing, 2006, p. 4  
187 OCDE, Op. Cit, p. 34 
188 WOOD, David; THORNLEY Ben & GRACE, Katie. “Impact at Scale. Policy innovation for institutional 
investment with social and environmental benefit” [en línea]. InSight at Pacific Community Ventures & The 
Initiative for Responsible Investment at Harvard University,  2012. Disponible en: 
https://assets.rockefellerfoundation.org/app/uploads/20120221220232/Impact-at-Scale_Full-Report.pdf 
189 OCDE, Op. Cit., p. 35. 
190 OCDE, Op. Cit., p. 26 
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encontrando los incentivos adecuados para participar en la provisión del bienestar social y 
los fines sociales del Estado. Dicho ambiente apto depende en gran medida de la regulación 
del Estado en el que se pretenda realizar la inversión, frente a la cual el único actor es el  
Gobierno, pues es el único que tiene la facultad política de crear, modificar y suprimir 
normas. Como lo señaló Wolk “cualquier desarrollo de los mercados de impacto social debe 
incluir al Gobierno; de lo contrario, los esfuerzos tendrán un impacto marginal”191. 
En este sentido, la adopción de medidas por parte de los Estados destinadas a vincular el 
capital privado en los proyectos de infraestructura para así garantizar el derecho al desarrollo, 
debe estar enfocada en la creación de un ambiente apto para el desarrollo del mercado de la 
inversión de impacto social, y esto se logra principalmente mediante la creación de una 
regulación que incentive al sector privado a participar en la provisión de la infraestructura 
del transporte dirigida a mejorar las condiciones de vida de las regiones geográficamente y 
socialmente excluidas. 
Por esto, a continuación nos centraremos en analizar la incursión de la inversión de impacto 
social en Colombia, para luego pasar al Capítulo Tercero donde determinaremos si el marco 
regulatorio existente permite o no que la provisión de la infraestructura del transporte se lleve 
a cabo a través de la inversión de impacto social. 
 
2.5. INCURSIÓN DE LA INVERSIÓN DE IMPACTO SOCIAL EN COLOMBIA 
Una vez determinado que la garantía del derecho al desarrollo se cumple a través de la 
adopción de medidas positivas, como es la creación de un ambiente apto para la inversión de 
impacto social en infraestructura del transporte, pasaremos a analizar de manera concreta 
cómo ha sido concebida la inversión de impacto social en Colombia, teniendo en cuenta que 
este análisis nos permite vislumbrar cuál sería el ecosistema de la inversión de impacto social 
                                                          




en infraestructura del transporte, a través de los diversos actores que ya hacen parte de la 
misma. 
En un estudio producido por Aspen Network of Development Entrepreneurs –ANDE-, Latin 
American Private Equity & Venture Capital Association -LAVCA- y LGT Impact Ventures 
en 2016, titulado “El panorama de la inversión de impacto en América Latina”, se analizó el 
mercado de inversión de impacto social en tres países latinoamericanos: Brasil, México y 
Colombia.  
En este estudio, donde también se reconoce que la inversión de impacto puede ayudar a 
aumentar los recursos económicos que se necesitan para alcanzar los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible192, se determina que “los inversores de impacto en México administran US$ 392 
millones, en Brasil, US$ 186 millones y en Colombia, US$ 52 millones de activos”193. Sobre 
Colombia en particular reconocen que la inversión de impacto comenzó a operar desde 
2004194 y estiman que:  
 “A diferencia de Brasil y México, donde la inversión de impacto está más 
desarrollada, Colombia se encuentra en la fase inicial. Para que la inversión de 
impacto evolucione de su estado actual como inversión de nicho, el sector necesitará 
más respaldo del gobierno, más participación del sector privado y más difusión de 
sus actividades”195. 
Ahora bien, para visualizar el estado actual del mercado de inversión de impacto social en 
Colombia analizaremos los resultados del estudio, siguiendo la lista de características de la 
inversión de impacto social proporcionada por la OCDE196, esto es: áreas de objetivo social, 
                                                          
192 ASPEN NETWORK OF DEVELOPMENT ENTREPRENEURS & OTROS. “El panorama de la inversión 
de impacto en América Latina” [en línea], Agosto de 2016, p. 16. Disponible es: 
https://cdn.ymaws.com/www.andeglobal.org/resource/resmgr/docs/LatAm_ImpInv_Spanish_2016.pdf 
193 Ibídem, p. 20. 
194 Afirman que del 2004 al 2016 existen tres períodos respecto a la evolución del mercado de inversiones de 
impacto en Colombia: “Durante el período 2004-2009 se vio la entrada gradual de 9 inversores 
internacionales, una a dos por año. Durante el segundo período, desde 2011 a 2013, 16 fondos internacionales 
entraron al mercado y aparecieron los primeros dos inversores de impacto nacionales. Durante el tercer 
período, entre 2014 y 2016 aparecieron 3 inversores más, uno por año”. Ibídem, p. 85  
195 Ibídem, p. 10. 
196 Supra, p. 64. 
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contexto del beneficiario, tipo de bien o servicio, intención del proveedor de servicios, 
medición del impacto social, intención del inversionista y la expectativa de rentabilidad.  
- Áreas de objetivo social: Según el estudio, los sectores que reciben la mayor 
cantidad de inversiones de impacto son el sector financiero y el agroindustrial197, 
puesto que muestran una oportunidad empresarial tradicional. También señalan que 
los inversores de impacto social están interesados en los sectores de educación y 
salud, pero que, debido a que consideran que en Colombia la cobertura pública es 
buena, buscan inversiones más especializadas como “centros de cuidado de la salud 
especializados para ciertas enfermedades, o modelos innovadores complementarios 
al sistema de educación pública”198.  Estas cuatro áreas ya fueron categorizadas por 
el GIIN como áreas sociales que potencialmente pueden ser consideradas como 
inversiones de impacto social199.  
 
- Contexto del beneficiario: Aunque sobre este aspecto no se hace suficiente mención 
en el estudio, el estudio reconoce como destinatarios de las inversiones de impacto 
en Colombia la “base de la pirámide”, la cual, por tratarse de un país en desarrollo, 
es una población socialmente excluida o en riesgo de serlo. En el estudio se afirma 
además que de las encuestas realizadas se tuvo que el 50% de los destinatarios de 
estas inversiones están ubicados en Bogotá, mientras que el 50% restante en 
Antioquia, Cauca y Huila, debido a que son centros importantes de la agroindustria200. 
 
- Tipo de bien o servicio: Como se pudo evidenciar anteriormente, el tipo de servicios 
que se proveen a través de la inversión de impacto social en Colombia son 
principalmente financieros, agroindustriales, educativos y de salud. Los dos primeros 
son bienes que claramente pueden tener una naturaleza híbrida, pues pueden ser 
brindados por el Estado a través de sus políticas públicas, o por el sector privado en 
                                                          
197 ASPEN NETWORK OF DEVELOPMENT ENTREPRENEURS & OTROS. Op. Cit., p. 88. 
198 Ibídem. 




el desarrollo de sus actividades; y los segundos a pesar de ser públicos por disposición 
legal, pueden ser concesionados a privados, por lo que también tienen una naturaleza 
híbrida, aunque más sutil que los dos anteriores. 
 
- Intención de proveedor de servicios: Sobre este punto, el estudio señala que debido 
a la falta de empresas sociales201 en el país, las inversiones se han realizado en 
empresas tradicionales “pero cuyos negocios y operaciones todavía entran dentro de 
la hipótesis de inversión de impacto”. Resaltan además que “el rol del inversor en 
estas empresas ha sido fortalecer la generación de beneficios medioambientales y 
sociales, y desarrollar mediciones del impacto”202.  
 
Este aspecto deja en evidencia una de las razones por las que el mercado de inversión 
de impacto no ha avanzado de manera considerable en Colombia: la inexistencia de 
las empresas sociales. Existe un desconocimiento total del tema en los sectores 
relevantes, que ha llevado a la ausencia de una regulación que permita su adopción 
en un país con brechas sociales tan grandes como el nuestro y con un aparato 
gubernamental que debería apoyarse en este tipo de innovaciones para satisfacer las 
necesidades de sus habitantes. De existir éstas, los inversionistas de impacto social 
no tendrían que acudir al mercado tradicional para buscar con lupa empresas 
netamente comerciales cuya actividad pueda generar un impacto social o 
medioambiental, sino que podrían elegir entre una gama de proveedores sociales, los 
que más se adecuen a sus expectativas, y contribuir así al avance de este mercado en 
nuestro país. 
 
                                                          
201 La OCDE ha definido las empresas sociales como organizaciones pertenecientes al “tercer sector” o 
“economía social” “que “adoptan diferentes formas legales en diferentes países, que están organizadas con un 
espíritu empresarial y que persiguen objetivos sociales y económicos”. Señala la OCDE que “[e]stas 
organizaciones toman a hombres y mujeres que están en peligro de exclusión a largo plazo y los reintegran en 
el mercado laboral, mientras que al mismo tiempo producen bienes y servicios que generan ingresos”. Ver 
OCDE. “Social Enterprises”. Paris: OECD Publishing, 1999.  
202 ASPEN NETWORK OF DEVELOPMENT ENTREPRENEURS & OTROS Op, Cit., p. 90. 
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- Medición del impacto social: Al respecto advierten que si bien hay avances 
significativos y que las herramientas estandarizadas que más se utilizan son el IRIS y 
el GIIRS203, el 77% de los inversores de impacto en Colombia “utilizan 
principalmente sus propias metodologías, o una adaptación propia de los métodos 
existentes, para medir los impactos de sus inversiones de cartera”204. Además, que 
los inversores informaron que “todavía no existe una metodología única que pueda 
utilizarse para todas las empresas”. 
 
- Intención del inversionista:  Dentro de los criterios para determinar que un 
inversionista es inversor de impacto, el estudio estableció que éstos deben producir 
un impacto social o ambiental “como objetivo explícito”, lo cual se adecua a las 
características de la OCDE, pues excluye el impacto incidental.  
 
En este sentido se encontraron 32 inversionistas en el ecosistema de la inversión de 
impacto en Colombia, de los cuales el 91% son internacionales. El estudio aclara que 
“algunos de estos inversores hacen exclusivamente inversiones de impacto, mientras 
que otros mezclan inversiones de impacto con inversiones tradicionales”205. Dentro 
de los últimos se encuentran los administradores de fondos de capital privado, como 
los fondos de pensiones, de capital de riesgo, fundaciones, e inversiones en 
patrimonios familiares (family office). 
 
El estudio también hace referencia a la clase de activos fijos que se utilizan en las 
inversiones de impacto en Colombia. Señala que la mayoría de inversores utiliza 
múltiples instrumentos, y que en el caso de empresas pequeñas se suele utilizar deuda 
y cuasi-capital privado (cuasi-equity), “hasta que tengan el tamaño requerido para 
la inversión”. La proporción en el uso de los instrumentos se puede detallar en la 
                                                          
203 Supra p. 66. 
204 Ibídem. 
205 Ibídem, p. 83. 
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siguiente gráfica, donde se evidencia que la gran mayoría de inversores utilizan deuda 




- Expectativa de rentabilidad: Según las encuestas realizadas, “la mitad de los 
encuestados informan retornos anuales netos esperados del 10% y menores, y la otra 
mitad informó retornos esperados entre el 11% y el 20%”207. No obstante, se anota 
que ha habido pocos cierres financieros, pues siendo que “el período típico de salida 
se proyecta entre cinco y siete años, para la mayoría de las inversiones, ese período 
de tiempo aún no se ha cumplido”. Las siete inversiones de impacto social terminadas 
corresponden a ventas de la inversión a compradores estratégicos y a otros 
inversionistas, pero la evaluación de los retornos sociales y financieros se prevé para 
los siguientes tres a cinco años. 
El estudio da una visión optimista del mercado de inversión de impacto en Colombia, y 
concluye que: 
                                                          
206 El texto original del estudio se encuentra en inglés. La referencia a “fondo perdido” hace referencia a los 
grants, cuya traducción correcta es “subsidios” o “subvenciones”. 
207 Aspen Network of Development Entrepreneurs & otros, p. 84. 
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“Las políticas del gobierno pueden ser una fuerza importante para acelerar una 
industria, u obstaculizar su desarrollo. Entre los inversores de impacto, existe 
consenso general de que el gobierno debería asumir un rol más activo en respaldar 
a las empresas de impacto y la inversión de impacto. Los mecanismos que podrían 
utilizar los gobiernos para respaldar a la industria incluyen reducir los desafíos 
legales y regulatorios para las empresas orientadas a impacto, creando incentivos 
fiscales para la inversión de impacto y respaldando el desarrollo del ecosistema 
de emprendimientos208”. (Negrillas fuera del texto) 
A pesar que en nuestro trabajo sólo nos referiremos a la regulación sobre la infraestructura 
del transporte como determinante del ambiente apto en materia de inversión de impacto 
social, es necesario tener en cuenta el ecosistema actual del mercado de inversión de impacto 
social en Colombia, anteriormente reseñado, puesto que nos da una visión de cómo pueden 
desarrollarse sus actores en la infraestructura del transporte, teniendo en cuenta: la presencia 
de inversionistas de impacto en Colombia y el tipo de activos fijos que suelen utilizar para 
desarrollar su actividad; los vacíos que existen sobre los métodos para medir el impacto 
social; la inexistencia de las empresas sociales en nuestro ordenamiento jurídico; y la escasez 
de inversionistas de impacto nacionales. 
Es necesario también tener en cuenta que el mayor punto de desarrollo de la inversión de 
impacto social en Colombia se dio en 2017 con la creación de los Bonos de Impacto Social 
sobre empleabilidad  por el Departamento de Prosperidad Social, el Banco Interamericano 
de Desarrollo/Fondo Multilateral de Inversiones, la Secretaría de Estado para Asuntos 
Económicos de Suiza, la Fundación Corona, la Fundación Mario Santo Domingo y la 
Fundación Bolívar Davivienda. A través de este convenio Colombia se convirtió en el 
“primer país en desarrollo en poner en marcha este instrumento”209 . 
 
                                                          
208 Aspen Network of Development Entrepreneurs & otros, p. 131. 
209 GONZALEZ VELOSA, Carolina. “Bonos de impacto social: cómo Colombia innova en los programas de 





De conformidad con lo anterior, si bien la inversión de impacto social en Colombia es una 
industria emergente, se ha presentado como el modelo propicio para aunar las bondades de 
los modelos capitalistas y socialistas para enfrentar algunos retos sociales que el Estado por 
si sólo no ha podido resolver. Un ejemplo de ello se encuentra en las inversiones de impacto 
social realizadas por Terra Blanca, un fondo de capital privado cuya actividad se dirige a 
empoderar la población desplazada y víctimas del conflicto armado colombiano, a través de 
proyectos agrícolas en zonas rurales210. 
 
Si medidas como éstas se adoptan en el sector de la infraestructura del transporte, sería 
posible atraer inversionistas de impacto que ayuden a romper las barreras que la limitación 
de los recursos del Estado colombiano impone a su desarrollo y así lograr que el derecho al 
desarrollo en las zonas excluidas se pueda hacer efectivo, permitiéndoles el acceso a los 











                                                          





LA VIABILIDAD JURÍDICA DE LA INVERSIÓN DE IMPACTO SOCIAL EN LA 
INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE EN COLOMBIA  
 
Una vez demostrado cómo a través del mercado de inversión de impacto social es posible 
vincular capital privado a los proyectos que generan un impacto social, y que la provisión de 
infraestructura de transporte es uno de ellos cuando de zonas geográficamente excluidas se 
trata, pasaremos dar inicio a la etapa final. En este último capítulo se pretende determinar si 
los mecanismos de provisión de infraestructura del transporte existentes en la regulación 
colombiana permiten su ejecución a través de la inversión de impacto social, o si, por el 
contrario, representan un obstáculo para la misma.  
Siendo que la inversión de impacto social exige la existencia de un ambiente apto que 
incentive la inversión privada, para su operación efectiva es necesario que el régimen 
contractual esté sustentado bajo una importante prevalencia del principio de la autonomía de 
la voluntad que, dirigida a garantizar del derecho al desarrollo, le permita al inversionista de 
impacto moldear el contrato según sus necesidades y encontrar menores complicaciones en 
sus distintas etapas, tal y como sucede en el common law.  
Bajo este sentido, analizaremos de manera general las modalidades de contratación de la 
infraestructura pública, esto es el contrato de obra pública y el contrato de concesión, así 
como otras dos figuras sui generis no contractuales donde se desarrolla la infraestructura 
pública a través del sector privado: el mecanismo de transferencia de la infraestructura de 
transporte de interés particular al Estado y el mecanismo de obras por impuestos; con el fin 
de determinar la compatibilidad de éstos con la inversión de impacto social a través de la 





3.1. CONCEPTO DE INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE EN LA 
LEGISLACIÓN COLOMBIANA Y SU RELACIÓN CON EL DERECHO AL 
DESARROLLO. 
Antes de entrar a analizar la legislación sobre la infraestructura del transporte en Colombia, 
es menester delimitar su definición y señalar como la misma puede considerarse 
infraestructura social, al tomar en cuenta el mejoramiento de la calidad de vida como una de 
sus justificaciones. En este sentido, la definición legal de la infraestructura del transporte en 
Colombia se ha dado en dos momentos:  
-  En el artículo 12 de la Ley 105 de 1993: “Se entiende por infraestructura del 
transporte a cargo de la Nación, aquella de su propiedad que cumple la función 
básica de integración de las principales zonas de producción y de consumo del país, 
y de éste con los demás países”. 
- En el artículo 2° de la Ley 1682 de 2013: “La infraestructura del transporte es un 
sistema de movilidad integrado por un conjunto de bienes tangibles, intangibles y 
aquellos que se encuentren relacionados con este, el cual está bajo la vigilancia y 
control del Estado, y se organiza de manera estable para permitir el traslado de las 
personas, los bienes y los servicios, el acceso y la integración de las diferentes zonas 
del país y que propende por el crecimiento, competitividad y mejora de la calidad de 
la vida de los ciudadanos”. 
Como puede observarse, la Ley 105 de 1993 aborda la infraestructura del transporte sólo 
desde el punto de vista productivo, pues establece como su función básica la integración de 
las principales zonas de producción y consumo del país. Mientras que la Ley 1682 de 2013, 
conocida como Ley de Infraestructura, adopta una definición integral de la infraestructura 
del transporte, que no se limita a la existencia de un título de propiedad ni a la integración de 
zonas de producción y consumo, sino que ofrece un espectro amplio de aplicación debido a 
que sólo necesita la vigilancia y control del Estado y está destinada a la integración de todas 
las zonas del país en general.  
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La nueva normatividad da paso al cambio de la noción de la infraestructura del transporte 
como mera infraestructura productiva, a la posibilidad de que sea una infraestructura social, 
pues señala que a través de la misma se permite la “mejora de la calidad de la vida de los 
ciudadanos”. Lo cual encuentra concordancia con las bases del Plan Nacional de Desarrollo 
2014-2018 donde se afirmó: “[a]sí como por las carreteras, puertos, ferrovías y aeropuertos 
pasarán los productos y personas que traerán consigo más empleo e ingresos para los 
colombianos, particularmente por la infraestructura rural pasará el desarrollo, el 
crecimiento y la presencia del Estado que se requieren para cerrar las brechas regionales 
y consolidar la Paz” 211. (Negrillas fuera del texto) 
En efecto, en la exposición de motivos de esta Ley 1682 de 2013 se hizo referencia a la 
necesidad de proveer de infraestructura de transporte a las regiones aisladas, donde el 
Gobierno Nacional señaló que: 
“[l]a consolidación para la paz exige una infraestructura capaz de incrementar la 
transitabilidad y la conectividad entre las regiones, que contribuya a que la presencia 
del Estado en todos sus ámbitos, y que permita ejercer soberanía en lugares que antes 
no eran accesibles”212 
 La nueva concepción de la infraestructura del transporte como infraestructura social, quedó 
consolidada en el artículo 5° de la Ley 1682, donde se reconoce que  
“[l]as acciones de planificación, ejecución, mantenimiento, mejoramiento y 
rehabilitación de los proyectos y obras de infraestructura del transporte materializan 
el interés general previsto en la Constitución Política al fomentar el desarrollo y 
crecimiento económico del país; su competitividad internacional; la integración del 
                                                          
211  
COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. “Bases del Plan Nacional de Desarrollo 
2014-2018” [en línea], DNP, p. 116. p, 60 
212 CORREA-GLEN, Cecilia Álvarez. Exposición de motivos proyecto de ley “por el cual se adoptan medidas 
y disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte” [en línea]. Ministerio del Transporte. 




Territorio Nacional, y el disfrute de los derechos de las personas y constituye un 
elemento de la soberanía y seguridad del Estado”. (Negrillas fuera de texto) 
De acuerdo con la nueva definición, el artículo 4° de la Ley 1682 del 2013 dispone que la 
infraestructura del transporte está integrada por todas las instalaciones que interceden en el 
servicio de transporte: 
“1. La red vial de transporte terrestre automotor con sus zonas de exclusión o fajas 
de retiro obligatorio, instalaciones operativas como estaciones de pesaje, centros 
de control de operaciones, estaciones de peaje, áreas de servicio y atención, 
facilidades y su señalización, entre otras.  
2. Los puentes construidos sobre los accesos viales en Zonas de Frontera.  
3. Los viaductos, túneles, puentes y accesos de las vías terrestres y a terminales 
portuarios y aeroportuarios.  
4. Los ríos, mares, canales de aguas navegables y los demás bienes de uso público 
asociados a estos, así como los elementos de señalización como faros, boyas y otros 
elementos para la facilitación y seguridad del transporte marítimo y fluvial y 
sistemas de apoyo y control de tráfico, sin perjuicio de su connotación como 
elementos de la soberanía y seguridad del Estado.  
5. Los puertos marítimos y fluviales y sus vías y canales de acceso. La 
infraestructura portuaria, marítima y fluvial comprende las radas, fondeaderos, 
canales de acceso, zonas de maniobra, zonas de protección ambiental y/o 
explotación comercial, los muelles, espigones diques direccionales, diques de 
contracción y otras obras que permitan el mantenimiento de un canal de 
navegación, estructuras de protección de orillas y las tierras en las que se 
encuentran construidas dichas obras.  
6. Las líneas férreas y la infraestructura para el control del tránsito, las estaciones 
férreas, la señalización y sus zonas de exclusión o fajas de retiro obligatorio.  
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7. La infraestructura logística especializada que contempla los nodos de 
abastecimiento mayorista, centros de transporte terrestre, áreas logísticas de 
distribución, centros de carga aérea, zonas de actividades logísticas portuarias, 
puertos secos y zonas logísticas multimodales.  
8. La infraestructura aeronáutica y aeroportuaria destinada a facilitar y hacer 
posible la navegación aérea.  
9. Los Sistemas de Transporte por Cable: teleférico, cable aéreo, cable remolcador 
y funicular, construidos en el espacio público y/o con destinación al transporte de 
carga o pasajeros.  
10. La infraestructura urbana que soporta sistemas de transporte público, sistemas 
integrados de transporte masivo, sistemas estratégicos de transporte público y 
sistemas integrados de transporte público; el espacio público que lo conforman 
andenes, separadores, zonas verdes, áreas de control ambiental, áreas de parqueo 
ocasional, así como ciclorrutas, paraderos, terminales, estaciones y plataformas 
tecnológicas.  
11. Redes de sistemas inteligentes de transporte”. 
Ahora bien, sobre la titularidad de la infraestructura del transporte, debe tenerse en cuenta 
que según la clasificación de bienes que contiene nuestro Código Civil, dentro de la noción 
actual de la infraestructura del transporte existen bienes públicos y bienes privados. Los 
primeros, de acuerdo al artículo 674 del Código Civil, son aquellos cuyo dominio pertenece 
a las entidades públicas y en el caso del transporte son de uso público213, mientras que los 
                                                          
213 “En cuanto al uso colectivo, público o común de los bienes, tiénese que los bienes dominiales de uso público 
por su propia naturaleza están destinados a la utilización general de todos los habitantes. Su uso está abierto 
a la colectividad entera, sin determinación espacial de destinatario. La utilización de dichos bienes la realiza 
directa y personalmente cada una de las personas de la colectividad, en la forma y en la medida en que cada 
uno puede usarlas. Estos bienes constituyen patrimonio público, y por tanto son de dominio público Los 
principales usos comunes de los bienes dominiales son: el tránsito por las calles, vías y caminos públicos, y el 
acceso a éstas; el paseo y disfrute de plazas, parques, jardines y playas, el acceso a las costas y la circulación 
por éstas, la navegación en las corrientes de agua que sean aptas para ello, la utilización de las aguas de ríos 
y arroyos para ciertos usos”. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL. Sentencia 
del 26 de mayo de 1993, Exp. No. 565; MP: Eduardo García Sarmiento. 
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segundos se encuentran en el artículo 676 y en el segundo inciso del artículo 677, donde se 
señala que:  
“Artículo 676. Obra de particulares: Los puentes y caminos construidos a expensas 
de personas particulares, en tierras que les pertenecen, no son bienes de la Unión, 
aunque los dueños permitan su uso y goce a todos los habitantes de un territorio. Lo 
mismo se extiende a cualesquiera otras construcciones hechas a expensas de 
particulares y en sus tierras, aun cuando su uso sea público, por permiso del dueño”. 
Artículo 677: Propiedad sobre las aguas: Los ríos y todas las aguas que corren por 
cauces naturales son bienes de la Unión, de uso público en los respectivos territorios. 
Exceptúanse las vertientes que nacen y mueren dentro de una misma heredad: su 
propiedad, uso y goce pertenecen a los dueños de las riberas, y pasan con estos a los 
herederos y demás sucesores de los dueños”. 
De manera que, cuando una vía o un puente haya sido construido por un particular dentro de 
un predio privado o un canal de agua nazca y muera dentro de un mismo predio, nos 
encontramos frente a la infraestructura privada del transporte, en la cual, en principio214, el 
uso y goce de la misma se encuentra reservado a sus propietarios y son éstos quienes deciden 
si puede o no existir un aprovechamiento por parte de la comunidad en general.  
La propiedad privada sobre las vías fue objeto de análisis por la Corte Constitucional en 
sentencia T-423 de 1993, en el marco de una acción de tutela instaurada por un grupo de 
trabajadores de la Guajira contra Carbones de Colombia S.A. “CARBOCOL S.A” por 
requerir el pago de peajes para permitir el tránsito de los primeros por su carretera. En esta 
sentencia, la Corte decide no acoger las pretensiones de los trabajadores argumentando que 
“para que exista una violación al derecho fundamental de locomoción respecto del libre 
tránsito por las vías públicas, se deben cumplir con los siguientes requisitos: a) que se trate 
                                                          
214 El artículo 63 de la Ley 1682 de 2013 dispone que “[e]n caso de emergencia, desastre o calamidad pública, 
alteración del orden público o por razones de seguridad vial, la infraestructura de propiedad privada destinada 
al transporte, tal como: vías carreteras o férreas, aeródromos y puertos marítimos o fluviales, así como los 
elementos, equipos y maquinaria privados asociados a esta, podrán ser utilizados por las autoridades públicas 
y por quienes presten un servicio de transporte público. Ley de infraestructura” 
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de una vía pública (...)”, y en este caso la Corte concluyó que la vía era de propiedad privada 
y que “no corresponde a un particular subsidiar a otro particular”215. 
Con respecto a la relación de estas previsiones y el derecho humano al desarrollo, 
encontramos que el uso de la infraestructura privada del transporte se restringe a sus 
propietarios o a quienes éstos autoricen, por lo que no se podría enmarcar dentro de la 
garantía de un derecho con pretensiones de universalidad como es el derecho al desarrollo, a 
menos que se llegue a destinar al uso público a través de la expropiación por parte del Estado 
o se constituya servidumbre de paso sobre la misma. En consecuencia, sólo la infraestructura 
pública de transporte podría ser considerada una garantía del derecho al desarrollo. 
Ahora bien, sobre las herramientas que el ordenamiento jurídico brinda para la  ejecución y 
operación de la infraestructura pública del transporte, tenemos que en la parte final del 
artículo 5 de la Ley 1682 del 2013 se establece que “el desarrollo de las acciones antes 
indicadas [proyectos y obras de infraestructura] constituye una función pública que se 
ejerce a través de las entidades y organismos competentes del orden nacional, 
departamental, municipal o distrital, directamente o con la participación de los 
particulares” (Negrillas fuera del texto). 
Siendo una función pública, la provisión de la infraestructura pública del transporte debe 
someterse a la regulación que el ordenamiento brinda al respecto, por lo cual su desarrollo es 
sumamente diferente al de las áreas comunes de inversión de impacto social en Colombia, 
esto es la agroindustria y los servicios financieros, que son sectores que no deben someterse 
al derecho público y que por tanto pueden desarrollarse plenamente a través de las 
disposiciones de derecho privado, dentro de las que resalta  la primacía de la autonomía de 
la voluntad. 
Debido a sus altos requerimientos de pericia y tecnicidad, la provisión de la infraestructura 
pública del transporte en Colombia se lleva a cabo a través de la colaboración de particulares 
expertos, quienes ingresan al aparato administrativo mediante el Sistema de Compra Pública 
                                                          




existente en nuestro ordenamiento. Debido a ello, a fin de establecer si este sistema permite 
el desarrollo de la inversión de impacto social en este importante sector, nos disponemos a 
analizar la regulación actual sobre el aprovisionamiento de la infraestructura pública del 
transporte, como es: la contratación pública con entidades con ánimo de lucro, la contratación 
pública con entidades sin ánimo de lucro, el procedimiento del artículo 15 de la Ley 1682 de 
2013 y el mecanismo de Obras por Impuestos: 
 3.2. LOS MECANISMOS DE CONTRATACIÓN ESTATAL EN LA PROVISIÓN DE 
INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE 
Como ha quedado ilustrado en capítulos anteriores, el cumplimiento de las finalidades 
sociales se logra a través de la garantía del derecho al desarrollo, para lo cual el Estado debe 
adoptar medidas tendientes a aumentar los recursos disponibles para realizar proyectos que 
mejoren la calidad de vida de los individuos que conforman las poblaciones vulnerables.  
 
Dentro de dichas medidas se encuentra la creación de un ambiente apto que permita la 
inversión de impacto social en infraestructura del transporte, pues ésta requiere del capital 
privado para enfrentar las limitaciones económicas del Estado. Uno de los criterios 
importantes en la creación de un ambiente apto en la provisión de infraestructura pública de 
transporte es la existencia de un sistema flexible de contratación pública, donde además de 
garantizar la ejecución de la obra, se puedan proteger los intereses de los inversionistas 
privados. 
 
La Constitución Política de 1991 reemplazó el Estado de Derecho como régimen 
constitucional anterior por un Estado Social de Derecho, considerado una “forma de 
organización política que tiene como uno de sus objetivos combatir las penurias económicas 
o sociales y las desventajas de diversos sectores, grupos o personas la población, 
prestándoles asistencia y protección”216. De conformidad con la instauración de este nuevo 
                                                          
216 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. Sentencia T-426 de 1992. 24 de junio de 1992. MP. 
Eduardo Cifuentes Muñoz. En esta sentencia la Corte añade que el Estado Social de Derecho “[e]xige 
esforzarse en la construcción de las condiciones indispensables para asegurar a todos los habitantes del país 
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régimen, la Constitución no sólo se refirió a los fines esenciales del Estado en el artículo 2, 
sino que en el artículo 366 añade como finalidades sociales del Estado “el bienestar general 
y el mejoramiento de la calidad de vida de la población”. 
 
Sin embargo, la labor del constituyente no se limitó a señalar las finalidades del Estado, sino 
que, además, siendo consciente de la escasez de recursos técnicos y financieros de las 
entidades estatales, en su artículo 150 encomendó al Congreso de la República “expedir el 
estatuto general de contratación de la administración pública y en especial de la 
administración nacional”217.  
 
El alcance de este mandato fue abordado por la Corte Constitucional en sentencia C-949 de 
2001, donde determinó que la labor del legislador era “diseñar un régimen legal cuya 
finalidad sea la de propender el logro de los objetivos constitucionales del Estado Social de 
Derecho, toda vez que el cumplimiento de estas metas requiere del aprovisionamiento de 
bienes y servicios por parte de los órganos públicos mediante la contratación”218. En este 
sentido añade la Corte que “es innegable el carácter instrumental que ostenta el contrato 
estatal, puesto que no es un fin en sí mismo sino un medio para la consecución de los altos 
objetivos del Estado”219. 
De conformidad con ello, el Congreso de la República expidió el Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública mediante la Ley 80 de 1993. En la Exposición de 
Motivos del mismo, se establece que la finalidad de la contratación estatal es “la satisfacción 
del interés público o de las necesidades colectivas”220, y sobre el interés público se menciona 
que: 
                                                          
una vida digna dentro de las posibilidades económicas que estén a su alcance. El fin de potenciar las 
capacidades de la persona requiere de las autoridades actuar efectivamente para mantener o mejorar el nivel 
de vida, el cual incluye la alimentación, la vivienda, la seguridad social y los escasos medios dinerarios para 
desenvolverse en sociedad”. 
217 Último inciso del artículo 50 de la Constitución Política de Colombia 
218 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. Sentencia C-949 de 2001. 5 de septiembre del 2001. MP. 
Clara Inés Vargas Hernández. 
219 Ibídem. 
220 COLOMBIA. SECRETARÍA DEL SENADO. Gaceta del Congreso Año 1992. Número 75. 23 de 
septiembre de 1992. 
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“[l]a celebración de un contrato en la que interviene una entidad estatal no puede 
ser ajena a ese principio. A veces la relación con el interés público es inmediata, en 
tanto que en otras ocasiones la relación es apenas indirecta. Sin embargo, el hecho 
de la celebración del acto jurídico por parte del Estado implica la presencia del 
interés público En este sentido, la contratación estatal se encuentra al servicio del 
interés general como principio que irradia la función pública221. 
En este mismo sentido, PÉREZ VIVES define el interés público como “aquel vinculado con 
el bienestar y la conveniencia de la colectividad popular y con el desarrollo físico, moral, 
intelectual y económico de los asociados, cuya satisfacción compete a la administración 
como medio de asegurar la justicia social y el buen servicio, esencial en todos los 
ciudadanos”222 
 
Además de la prevalencia del interés general, otro objetivo crucial de este Estatuto fue 
impregnar la contratación estatal del principio de la autonomía de la voluntad que, con la 
estricta normatividad anterior, Decreto-Ley 222 de 1983, se había perdido. De este modo, se 
expresa en la exposición de motivos que se pretende “recuperar la trascendencia de la 
autonomía de la voluntad como principal fuente creativa y reguladora de las relaciones 
sociales”, por lo que en el artículo 13 del Estatuto quedó establecido que “los contratos 
estatales se regirán por las disposiciones comerciales y civiles”, salvo lo estipulado en el 
mismo. 
 
Sin embargo, lejos de la realidad, el principio de la autonomía de la voluntad quedó de nuevo 
rezagado ante la prevalencia de las prerrogativas del Estado. Si bien las normas de la Ley 80 
de 1993 son más flexibles que sus antecesoras, aquéllas de igual manera dotan de rigidez el 
contrato estatal. Al respecto, MATALLANA señala que la consagración del postulado de la 
autonomía de la voluntad  
                                                          
221 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. Sentencia C-400 del 1999. 2 de junio de 1999. MP. 
Vladimiro Naranjo Mesa 
222 PÉREZ VIVES, Álvaro. “De los contratos de la Administración: Generalidades”. Tomo I. Bogotá: Jurídicas 




“no obsta para que el legislador tenga la autorización para regular aspectos que 
permiten la protección del interés público, como son la consagración de las cláusulas 
excepcionales, la clasificación de los contratos estatales, los deberes y derechos de las 
partes del contrato, la competencia y capacidad para contratar, la responsabilidad, la 
liquidación de los contratos, la solución de controversias, (…) la selección del 
contratista” 223. 
 
De manera que, si bien la voluntad del legislador fue flexibilizar la regulación de la 
contratación contractual a través del postulado de la autonomía de la voluntad, el texto de la 
misma demuestra lo contrario, pues se introducen extensas reglas y cláusulas obligatorias 
que pueden llegar a desincentivar al inversionista privado.  
 
En este mismo contexto, la Corte Constitucional afirmó: “la defensa del principio del interés 
general no solo constituye la finalidad primordial sino el cimiento y la estructura de la 
contratación administrativa, y en esa medida todas las actividades que se desarrollan en 
torno a la contratación pública son preponderantemente regladas, quedando muy poco 
espacio para la discrecionalidad”224 (Negrilla fuera del texto).  
 
Sobre la noción de la autonomía de la voluntad es menester tener en cuenta lo señalado por 
nuestro maestro FERNANDO HINESTROSA DAZA, cuando la define como el “poder 
reconocido a los particulares para disciplinar por sí mismos sus propias relaciones, 
atribuyéndoles una esfera de intereses y un poder de iniciativa para la reglamentación de 
los mismos”225, teniendo en cuenta que en la celebración de un negocio jurídico “están 
disponiendo de lo suyo frente a los demás (…) lo cual presupone que cada cual tenga 
                                                          
223 MATALLANA CAMACHO, Ernesto. “Manual de Contratación de la Administración Pública: Reforma de 
la Ley 80 de 1993”. Cuarta edición. 2015, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, p. 136 
224 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia C-618 del 2012”. 8 de agosto de 2012. M.P. 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
225 HINESTROSA, Fernando. “Función, límites y cargas de la autonomía privada”. Revista de Derecho Privado, 
Universidad Externado de Colombia, n° 26, enero-junio de 2014 , p. 7 
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intereses propios y poder de disposición de ellos”226. En este sentido, el Maestro considera 
que las proyecciones de la autonomía privada como dimensión de la libertad son: 
 
“Libertad de contratar o no contratar; libertad de escoger con quién; libertad de 
seleccionar la figura más apropiada para el caso; libertad de determinar el 
contenido de la disposición; a las cuales habría que agregar estas otras, en afán de 
plenitud expositiva: libertad de celebrar el negocio por sí mismo o por medio de 
representante, apoderado o interpuesta persona; libertad de forma de actuar o más 
derechamente, de expresarse, y libertad de prevenir y realizar la terminación del 
contrato”227. 
 
Así, encontramos que en materia de contratación estatal la regulación limita principalmente 
dos proyecciones de la autonomía de la voluntad: la libertad de escoger con quién contratar 
y la libertad de determinar el contenido del contrato. La primera de las limitaciones se ve 
reflejada en la existencia de las modalidades regladas de selección, donde sobresale la 
licitación pública como un procedimiento complejo regulado en el artículo 30 de la Ley 80 
de 1993, que debe estar acompañado de la expedición de una serie de actos administrativos, 
bajo el cumplimiento de términos perentorios y de requisitos por parte de los particulares 
interesados en contratar; lo que en últimas trae como consecuencia que sin importar si los 
recursos provienen de un inversionista privado o de la banca multilateral, la entidad estatal 
será quien tendrá la facultad de elegir a quién contratar a través de un proceso de selección, 
lo cual en un sistema permeado de corrupción como el nuestro puede llegar a desincentivar 
a los inversionistas. 
 
La segunda limitación, esto es la libertad de determinar el contenido del contrato, se 
encuentra establecida en el numeral 2° del artículo 14 de la Ley 80 de 1993, donde se 
consagra la existencia obligatoria de las cláusulas excepcionales o exorbitantes en algunos 
contratos estatales como concreción de las prerrogativas del Estado. La inclusión de estas 
                                                          
226 Ibídem. 
227 Ibídem, p. 9. 
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cláusulas en el contrato estatal puede llegar a invadir abruptamente la libertad contractual 
que debe regir cualquier contrato conmutativo, pues como lo ha señalado OSORIO 
MORENO “genera una posición jurídica especial en el negocio jurídico público, del Estado 
frente al sujeto cocontratante, que en nada interviene en la discusión y construcción de la 
supuesta cláusula, como debería ocurrir, en aplicación del principio de la autonomía de la 
voluntad”228.  
 
De igual manera, la libertad de determinar el contenido del contrato también se encuentra 
restringida por algunas normas que regulan la forma de remuneración del contratista 
dependiendo de la tipología contractual que se utilice en el caso concreto, lo cual puede llegar 
ser perjudicial para el particular cuando las mismas no sean compatibles con sus intereses 
económicos.  
Sobre dichas formas de remuneración, debemos señalar que el artículo 3° original del 
Estatuto establecía que “[l]os particulares, por su parte, tendrán en cuenta al celebrar y 
ejecutar contratos con las entidades estatales que, además de la obtención de utilidades 
cuya protección garantiza el Estado, colaboran con ellas en el logro de sus fines y cumplen 
una función social que, como tal, implica obligaciones”229; reconociéndose así tanto el afán 
de lucro que rige la actuación del sector privado, como el rol que desempeñan en torno al 
cumplimiento de los fines del Estado y de la función social al contratar con las entidades 
pública. (Negrillas fuera del texto) 
No obstante, el aparte “además de la obtención de utilidades cuya protección garantiza el 
Estado” fue expresamente derogado por el artículo 32 de la Ley 1150 del 2007, aun cuando 
en la exposición de motivos de la Ley 80 se había reconocido que “[u]nida a esa finalidad 
[interés general], es clara la intención lucrativa que orienta la participación del particular y 
la cual tampoco puede ser desconocida ni afectada por el Estado”230 . Al respecto, 
                                                          
228 OSORIO MORENO, Néstor David. “Las cláusulas excepcionales en la actividad contractual de la 
administración pública: ¿autonomía de la voluntad o imposición del legislador? Revista Digital de Derecho 
Administrativo, No. 10. Bogotá, p. 106. 
229 COLOMBIA. SECRETARÍA DEL SENADO, Op. Cit. 
230 COLOMBIA. SECRETARÍA DEL SENADO, Op. Cit. 
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MATALLANA considera que la derogación de este aparte tuvo por objetivo “permitir que 
los oferentes que, por ejemplo, se presenten a una subasta y empiecen a hacer ofertas de 
mejora, puedan optar por seguir haciendo descuentos al Estado, incluyendo sacrificar la 
utilidad que esperaban obtener con la adjudicación del contrato”231. 
Manifestamos nuestro rechazo frente a la derogación de dicho apartado, pues todo contrato 
estatal debe  ser conmutativo y por lo tanto establecer prestaciones en favor de ambas partes, 
que si bien en el caso del Estado es el cumplimiento de sus fines, en el caso del particular es 
la obtención de un lucro, para lo cual se necesita una remuneración por encima del punto de 
no pérdida como se establece en el numeral 1° del artículo 3° de la Ley 80 de 1993, de manera  
que eliminar la norma donde se señala que el Estado debe garantizar la obtención de 
utilidades, infringe el principio de reciprocidad de las prestaciones. 
El principio de reciprocidad de las prestaciones, también llamado principio de equivalencia 
de las prestaciones232, se encuentra establecido en los artículos 5.1, 27 y 28 de la Ley 80 de 
1993. En este último se dispone que para interpretar las normas sobre contratos estatales se 
tendrá en consideración “la igualdad y equilibrio entre las prestaciones y derechos que 
caracteriza los contratos conmutativos”. La Corte Constitucional por su parte ha señalado 
que mientras que en el derecho privado “la equivalencia de las cargas mutuas tiene un efecto 
meramente subjetivo”, en el derecho público y en específico en la contratación estatal: 
“las prestaciones correlativas de las partes, en virtud del principio de la justicia 
conmutativa, tienen que mantener una equivalencia siguiendo el criterio objetivo de 
proporción o simetría en el costo económico de las prestaciones, lo que exige que el 
valor a recibir por el contratista, en razón de los bienes, obras o servicios que le 
entrega al Estado, deba corresponder al justo precio imperante en el mercado. Con 
ello, se fija un límite al ejercicio del principio de la autonomía de la voluntad, en aras 
de racionalizar la posición dominante de la administración, mantener el equilibrio 
del contrato y, de este modo, garantizar los derechos del contratista que se 
                                                          
231 MATALLANA CAMACHO, Ernesto. Op. Cit., p. 139. 
232 CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, Subsección C. Sentencia del 16 de marzo de 2015.  Rad: 25000-
23-26-000-2000-01639-01(26810), M.P.: Olga Melida Valle De De La Hoz 
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constituye en la parte débil de la relación contractual”233. (Negrillas fuera del texto 
original) 
Igualmente, el Consejo de Estado en su jurisprudencia ha señalado que “[e]l régimen de 
contratación está inspirado en unos principios que, a veces, son diferentes a los que informan 
el régimen contractual privado. Uno de ellos es el del equilibrio financiero o ecuación 
económica, consistente en que debe existir equivalencia entre lo que el Estado recibe y lo 
que paga por las obras que contrata”234. 
En este sentido, concordamos con GÓMEZ & MORA cuando afirman que “en un Estado 
Social de Derecho, como el colombiano, no es plausible erigir una irresponsabilidad 
absoluta del mismo, en relación con la garantía de obtención de utilidades del particular 
contratista”235. Por lo que más allá de la derogatoria del aparte, con base en lo señalado por 
la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el Estado colombiano en ningún caso puede 
negar el reconocimiento de una remuneración justa a los particulares que, en virtud de un 
acuerdo de voluntades, celebran un contrato con sus entidades. 
En materia de infraestructura del transporte este problema quedo saneado con el artículo 13 
de la Ley 1682 del 2013, donde se determinó que todos los contratos que adelanten proyectos 
de infraestructura del transporte deben incluir una cláusula donde se establezca la fórmula 
matemática que determina las prestaciones de ambas partes en caso de darse una terminación 
anticipada del contrato, ya sea por acuerdo entre las partes o por la aplicación de la cláusula 
de terminación unilateral. Las fórmulas pactadas debe buscar el pago anticipado de la 
recuperación de la inversión en etapa de operación o a acelerar la recuperación de la 
inversión236. 
                                                          
233 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. Sentencia C-892 de 2001.  22 de agosto de 2001. M.P. 
Rodrigo Escobar Gil. 
234 CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, 4 de septiembre de 1986, exp. 1677. 
235 GÓMEZ, Diego & MORA, Francisco. “Las garantías constitucionales del particular – contratista frente a la 
derogatoria del aparte del inciso 2 del artículo 3° de la Ley 80 de 1993”. Bogotá: Universidad Libre de 
Colombia, 2012, p. 66. 
236 Parágrafos 1 y 2 del artículo 13 de la Ley 1682 del 2013. 
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Ahora bien, teniendo presente que en nuestro país la contratación estatal no se rige de manera 
general por la autonomía de la voluntad sino por las prerrogativas del poder público en 
función del interés general, debe tenerse en cuenta esta situación para determinar si existe un 
ambiente apto en materia de inversión de impacto social, la cual, como cualquier otro 
mecanismo de inversión privada, debe incentivarse a través  de una sólida  presencia de la 
autonomía de la voluntad en todo el iter contractual, pues como lo ha señalado IBAGÓN 
IBAGÓN “existe una estrecha relación entre la financiación del proyecto y el desafío que 
representa la gestión contractual”237. 
Bajo este entendido, analizaremos si en Colombia existe un ambiente apto para la inversión 
de impacto a través del estudio de las tres limitaciones a la autonomía de la voluntad antes 
mencionadas, esto es, los procesos de selección, la imposición de cláusulas exorbitantes y la 
forma de remuneración del particular, en los contratos que por antonomasia se utilizan en la 
provisión de la infraestructura del transporte: el contrato de obra pública y el contrato de 
concesión.  
3.2.1.  Contrato de Obra Pública 
El contrato de obra pública tiene su origen en el derecho romano, específicamente en el 
contrato de arrendamiento de obra o locatio conductio operis238, donde una persona se 
comprometía a realizar una obra en favor de otra, a cambio de un precio. Esta regulación 
llegó a Colombia a través del “contrato de confección de una obra material”239 del artículo 
                                                          
237 IBAGÓN IBAGÓN, Mónica Liliana. “La financiación de los contratos públicos: el modelo innovador de 
asociaciones público-privadas en Colombia”. En MONTAÑA PLATA, Alberto & RINCÓN CÓRDONA, Jorge 
Iván (editores).  Contratos Públicos: Problemas, Perspectivas y Prospectivas. XVIII Jornadas Internacionales 
de Derecho Administrativo. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, p. 163. 
238 “Cuando se da a edificar una casa en un sitio, de suerte que el arrendatario lo haga todo a su costa, me 
transfiere ciertamente la propiedad de ello, y sin embargo hay locación; porque el constructor da en 
arrendamiento su trabajo, esto es, la necesidad de hacerla (Ulpiano 32 ed.). Digesto 45, 1, 75, 7”. Citado en 
GONZÁLEZ DE CANCINO, Emilssen. “Derecho Romano II. Obligaciones y contratos: fuentes – 
recopilación”. Tercera Edición. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2012, p.197. 
239 Artículo 2053. Naturaleza de la confección de una obra material. “Si el artífice suministra la materia para 
la confección de una obra material, el contrato es de venta; pero no se perfecciona sino por la aprobación del 
que ordenó la obra. 
Por consiguiente, el peligro de la cosa no pertenece al que ordenó la obra sino desde su aprobación, salvo que 
se haya constituido en mora de declarar si la aprueba o no. Si la materia es suministrada por la persona que 
encargó la obra, el contrato es de arrendamiento. 
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2053 del Código Civil, donde se determina que la diferencia entre el arrendamiento de obra 
y la compraventa, es que en el primero los materiales son proporcionados por quien encarga 
la obra, mientras que en el segundo, son suministrados por el artífice. 
 
En materia de contratación estatal, el numeral 1° del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 
establece que “[s]on contratos de obra los que celebren las entidades estatales para la 
construcción, mantenimiento, instalación y, en general, para la realización de cualquier otro 
trabajo material sobre bienes inmuebles, cualquiera que sea la modalidad de ejecución y 
pago”. Por lo que es un contrato bilateral, consensual, oneroso, conmutativo, intuito personae 
y de tracto sucesivo. 
 
En esta tipología de contrato estatal, la entidad paga a un particular la “construcción, 
mantenimiento e instalación, y en general la realización de cualquier otro trabajo material”, 
siendo un contrato que puede aplicarse a cualquier tipo de actividad material, reduciendo la 
especificación sobre la construcción, mantenimiento e instalación a “una simple 
ejemplificación”240. 
 
ESCOBAR HENRIQUEZ señala que existen dos criterios auxiliares orientadores para 
determinar si se está frente a un contrato de obra o no: “el primero, tiene relación con la 
integración real al inmueble, de los bienes suministrados, y el segundo con el mayor o menor 
valor de los trabajos materiales, frente a otras prestaciones como suministro y ventas”241. El 
jurista pone como ejemplo la instalación de computadores y cables, donde el valor del 
suministro de los bienes es mayor al valor de su instalación en el inmueble y no hay una 
adhesión permanente de los computadores al inmueble, por lo que no se estaría frente a 
contrato de obra pública, sino a un contrato de suministro. 
 
                                                          
Si la materia principal es suministrada por el que ha ordenado la obra, poniendo el artífice lo demás, el 
contrato es de arrendamiento; en el caso contrario, de venta. El arrendamiento de obra se sujeta a las reglas 
generales del contrato de arrendamiento, sin perjuicios de las especiales que siguen”. 
240 ESCOBAR HENRIQUEZ, Álvaro B. “El Contrato Estatal de Obra”. Bogotá: Ediciones Jurídicas Gustavo 
Ibáñez, 1999, p. 80. 
241 Ibídem., p. 81. 
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Por otro lado, PARRA GUTIÈRREZ estima que las modalidades de las obras públicas son: 
la construcción de la obra por parte del Estado en forma directa y la construcción de la obra 
por medio de un contrato de obra pública242. Sin embargo, consideramos que en Colombia, 
al menos en la infraestructura de transporte, la primera de las modalidades no tiene operación 
pues no existe ninguna entidad pública que disponga de sus funcionarios para la realización 
de este tipo de obras, sino que éstas son contratadas por particulares. En efecto, en el artículo 
65 del Decreto 2171 de 1992 establece que “[l]a construcción y conservación de la 
infraestructura de transporte no podrá ser ejecutada en forma directa por el Instituto 
Nacional de Vías. En consecuencia, en todos los casos éste deberá contratar la construcción 
y conservación de la infraestructura de transporte de su competencia”. 
 
Así, bajo el contrato de obra pública “la administración conviene con el contratista la 
realización de la obra por un precio y la obra quedará en poder de la administración. El 
contratista es tenido como un colaborador de la administración, cuyas obligaciones 
especiales giran correlativamente con las que tiene la administración”243. 
 
Dada la prevalencia del interés general, el contrato de obra pública, al igual que los demás 
contratos que celebra el Estado, está sometido a requisitos de estricto cumplimiento legal que 
limitan la autonomía de la voluntad de las partes y desincentivan el interés de los 
inversionistas de impacto en los tres aspectos antes esbozados: los procesos de selección, las 
cláusulas exorbitantes y la forma de pago. 
 
Sobre los procesos de selección aplicables en el contrato de obra de pública, de acuerdo a lo 
dispuesto en la normatividad vigente (artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 y los artículos 59 y 
84 del Decreto 1510 de 2013), Colombia Compra Eficiente estableció que “[l]a escogencia 
del contratista de obra pública puede desarrollarse a través de las siguientes modalidades 
de selección: 
                                                          
242 PARRA GUTIÉRREZ, William René. “Los contratos estatales”. Cuarta Edición. Bogotá: Ediciones Librería 





- Licitación pública: Aplica por regla general. 
- Selección abreviada: Aplica cuando el valor de la obra está en el rango de la menor 
cuantía de la Entidad Estatal y cuando se trata de Servicios para la Defensa y 
Seguridad Nacional. 
- Contratación directa: Esta modalidad es de carácter restrictivo, y por lo tanto sólo 
aplica cuando se trate de urgencia manifiesta o de la contratación del sector defensa 
y seguridad nacional que requiera reserva. 
- Mínima cuantía: Aplica cuando el valor de la obra está en el rango de la mínima 
cuantía de la Entidad Contratante”244. 
 
Sin embargo, en la mayoría de contratos de infraestructura del transporte debe descartarse 
los procesos de selección abreviada y de mínima cuantía, puesto que estos proyectos suelen 
estar por encima del rango de la menor y de la mínima cuantía. Aseveramos esto, toda vez 
que el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 consagra que incluso para las entidades de mayor 
presupuesto “la menor cuantía será hasta 1000 salarios mínimos legales mensuales”, cifra 
que es muy inferior a lo que suelen exigir los proyectos de infraestructura de transporte, que 
lógicamente también exceden la mínima cuantía, al estar limitada al 10% de la menor cuantía 
de la respectiva entidad. 
 
Conforme a ello, como regla general, el proceso a través del cual se selecciona al contratista 
de obra pública es la licitación pública, con todos los requisitos que la ley le impone; 
utilizándose de manera excepcional la selección abreviada para casos de urgencia manifiesta.  
 
                                                          
244 COLOMBIA. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA. “Guía de Procesos de 





Sobre las cláusulas exorbitantes, de acuerdo a lo establecido en el artículo 14 de la Ley 80 de 
1993, en el contrato de obra pública se aplican las cláusulas de interpretación unilateral, 
terminación unilateral, modificación unilateral y la caducidad245.  
 
Con respecto a la forma de pago, a pesar que en la parte final del artículo 32 del Estatuto de 
Contratación se expresa que la modalidad de pago puede ser cualquiera, lo cierto es que en 
el contrato de obra pública la remuneración se limita a la ejecución de un pago por la entidad 
contratante a través de su presupuesto, de acuerdo a un registro presupuestal y un certificado 
de depósito presupuestal. 
 
Sobre el pago en sentido estricto, en la práctica se suelen utilizar diferentes modalidades 
“según la naturaleza de la obra y las circunstancias económicas del momento”246. Estas 
modalidades suelen ser las mismas que establecía el anterior Estatuto de Contratación Pública 
– Decreto Ley 222 de 1983 - en su artículo 82, que la doctrina ha incluido como criterio 
auxiliar del derecho, adicionando algunas otras. Al respecto, nos parece apropiada la 
clasificación desarrollada por ESCOBAR HENRIQUEZ, adoptada por Colombia Compra 
                                                          
245 Estas cláusulas exorbitantes encuentran su definición en la Ley 80 de 1993: 
“Artículo 15. De la Interpretación Unilateral. Si durante la ejecución del contrato surgen discrepancias entre 
las partes sobre la interpretación de algunas de sus estipulaciones que puedan conducir a la paralización o a 
la afectación grave del servicio público que se pretende satisfacer con el objeto contratado, la entidad estatal, 
si no se logra acuerdo, interpretará en acto administrativo debidamente motivado, las estipulaciones o 
cláusulas objeto de la diferencia. 
Artículo 16. De la Modificación Unilateral. Si durante la ejecución del contrato y para evitar la paralización 
o la afectación grave del servicio público que se deba satisfacer con él, fuere necesario introducir variaciones 
en el contrato y previamente las partes no llegan al acuerdo respectivo, la entidad en acto administrativo 
debidamente motivado, lo modificará mediante la supresión o adición de obras, trabajos, suministros o 
servicios. 
(…) 
Artículo 17. De la Terminación Unilateral. La entidad en acto administrativo debidamente motivado dispondrá 
la terminación anticipada del contrato en los siguientes eventos. 
(…) 
Artículo 18. De la caducidad y sus efectos. La caducidad es la estipulación en virtud de la cual si se presenta 
alguno de los hechos constitutivos de incumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista, que afecte de 
manera grave y directa la ejecución del contrato y evidencie que puede conducir a su paralización, la entidad 
por medio de acto administrativo debidamente motivado lo dará por terminado y ordenará su liquidación en 
el estado en que se encuentre”. 
246 SAYAGUES LASO, Enrique. “Tratado de Derecho Administrativo, Tomo II, Montevideo, 1974, pp. 87 y 
88. Citado en: SOLANO SIERRA, Jairo Enrique. “Contratación Administrativa: Ley 80 de 1993”. Bogotá: 
Ediciones Librería El Profesional, 1994, p. 154. 
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Eficiente247, quien reconoce que “la forma de pago acordada en cada caso, tiene notable 
incidencia en el tratamiento de las relaciones jurídicas de las partes”248 y señala que en el 
contrato de obra pública son: el precio global o precio alzado, precio unitario, contrato por 
administración delegada, contratos llave en mano y reembolso de gastos. 
 
Debe resaltarse que, en materia de infraestructura del transporte, el artículo 21 de la Ley 150 
de 1993 dispone que para su construcción y conservación se dispondrá de los recursos “que 
se apropien del Presupuesto Nacional, y además cobrará el uso de las obras de 
infraestructura de transporte a los usuarios”, a través de la imposición de “peajes, tarifas y 
tasas”. 
 
Un ejemplo de la utilización del contrato de obra pública en la infraestructura social del 
transporte se encuentra en el Programa Vías para la Equidad, “un programa de 
pavimentación que prioriza aquellos tramos necesarios para la construcción de la paz y el 
cierre de brechas regionales, y aquellos tramos que conecten ciudades capitales de 
departamento”249. Aunque a través de los proyectos que se ejecuten en este programa se 
puede llevar a cabo la inversión social y con ella la garantía del derecho al desarrollo, dada 
la naturaleza del contrato de obra pública  no cumplirían con los criterios necesarios para ser 
considerados inversión de impacto social, pues el rol del particular no es realizar una 
inversión, sino llevar a cabo una obra a cuenta y riesgo del Instituto Nacional de Vías -
INVÍAS-, quien lo remunera a través de su presupuesto. 
 
En efecto, siendo que en el contrato de obra pública el pago debe ser efectuado directamente 
por la entidad estatal contratante, consideramos que esta modalidad contractual no 
compagina con la naturaleza del mercado de inversión de impacto social, puesto que, dada la 
                                                          
247 COLOMBIA. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA. “Guía de Procesos de 
Contratación de obra pública” [en línea]. Colombia Compra Eficiente. G-GPCOP-01, p. 9 
248 ESCOBAR HENRIQUEZ, Álvaro B. Op. Cit., p. 82.  
249 COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN.  CONPES 3840 de 2015 “Importancia 
Estratégica del Programa Vía para la Equidad”. 3 de agosto de 2015. 
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naturaleza de las inversiones, el contratista debe estar en la posibilidad de poner su capital 
bajo cuenta y riesgo propios.  
 
Por otro lado, la limitación a la autonomía de la voluntad que rige el contrato de obra pública 
puede llevar a que los inversionistas de impacto no estén interesados en utilizar esta figura, 
debido a que se verían sometidos a un proceso de selección por licitación pública y a la 
aplicación de cláusulas exorbitantes, que si bien buscan dotar de transparencia y eficiencia la 
contratación del proyecto, en materia de inversión privada no tienen mucho sentido, puesto 
que el primer interesado en obtener los mejores resultados es el inversionista mismo, toda 
vez que su remuneración depende de ello. 
 
3.2.2. Contrato de Concesión 
El Diccionario de la Real Academia Española define el acto de conceder como “dar, otorgar, 
ceder”; acto que en materia de contratación estatal proviene de una entidad pública 
(concedente) y tiene como destinatario un particular (concesionario), al que se le permite 
realizar bajo su cuenta y riesgo una labor para la que en principio no estaría facultado.  
Su aparición en nuestro ordenamiento jurídico se encuentra en el artículo 682 del Código 
Civil, donde se regulan los derechos sobre las construcciones realizadas por particulares en 
bienes públicos “con permiso de la autoridad competente” y se consagra por primera vez lo 
que hoy conocemos como la cláusula de reversión250. La evolución de esta regulación durante 
el siglo XX, llevó a la creación del contrato de concesión en el numeral 4° del artículo 32 de 
la Ley 80 de 1993, donde se señala que: 
                                                          
250 ARTICULO 682. DERECHOS SOBRE LAS CONSTRUCCIONES REALIZADAS EN BIENES 
PUBLICOS. “Sobre las obras que con permiso de la autoridad competente se construyan en sitios de propiedad 
de la Unión, no tienen los particulares que han obtenido este permiso, sino el uso y goce de ellas, y no la 
propiedad del suelo. 
Abandonadas las obras o terminado el tiempo por el cual se concedió el permiso, se restituyen ellas y el suelo, 
por el ministerio de la ley, al uso y goce privativo de la Unión o al uso y goce general de los habitantes, según 
prescriba la autoridad soberana. Pero no se entiende lo dicho si la propiedad del suelo ha sido concedida 
expresamente por la Unión”. 
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“Son contratos de concesión los que celebran las entidades estatales con el objeto 
de otorgar a una persona llamada concesionario la prestación, operación, 
explotación, organización o gestión, total o parcial, de un servicio público, o la 
construcción, explotación o conservación total o parcial, de una obra o bien 
destinados al servicio o uso público, así como todas aquellas actividades necesarias 
para la adecuada prestación o funcionamiento de la obra o servicio por cuenta y 
riesgo del concesionario y bajo la vigilancia y control de la entidad concedente, a 
cambio de una remuneración que puede consistir en derechos, tarifas, tasas, 
valorización, o en la participación que se le otorgue en la explotación del bien, o 
en una suma periódica, única o porcentual y, en general, en cualquier otra 
modalidad de contraprestación que las partes acuerden”. 
De acuerdo a esta definición, el Consejo de Estado ha señalado que en este tipo de contratos 
el particular: 
“a) asume la gestión de un servicio público que corresponde al Estado sustituyéndolo 
en el cumplimiento de dicha carga o la construcción y/o mantenimiento de una obra 
pública;  
b) obtiene autorización para explotar un bien destinado al servicio o uso público; y  
c) asume la condición de colaborador de la administración en el cumplimiento de los 
fines Estatales, para la continua y eficiente prestación de los servicios públicos o la 
debida ejecución de las obras públicas”251. 
La diferencia fundamental entre el contrato de obra pública y el contrato de concesión radica 
en el objeto del contrato y en la forma de remuneración. Sobre el objeto del contrato, el 
contrato de concesión no se limita a la realización de un trabajo material sobre un bien 
inmueble, sino que también permite prestar un servicio o poner en funcionamiento la obra 
realizada, sin importar si es un bien mueble o inmueble. Además, a través del contrato de 
                                                          
251 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. 27 de noviembre de 
2014. Rad:  11001-03-25-000-2010-00196-00(1486-10). M.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez. 
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concesión se puede contratar la prestación, operación, explotación, organización o gestión de 
servicios públicos, lo cual no es posible a través del contrato de obra pública. 
Sobre la forma de remuneración del concesionario252, mientras que en el contrato de obra 
pública los recursos provienen de las arcas de la entidad pública contratante, en la concesión 
los recursos deben provenir total o parcialmente del concesionario, quien será remunerado a 
través de un sinfín de modalidades, dentro de las que sobresale “la participación que le 
otorgue en la explotación del bien”.  
Teniendo en cuenta que “el futuro de la financiación de los contratos públicos es la 
vinculación del capital privado”253, el contrato de concesión se erige como el medio jurídico 
que permite la inversión de recursos privados en la realización de los fines del Estado, tal y 
como lo reconoció el Consejo de Estado al señalar que: 
“El contrato de concesión es un mecanismo contractual que busca estimular la 
inversión pública o privada en proyectos específicos de obras públicas, de gestión de 
servicios públicos o explotación de bienes, en razón de la dificultad que tiene el 
Estado, por motivos técnicos o financieros, de desarrollar y prestar directamente 
determinados servicios que le son propios”254. 
Ahora bien, mediante la Ley de Asociaciones Público Privadas -APP-, Ley 1508 de 2012, se 
creó el esquema de las asociaciones público privadas como un mecanismo financiero para 
llevar a cabo los contratos de concesión de obra pública o de prestación de servicios públicos 
que incluyan la operación y mantenimiento de los mismos, siempre y cuando el monto del 
                                                          
252 FONSECA PRADA considera que de las definiciones de estos contratos que otorga la Ley 80 de 1993 no se 
encuentra mayor diferencia entre los mismos, “puestos que ambos aceptan cualquier modalidad de 
contraprestación o pago que las partes acuerden”, y que es fue el artículo 30 de la Ley 105 de 1993 el que 
introdujo el verdadero elemento diferenciador del contrato de concesión: “el concesionario invierte capital en 
la ejecución de la [obra], financiando total o parcialmente su costo. Aún más, la explota y obtiene su 
remuneración con el producto de la obra”. FONSECA PRADA, Eduardo. “El contrato de concesión de 
servicios y de infraestructura” en Revista de Derecho Público, mayo de 2004, Universidad de los Andes, No. 
17, No. 17, Facultad de Derecho, página 28. 
253 IBAGÓN IBAGÓN, Mónica Liliana. Op. Cit., p. 161. 
254 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. 27 de noviembre de 
2014. Rad:  11001-03-25-000-2010-00196-00(1486-10). M.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez. 
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proyecto sea superior a 6.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes y el plazo del 
contrato sea de máximo 30 años255. 
En el inciso tercero del artículo 4° de la Ley de Asociaciones Público Privadas se determina 
de manera específica que en los contratos que se sometan a dicho esquema la remuneración 
del contratista se llevará a cabo a través “del derecho a la explotación económica de esa 
infraestructura o servicio, en las condiciones que se pacte, por el tiempo que se acuerde, con 
aportes del Estado cuando la naturaleza del proyecto lo requiera”. En este sentido, las APP 
pueden financiarse tanto de los ingresos que genere el proyecto como de los recursos  que el 
Estado destine para ello, sin que esto cambie la naturaleza del contrato, toda vez que “las 
asociaciones público-privadas constituyen una expresión de una operación económica, y no 
un concepto propiamente jurídico”256. 
Según lo dispuesto en dicho artículo, en la etapa de estructuración del proyecto se debe 
determinar si es viable someter un proyecto de infraestructura al esquema de las APP o si 
debe llevarse a cabo a través del contrato de obra pública teniendo en cuenta “los estudios 
económicos o de análisis de costo beneficio o los dictámenes comparativos”. En la práctica 
dicha determinación se hace a través de un concepto favorable del Departamento Nacional 
de Planeación o de la entidad de planeación de la entidad territorial, donde se utiliza como 
parámetro la “Metodología del Comparador Público Privado”. 
La Metodología del Comparador Público Privado se encuentra descrita en el Anexo No. 1 de 
la Resolución 3656 de 2012 del Departamento Nacional de Planeación y a través de ella se 
“contrasta cuantitativamente la modalidad de ejecución de un proyecto público con la 
                                                          
255 Artículo 1° de la Ley 1508 de 2012: “Las Asociaciones Público Privadas son un instrumento de vinculación 
de capital privado, que se materializan en un contrato entre una entidad estatal y una persona natural o jurídica 
de derecho privado, para la provisión de bienes públicos y de sus servicios relacionados, que involucra la 
retención y transferencias de riesgos entre las partes y mecanismos de pago, relacionados con la disponibilidad 
el nivel de servicio de la infraestructura y/o servicio”. 
256 SANTOS RODRÍGUEZ, Jorge Enrique.  “Las asociaciones público-privadas de iniciativa privada y el 
cambio en la lógica contractual tradicional”. En MONTAÑA PLATA, Alberto & RINCÓN CÓRDONA, Jorge 
Iván (editores).  Contratos Públicos: Problemas, Perspectivas y Prospectivas. XVIII Jornadas Internacionales 
de Derecho Administrativo. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, p. 676. 
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modalidad APP, para decidir si la participación del sector privado en asociación con el 
sector público puede aportar más valor en el desarrollo del proyecto”. 
Dicho lo anterior, nos disponemos a analizar los criterios del contrato de concesión relevantes 
para nuestro trabajo, esto es, el proceso de selección del concesionario, las cláusulas 
exorbitantes y la forma de pago. 
Sobre los procesos de selección, el contrato de concesión propiamente dicho se rige por las 
normas generales de la contratación estatal, por lo que se debe someter la selección del 
concesionario a un proceso de licitación pública de acuerdo a lo establecido en la Ley 80 de 
1993. 
No obstante, cuando el contrato de concesión se ejecute a través del esquema de Asociaciones 
Público Privadas, el proceso de selección pasa a depender de si el proyecto es de iniciativa 
pública o de iniciativa privada. 
Cuando el proyecto a concesionar a través de un APP sea de iniciativa pública, el artículo 9 
de la Ley 1508 del 2015 estipula que la selección debe llevarse a cabo a través del “sistema 
de precalificación”, luego de haber preelegido mediante convocatoria pública un grupo 
limitado de oferentes, para escoger al adjudicatario teniendo en cuenta los factores de 
escogencia y calificación determinados en los pliegos de condiciones; proceso de selección 
equiparable a la licitación pública.   
Mientras que cuando el proyecto sea de iniciativa privada, el artículo 15 de la Ley 1508 
determina que la entidad revisará el proyecto en etapa de prefactibilidad y en un plazo 
máximo de tres meses verificará si es un proyecto de interés y si podría ser viable. En caso 
de ser viable autoriza al originador de la propuesta para que presente el proyecto en etapa de 
factibilidad, momento en el cual la entidad entraría a evaluar la propuesta durante un plazo 
máximo de seis meses y a consultar con terceros y autoridades competentes. 
Una vez realizada la evaluación, la entidad puede aprobar o rechazar la propuesta. En el 
primer caso le informará al originador las condiciones de su aceptación y el monto que acepta 
pagar por los estudios de prefactibilidad y factibilidad realizados por él; mientras que en el 
segundo caso emitirá acto administrativo de rechazo debidamente motivado, caso en el cual 
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la propiedad de los estudios de prefactibilidad y factibilidad será del originador, aunque la 
entidad tiene la opción de adquirir los que necesite. 
No obstante lo anterior, cuando un proyecto de iniciativa privada requiera el desembolso de 
recursos públicos, o cuando en cualquier proyecto se retribuya al inversionista privado 
mediante el reconocimiento de derechos reales sobre inmuebles, la selección se llevará a cabo 
mediante licitación pública257. En el caso de los proyectos de iniciativa privada el originador 
tendrá una bonificación dentro del proceso de selección y, de no ser seleccionado, debe 
recibir del adjudicatario el valor de los costos de los estudios para la estructuración del 
proyecto. 
Si no se necesita el desembolso de recursos públicos en los proyectos de iniciativa privada y 
siempre y cuando no se haya presentado un tercero interesado en el mismo, el originador será 
seleccionado a través de la modalidad de contratación directa. Si se presenta el tercero 
interesado, la selección se llevará a cabo a través de un proceso de selección abreviada de 
menor cuantía con precalificación, teniendo el originador del proyecto el privilegio de 
presentar una mejor propuesta y, en caso de no ser seleccionado, recibir del adjudicatario el 
valor de los estudios de estructuración del proyecto. 
Consideramos que, a diferencia de lo que sucede en el contrato de concesión propiamente 
dicho, el proceso de selección del contrato de concesión que opera bajo la figura de las APP 
es coherente con los intereses del proponente y de los inversionistas que lo financian, en 
cuanto permite la selección del concesionario a través de la contratación directa si el proyecto 
es de iniciativa privada y no requiere el desembolso de recursos públicos, siendo esta 
modalidad de selección la máxima expresión de la autonomía de la voluntad en materia de 
contratación pública. 
En segundo lugar, el contrato de concesión también se encuentra sometido a las cláusulas 
exorbitantes como limitación a la autonomía de la voluntad, siendo estas: la cláusula del 
sometimiento a las leyes colombianas; la cláusula de caducidad; cláusula de interpretación 
                                                          
257 Parágrafo 4° del Artículo 5° y Artículo 17 de la Ley 1508 de 2012 
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unilateral; cláusula de modificación unilateral; cláusula de terminación unilateral y; cláusula 
de reversión. 
En un principio, la Ley 105 de 1993 había establecido que sólo habría lugar a la aplicación 
de las cláusulas de modificación, interpretación y terminación unilateral, “mientras el 
concesionario cumple la obligación de las inversiones de construcción o rehabilitación”258. 
No obstante, la Ley 1682 derogó de manera expresa esta norma, por lo que se entiende que 
las cláusulas rigen durante toda la ejecución del contrato. 
Haciendo referencia a la cláusula de modificación unilateral en específico, PARRA 
GUTIÉRREZ ha señalado que el contrato de concesión está integrado por dos partes: una 
típicamente contractual que contiene las cláusulas propias del objeto del contrato y otra 
financiera donde se regula la remuneración del contratista. Para el autor la modificación 
unilateral sólo puede aplicarse sobre las cláusulas propias del contrato, y no sobre las 
financieras, “pues en tal caso se lesiona el principio del mandamiento del equilibrio 
financiero”259. 
Dentro de las novedades de la Ley 1682 del 2013, en el artículo 13 se determinó que todos 
los contratos que adelanten proyectos de infraestructura de transporte deben incluir una 
cláusula donde se establezca la fórmula matemática que determine las prestaciones de ambas 
partes en caso de darse una terminación anticipada del contrato por aplicación de la cláusula 
de terminación unilateral260; disposición que puede resultar sumamente atractiva para los 
inversionistas, pues blinda su inversión frente a la eventual terminación unilateral del 
contrato. 
Con respecto a la forma de pago, de acuerdo a lo estipulado en el artículo 3° de la Ley 1508 
de 2012, cuando el proyecto sea de iniciativa privada los recursos públicos a desembolsar no 
pueden superar el 30% de valor estimado del proyecto o el 20% del mismo cuando sea un 
proyecto de infraestructura vial. 
                                                          
258 Artículo 32° de la Ley 105 de 1993 (Derogado). 
259 PARRA GUTIÉRREZ, William René. Op. Cit., p. 109. 




Esta última limitación puede llegar a ser problemática en un proyecto de infraestructura social 
de iniciativa privada, como sería el caso de la provisión de infraestructura del transporte en 
zonas empobrecidas, toda vez que por sí mismo no podría generar los recursos suficientes 
para remunerar al concesionario. Teniendo en cuenta a SANTOS RODRÍGUEZ cuando 
señala que la intención del legislador al permitir que la remuneración del contratista provenga 
del Estado era “extender la aplicabilidad de la figura de las asociaciones público-privadas 
a toda clase de infraestructuras, incluyendo, por ejemplo, bibliotecas, museos, cárceles y 
carreteras donde no se cobra peaje, entre otros, casos en los cuales será procedente la 
utilización de los recursos presupuestales como única fuente de remuneración de la inversión 
privada”261; consideramos que el porcentaje de participación de los recursos públicos en los 
proyectos de APP de iniciativa privada debe ampliarse cuando estos cumplan con las 
características de la inversión de impacto social, adoptando medidas objetivas de selección 
del concesionario para proteger la inversión de dichos recursos públicos.  
 
Por otro lado, uno de los temas más importantes en el esquema de APP, es que permite que 
la remuneración se pacte por unidades funcionales y por etapas262, y se condiciona a “la 
disponibilidad de la infraestructura, al cumplimiento de niveles de servicio, y estándares de 
calidad en las distintas unidades funcionales o etapas del proyecto, y los demás requisitos 
que determine el reglamento”263. De manera que hasta que la respectiva unidad funcional o 
la obra, si es el caso, no se encuentre disponible de acuerdo a los niveles de servicios y 
estándares de calidad, el contratista no podrá recuperar su inversión. 
Ahora bien, en materia de infraestructura del transporte en específico, encontramos que según 
el modo de transporte se han establecido normas especiales en cuanto a los tres criterios de 
limitación de la autonomía de la voluntad analizados en este trabajo. Por lo que a 
continuación, estudiaremos las estipulaciones en tal sentido sobre el contrato de concesión 
                                                          
261 SANTOS RODRÍGUEZ, Jorge Enrique.  Op. Cit., p. 681. 
262 Parágrafos 2° y 3° del Artículo 5° de la Ley 1508 de 2012 
263 Artículo 5° de la Ley 1508 de 2012. 
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de obra pública de infraestructura vial, el contrato de concesión aeroportuaria y el contrato 
de concesión portuaria, de manera individual. 
- Los contratos de concesión de obra pública de infraestructura vial264, o simplemente 
contratos de concesión vial, se encuentran regulados en el artículo 30 de la Ley 105 
de 1993, donde se señala que su objeto es “otorgar concesiones a particulares para la 
construcción, rehabilitación y conservación de proyectos de infraestructura vial”, y 
su remuneración se prevé a través de peajes y/o valoración, de acuerdo a la fórmula 
para la recuperación de la inversión que se establezca265. 
Sobre la infraestructura vial en particular, encontramos que según el parágrafo 3  
artículo 30 de la Ley 105266 los ingresos que produzca la obra serán asignados al 
concesionario hasta que éste obtenga el retorno del capital invertido dentro del plazo 
del contrato, y en el artículo 33 de la misma prevé dos tipos de circunstancias en 
cuanto a la obtención de los ingresos de la obra: (i) que no alcancen para recuperar la 
inversión del contratista, o (ii) que sobrepasen el máximo del valor esperado.  
 
En el primer caso, se dispone que la entidad concedente “podrá establecer garantías 
de ingresos mínimos utilizando recursos del presupuesto de la entidad respectiva”, 
por lo que se adoptaría una modalidad de remuneración parecida a la del contrato de 
obra pública, donde lo que se tiene es un pago por parte de la entidad, con el fin de 
mantener el principio de ecuación financiera y de reciprocidad en las prestaciones.  
Mientras que con respecto al segundo, el artículo prevé que “cuando los ingresos 
sobrepasen un máximo, los ingresos adicionales transferidos a la entidad contratante 
                                                          
264 En materia de infraestructura el Consejo de Estado entiende que la expresión vía pública comprende: “las  
vías carreteables, vehiculares, las  calles, puentes, carreteras, autopistas, túneles, viaductos, carrileras, 
puentes férreos, aceras, puentes peatonales, paseos y similares (…) , las vías de comunicación aérea, marítima 
y fluvial, como modos de transporte,  no se subsumen en la noción de vía pública. ” CONSEJO DE ESTADO. 
SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL. Concepto del 9 de marzo del 2000. Rad. 1258 
265 El sistema tarifario que se aplica en los contratos de infraestructura vial considera tarifas diferenciales, en 
relación con las distancias recorridas, las características vehiculares y sus respectivos costos de operación. 
266 Parágrafo 3 del artículo 30 de la Ley 105 de 1993: “Bajo el esquema de concesión, los ingresos que produzca 
la obra dada en concesión, serán asignados en su totalidad al concesionario privado, hasta tanto éste obtenga 
dentro del plazo estipulado en el contrato de concesión, el retorno al capital invertido”. 
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a medida que se causen, podrán ser llevados a reducir el plazo de la concesión, o 
utilizados para obras adicionales, dentro del mismo sistema vial”, situación ésta que 
lleva a que el inversionista privado nunca pueda gozar de los ingresos adicionales que 
se causen en la obra que opera bajo su cuenta y riesgo, limitando así la rentabilidad 
financiera del mismo, lo que también conduce a desincentivar la inversión de impacto 
social. 
Teniendo en cuenta que los ingresos adicionales pueden ser utilizados para obras 
adicionales, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado determinó que 
en materia de concesión de infraestructura del transporte vial no siempre opera el 
límite establecido en el inciso segundo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993, según el 
cual los contratos estatales no pueden adicionarse en más del 50% del valor del 
contrato inicialmente pactado, “sino que se pueden adicionar por el valor de los 
ingresos que sobrepasen el máximo acordado en el contrato, de acuerdo con el 
supuesto de la norma”267. 
- Contratos de concesión de infraestructura aeroportuaria: La posibilidad de celebrar 
contratos de concesión aeroportuaria fue creada en el artículo 48 de la Ley 105 de 
1993 como una estrategias de descentralización aeroportuaria, donde se señaló que la 
Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, en adelante Aeronáutica Civil, 
“podrá celebrar contratos de administración, concesión o similares sobre 
aeropuertos de propiedad del Fondo Aeronáutico Nacional, con entidades 
especializadas o asociaciones regionales, en las cuales la participación estatal no 
podrá ser superior al cincuenta por ciento (50%)”.   
Sobre la naturaleza de las entidades especializadas de las que trata dicho artículo, el 
decreto reglamentario del mismo - Decreto 1647 de 1994 - señaló que son “sociedades 
                                                          
267 “Esta excepción aplica únicamente en el caso de que hayan ingresos adicionales, pues la Sala señala que 
“si se trata de utilizar otros recursos (presupuesto nacional, impuesto de valorización, cesión del recaudo de 
nuevos peajes, ampliación del plazo de operación de la vía, etc.) para hacer las obras  adicionales, no se daría 
la hipótesis de la norma y entonces se aplicaría la norma general del artículo 40 de la ley 80 de 1993, 
consistente en que tales obras adicionales tendrían como límite el cincuenta por ciento (50%) del valor original 
del contrato”. CONSEJO DE ESTADO. SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL. Concepto del 9 de 
marzo del 2000. Rad. 1258 
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de nacionalidad colombiana, con objeto especializado, en las cuales la participación 
estatal, no podrá superar el 50%”.  En este mismo sentido el documento CONPES 
2727 de 1994, también se señaló que “los aeropuertos comerciales de mayor 
movimiento serán entregados en concesión a sociedades de objeto especializado, en 
las cuales la participación estatal no podrá ser superior al 50%”, las cuales deben 
pagar una contraprestación a la Aeronáutica Civil” 268. 
A raíz de esta normatividad se llevó a cabo la Primera Generación de Concesiones 
Aeroportuarias en el país, bajo un modelo de ingresos mínimos garantizados al 
concesionario, donde éste no debía asumir ningún riesgo a cambio de entregar una 
contraprestación dineraria fija a la Aeronáutica Civil.  Las concesiones adjudicadas 
bajo esta primera generación fueron la del Aeropuerto Rafael Núñez de Cartagena269 
y el Aeropuerto Ernesto Cortissoz de Barranquilla270 y la pista aérea del Aeropuerto 
El Dorado de Bogotá271. 
La segunda generación de concesiones aeroportuarias tuvo como único objeto la 
concesión del Aeropuerto Alfonso Bonilla Aragón de Cali272. En esta generación se 
reformó la naturaleza de la sociedad concesionaria, permitiendo “otras formas de 
asociación más flexibles tales como consorcios, uniones temporales, sociedades de 
economía mixta, etc”273. Además, se eliminó la contraprestación fija a la Aeronáutica 
                                                          
268 En este documento se reconoce la incapacidad del Estado para cumplir con todos sus fines por si solo al 
señalar  “la Aerocivil no ha invertido lo suficiente en mantenimiento [de las instalaciones aeroportuarias], 
dada la limitación de recursos y la ineficiencia en la asignación de los mismo, asociada a la administración 
centralizada”. COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN.  CONPES 2727 de 1994 
“Reordenamiento Institucional y Plan de Expansión del Sistema Aeroportuario”. 30 de agosto de 1994. 
269 Contrato de Concesión No. 186 de 1996 de la UNIDAD ADMINISTRATVA ESPECIAL AERONÁUTICA 
CIVIL. 
270 Contrato de Concesión No. 001  de 1997 de la UNIDAD ADMINISTRATVA ESPECIAL AERONÁUTICA 
CIVIL. 
271 Contrato de Concesión No. 110  de 1995 de la UNIDAD ADMINISTRATVA ESPECIAL AERONÁUTICA 
CIVIL Y CODAD. 
272 Contrato de Concesión No. 058  de 2000 de la UNIDAD ADMINISTRATVA ESPECIAL AERONÁUTICA 
CIVIL Y AEROCALI. 
273 BOTEROS CUARTAS, María Isabel & FERNÁNDEZ ÁVILA, Rodrigo. “Contrato de Concesión de 
Aeropuertos en Colombia”. Tesis de Grado. Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana, 2002.  
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Civil, creándose una contraprestación variable que dependía de los ingresos brutos 
obtenidos por el concesionario. 
Desde el año 2006 surgió la tercera generación con la concesión del Aeropuerto el 
Dorado de Bogotá274, caracterizada porque “su objeto no consiste únicamente en la 
administración y operación de los aeropuertos, sino en la ejecución por parte del 
concesionario de obras de modernización y expansión de los mismos”275 y porque se 
introdujo una contraprestación variable que dependía del total del ingreso que 
recaudaba el concesionario. Sobre la remuneración del concesionario, en estos 
contratos se introdujo el “ingreso esperado”, y se dispuso que sin importar el plazo 
de la concesión, cuando éste se alcance se da por terminado el contrato, pero si no se 
logra el ingreso esperado antes de agotarse el plazo, el concesionario asume el riesgo 
de perder la inversión. 
En esta generación también se dio la concesión en grupo para permitir que aeropuertos 
con poca viabilidad financiera recibieran inversión privada. Estos grupos fueron:  los  
Aeropuertos Gustavo Rojas Pinilla de San Andrés y El Embrujo de Providencia276; 
los Aeropuertos Antonio Roldán Betancourt de Carepa, El Caraño de Quibdó, José 
María Córdova de Rionegro, Las Brujas de Corozal, Los Garzones de Monería y 
Enrique Olaya Herrera de Medellín277; los Aeropuertos Almirante Padilla de 
Riohacha, Aeropuerto Internacional Simón Bolívar de Santa Marta, Aeropuerto 
Alfonso López Pumarejo de Valledupar, Aeropuerto Internacional Palonegro de 
Bucaramanga, Aeropuerto Yariguíes de Barrancabermeja y Aeropuerto Internacional 
Camilo Daza de Cúcuta278. 
                                                          
274 Contrato No. 6000169 OK de 2006. UNIDAD ADMINISTRATVA ESPECIAL AERONÁUTICA CIVIL y  
275 SARMIENTO GARCÍA, MANUEL GUILLERMO. “El marco constitucional y legal de las concesiones 
aeroportuarias y sus consecuencias en la privatización de los aeropuertos en Colombia”. Revista 
Latinoamericana de Derecho Aeronáutico. Buenos Aires. Abril del 2012. No. 56. 
276 Contrato No. 7000002 OK de 2007. UNIDAD ADMINISTRATVA ESPECIAL AERONÁUTICA CIVIL y 
OPAIN S.A.  
277 Contrato No. No.800000011 OK de 2008. UNIDAD ADMINISTRATVA ESPECIAL AERONÁUTICA 
CIVIL y AIRPLAN S.A. 
278 Contrato No. 10000078 OK de 2008. UNIDAD ADMINISTRATVA ESPECIAL AERONÁUTICA CIVIL 
y AEROPUERTOS DE ORIENTE S.A. 
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Por último, la cuarta generación de concesiones aeroportuarias surgió con la 
expedición de la Ley de Asociaciones Público-Privadas - Ley 1508 de 2012, y 
solamente se ha aplicado a la nueva concesión del Aeropuerto Internacional Ernesto 
Cortissoz de Barranquilla279. Aunque “previo a la expedición de la Ley 1508 de 2012, 
los contratos de concesión de la terminal de El Dorado, los de Centro Norte y 
Nororiente ya habían introducido elementos de las APP, como el valor esperado del 
contrato y la remuneración del concesionario ligada exclusivamente a la prestación 
de servicios y no a valores fijos”280. La regulación de las APP en esta generación 
llevó a que se incluyera el cumplimiento de estándares de calidad y niveles de 
servicios. 
En general, la remuneración de las concesiones aeroportuarias se obtiene a través de 
la cesión de derechos que la Aeronáutica Civil hace al concesionario sobre los 
Ingresos Regulados y los Ingresos no Regulados. Según el RAC 14, los primeros “son 
aquellos que hayan sido definidos como tal por las partes en un contrato de concesión 
aeroportuaria”281, dentro de los que se suelen estipular el cobro y recaudo de las 
“tasas, tarifas y derechos por la prestación de los servicios aeronáuticos y 
aeroportuarios”282”, de conformidad al artículo 1819 del Código de Comercio donde 
se establece que “el explotador de aeródromos públicos podrá cobrar tasas a los 
usuarios previa reglamentación y permiso de la autoridad aeronáutica”. 
Mientras que los Ingresos no Regulados son todos los demás servicios no 
aeronáuticos que no están señalados en el contrato de concesión aeroportuaria, y “se 
refieren principalmente a los aspectos comerciales del aeropuerto”, como son el 
                                                          
279 Contrato No. 003 de 2015. AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA y GRUPO 
AEROPORTUARIO DEL CARIBE S.A. 
280 MARTÍNEZ ORTIZ, Astrid & GARCÍA ROMERO, Helena. “Competitividad en el transporte aéreo en 
Colombia”. Informe final de Fedesarrollo a Fontur. FEDESARROLLO, p. 92 
281 COLOMBIA. UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE AERONÁUTICA CIVIL. Reglamento 
Aeronáutico Colombiano No. 14 – Apéndice 2, p. 255. 
282 “El concesionario de aeropuertos se encuentra autorizado a cobrar a los pasajeros, explotadores de aeronaves 
y demás usuarios de los mismos las tasas y los derechos (…) y a efectuar su recaudo”. COLOMBIA. UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE AERONÁUTICA CIVIL. “Resolución 04530 de 21 de septiembre de 
2007. Diario Oficial No. 46.759 de 22 de septiembre de 2007. 
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arrendamiento de locales comerciales, el servicio de taxi o el servicio de hotel, entre 
otros. 
Debe anotarse que de acuerdo a la reasignación de funciones relacionadas con la 
gestión contractual dispuesta en el artículo 27 del Decreto 4165 del 2011, a partir del 
1° de enero de 2014 se entiende que la entidad contratante de la “la totalidad de los 
contratos asociados a las áreas de aeródromos” es la Agencia Nacional de 
Infraestructura y no la Aeronáutica Civil, aunque ésta sigue recibiendo la 
contraprestación por parte de los concesionarios aeroportuarios.  
Por lo demás, la concesión aeroportuaria se rige por las disposiciones generales del 
contrato de concesión y de las Asociaciones Público-Privadas, incluyendo la 
aplicación cláusula de reversión de la infraestructura al final el plazo de la concesión.  
- Contrato de Concesión Portuaria Marítima y Fluvial: A diferencia de los demás 
contratos estatales para la provisión de infraestructura del transporte, el contrato de 
concesión portuaria es la única forma de contratación de la infraestructura portuaria283 
y está regulada en el Estatuto de Puertos Marítimos - Ley 1° de 1991 -, en el cual es 
definido como  
“un contrato administrativo en virtud del cual la Nación, por intermedio de 
la Superintendencia General de Puertos, permite que una sociedad portuaria 
ocupe y utilice en forma temporal y exclusiva las playas, terrenos de bajamar 
y zonas accesorias a aquéllas o éstos, para la construcción y operación de un 
puerto a cambio de una contraprestación económica a favor de la Nación, y 
de los municipios o distritos donde operen los puertos”284. 
Si bien este artículo sólo hace referencia a la actividad portuaria marítima, por 
disposición del artículo 64 del Código Nacional de Navegación y Actividades 
                                                          
283 “De conformidad con lo previsto en el artículo 6 la Ley 1ª de 1991 todas las sociedades portuarias, oficiales, 
particulares o mixtas, requieren de una concesión para ocupar y usar en sus actividades las playas y las zonas 
de bajamar y zonas accesorias”. CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, SECCIÓN QUINTA. Sentencia del 24 de mayo de 2018. Rad: 25000-23-24-000-2004-
00478-02, M.P. Carlos Enrique Moreno Rubio. 
284 Numeral 5.2 del artículo 5 de la Ley 1° de 1991. 
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Portuarias Fluviales - Ley 1242 de 2008 - la concesión sobre los puertos fluviales 
también se rige por a los procedimientos de la Ley 1° de 1991285, entendiendo por 
actividad portuaria fluvial “la construcción, mantenimiento, rehabilitación, operación 
y administración de puertos, terminales portuarios, muelles, embarcaderos, ubicados 
en las vías fluviales”286. En consecuencia, todo lo señalado a continuación sobre el 
contrato de concesión portuaria debe extenderse a la actividad portuaria fluvial. 
En su análisis de constitucionalidad sobre el contrato de concesión portuaria, la Corte 
Constitucional señaló: 
“Mediante el incentivo a la inversión privada en el sector portuario, el Estado 
asegura el cumplimiento del deber de garantizar la adecuación de la 
infraestructura portuaria a las especificaciones técnicas y tecnológicas 
necesarias para atender las exigencias del creciente comercio internacional, 
conforme a los requerimientos planteados por la globalización de los 
mercados”287. 
Antes de entrar a analizar este contrato, es pertinente señalar que debido a la 
reasignación de funciones que ha tenido el sector de infraestructura de transporte en 
general y el portuario en particular, actualmente la entidad encargada de la 
contratación de la infraestructura portuaria en todo el país es la Agencia Nacional de 
Infraestructura288, con excepción de los proyectos que se sitúen sobre el río 
Magdalena, caso en el cual la entidad encargada de llevar a cabo la contratación es la 
                                                          
285 Artículo 64 de la Ley 1242 de 2008: “La concesión sobre los puertos fluviales a cargo de la Nación o de 
entidades competentes y la de los puertos privados que se construyan se regirán conforme a los procedimientos 
establecidos en la Ley 1ª de 1991 y las normas que la reglamenten o modifiquen. Los particulares que 
administren u operen puertos o muelles fluviales bajo cualquier modalidad diferente a la concesión tendrán un 
plazo de 18 meses a partir de la promulgación de la presente ley para que se homologuen o soliciten la 
concesión portuaria”. 
286 Artículo 4 ° de la Ley 1242 de 2008. 
287 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. Sentencia C-068 de 2009.  10 de febrero del 2009. M.P. 
Mauricio González Cuervo. 
288 Artículo 3° del Decreto 4165 de 2011. 
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Corporación Autónoma Regional del Río Grande de la Magdalena – 
CORMAGDALENA -289. 
Desde su creación en la Ley 1° de 1991, el contrato de concesión portuaria ha gozado 
de una importante regulación a través de leyes y decretos, sin embargo, dados los 
fines de este trabajo no nos detendremos a analizar a profundidad dicha regulación, 
sino en lo ateniente al proceso de selección del concesionario, la aplicación de 
cláusulas exorbitantes, la contraprestación que recibe el Estado y la forma de 
remuneración del concesionario. 
- Proceso de Selección: En materia portuaria, no existen los procesos de selección que 
se establecen en el Estatuto de Contratación Pública, sino que se prevé una modalidad 
de selección sui generis destinada a elegir de manera objetiva la sociedad portuaria290 
a la que se otorgará la concesión. El trámite de este procedimiento depende de si el 
proceso se inicia a solicitud de parte o de oficio. 
 
En el primer caso, el artículo 9° de la Ley 1° de 1991 prevé el trámite de “la petición 
de concesión”, cuyo peticionario debe ser una sociedad portuaria, o al menos 
manifestar su intención de constituirse como tal. Dicha petición debe cumplir con los 
requisitos establecidos en el artículo 6° del Decreto 474 de 2015, dependiendo de la 
destinación que vaya a tener el puerto, esto es “el servicio público o privado de 
importación o exportación de bienes” o “el servicio público o privado en vías fluviales 
y para actividades pesqueras, industriales, madereras y bananeras”.  
 
                                                          
289 Parágrafo del artículo 20 de la Ley 161 de 1994 “[p]or la cual se organiza la Corporación Autónoma Regional 
del Río Grande de la Magdalena, se determinan sus fuentes de financiación y se dictan otras disposiciones” 
290 “Las sociedades portuarias, tienen el estatus jurídico  de  sociedades anónimas (art. 5.20 Ley 1 de 1991), 
que de conformidad con el artículo 31 de la Ley 1, se rigen por las normas del Código de Comercio, por la Ley 
1 y disposiciones concordantes. Son verdaderas sociedades de derecho privado en su constitución en general, 
pero también sus actos y contratos, incluso en donde existen aportes públicos,  se  rigen  por  las  reglas del 
derecho privado, sin atención al porcentaje que tales aportes representen dentro del capital, ni a la naturaleza 
del acto o contrato”. MURIEL-CICERI, JOSÉ HERNÁN. “¿La concesión portuaria, como una modalidad de 
privatización?”. Revista Pensamiento Jurídico, No. 30, Bogotá, 2011, p. 349.  
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Luego de ser presentada la solicitud, debe publicarse en periódicos de circulación 
nacional, con el fin de que terceros que tengan interés en la misma puedan oponerse 
a la misma o presentar una petición alternativa dentro de los dos meses siguientes a 
fecha de la última publicación291.  
 
Al finalizar estos dos meses, la entidad realiza una audiencia pública donde el 
peticionario presenta el proyecto de concesión que pretende desarrollar y se reciben 
los conceptos por parte de las entidades competentes de acuerdo al inciso segundo del 
artículo 10° de la Ley. 
 
Surtido lo anterior, la entidad encargada, esto es la Agencia Nacional de 
Infraestructura o CORMAGDALENA según el caso, puede negar292 o aprobar la 
concesión. En este último caso, la entidad expide una resolución donde se indica los 
términos en los que se otorga la concesión y solicita al proponente presentar la 
propuesta que mejor se acoja a ellos, luego de lo cual pasa a celebrarse el contrato de 
concesión portuaria o fluvial. 
 
En el segundo caso, esto es cuando existe una oferta oficiosa por parte de la entidad, 
previo concepto de las autoridades competentes, ésta debe expedir una resolución de 
oferta de la concesión con “los términos mínimos en los que estaría dispuesta a 
otorgar la concesión, y los requisitos que deben llenar y las garantías que deban 
                                                          
291 Sin embargo, los terceros interesados pueden abstenerse de presentar petición alternativa y en cambio iniciar 
un proceso nuevo, a través de una petición inicial propia. Al respecto el Consejo de Estado ha señalado que “la 
intervención de terceros dentro de una actuación ya iniciada, de que trata el artículo 10° de la Ley 1ª de 1991, 
es opcional y no hay prohibición para que una sociedad que está interesada en ser beneficiada por una 
concesión portuaria opte por solicitarla directamente, sin utilizar el mecanismo de la petición o propuesta 
alternativa, y que, las publicaciones que deben hacerse como requisito previo para presentar la solicitud, no 
tienen efectos de vinculación respecto de todas las personas determinadas o indeterminadas que tuvieren 
interés”. CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO AMINISTRATIVO, SECCIÓN 
PRIMERA, Sentencia del 15 de mayo de 2018. Rad: 25000-23-24-000-2009-00395-01, M.P. Alberto Yepes 
Barreiro. 
292 Artículo 12° del Decreto 474 de 2015: “En caso de que la petición no estuviere conforme a la ley y al plan 
de expansión portuaria, o tuviere impacto negativo ambiental o no se contemplen las obras necesarias para 
prevenirlo, o tuvieran inconvenientes cuya solución no sea posible, o la actividad resulte contraria a las 
disposiciones vigentes que regulen la actividad, o prosperaren las oposiciones propuestas, la entidad negará 
la solicitud de concesión. Esta decisión se adoptará por resolución motivada y se notificará al solicitante”. 
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constituir los interesados en recibirlas”293, resolución que debe ser publicada en 
diarios de circulación nacional para la recepción de proponentes.  
 
Posteriormente la entidad evalúa las propuestas recibidas y, si no hay oposición de 
las autoridades o de terceros por decidir, otorga la concesión al proponente cuya 
propuesta haya satisfecho mejor los requisitos de la oferta, mediante resolución 
motivada. En esta nueva resolución se señala el plazo para suscribir el contrato de 
concesión portuaria o fluvial y los requisitos que debe reunir de acuerdo al artículo 
18 del Decreto 474 de 2015. 
 
En consecuencia, consideramos que el proceso de selección de un concesionario 
marítimo o fluvial es más sencillo que el proceso licitación pública, y en el caso que 
sea de iniciativa privada o petición de parte puede equipararse a la contratación 
directa, lo que claramente incentiva la incursión de inversores de impacto en este 
sector. 
 
- Cláusulas exorbitantes: Según lo dispuesto en el artículo 24 del Decreto 
Reglamentario 838 de 1992, “en el contrato de concesión portuaria se deben estipular, 
además de las cláusulas propias o usuales conforme a su naturaleza, las exorbitantes 
propias de todo contrato administrativo”.  
 
Si bien este Decreto fue derogado294, consideramos que dado a que es una aplicación 
del artículo 14 de la Ley 80 de 1993, la cual no ha sido derogada, debe entenderse 
que su contenido se encuentra vigente, y por tanto las cláusulas excepcionales de 
interpretación, modificación y terminación unilateral, así como de caducidad y de 
reversión, se entienden pactadas en el contrato de concesión portuaria, aun cuando las 
partes no lo hayan estipulado así expresamente. 
 
                                                          
293 Artículo 13° de la Ley 1° de 1990. 
294 Véase artículo 50 del Decreto 4735 del 2009. 
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Con respecto a la aplicación de la cláusula de reversión específicamente, el artículo 
8° de la Ley 1° de 1991 establece que una vez se haya vencido el plazo de la 
concesión, esto es 20 años por regla general, o declarada la caducidad del contrato, 
“todas las construcciones e inmuebles por destinación que se encuentren 
habitualmente instalados en las zonas de uso público objeto de concesión serán 
cedidos gratuitamente a la Nación”. 
 
- Contraprestación: Según lo dispuesto en el artículo 7° de la Ley 1° de 1991, todas las 
sociedades portuarias deben pagar una contraprestación por las concesiones 
portuarias que reciban, de acuerdo a la metodología que defina el Gobierno Nacional. 
Dicha contraprestación se otorga en un 80% a la Nación a través de INVIAS y un 
20% a los municipios o distritos donde opere el puerto respectivo, destinados a 
inversión social. 
 
La metodología para fijar el valor de la contraprestación es determinada por el 
Gobierno Nacional en los planes de expansión portuaria, los cuales son expedidos 
periódicamente por el Consejo Nacional de Política Económica y Social – CONPES-
. 
- Forma de remuneración: La Ley 1° de 1991 no establece cual es la remuneración del 
concesionario, por lo que se puede inferir que en este tipo de contratos la 
remuneración se obtiene a través de la actividad portuaria de acuerdo al contrato 
pactado. Así, sobre la concesión portuaria la Corte Constitucional ha señalado: 
“[m]ediante el sistema de concesiones, el concesionario se compromete a explotar el 
servicio concesionado a su riesgo y ventura, y por tanto, a cobrar directamente del 
usuario las tarifas por el servicio prestado. Estas tarifas deben de tener una cierta 
regulación en las cláusulas concesionales”.295 
 
                                                          
295 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. Sentencia C-068 del 10 de febrero del 2009. M.P. Mauricio 
González Cuervo.  
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Tal y como ha quedado suficientemente ilustrado, el contrato de concesión en Colombia se 
presenta como la mejor alternativa contractual para incluir recursos del sector privado en la 
provisión de la infraestructura pública de transporte. Sin embargo, su contratación se 
encuentra limitada por algunas estipulaciones legales que pueden llegar a inhibir el ánimo de 
colaboración de los inversionistas de impacto, al dificultar y entrabar su participación a través 
de rígidas normas que están creadas para proteger el interés público, pero que en casos de 
inversión de impacto social pueden conllevar al desconocimiento del principio del equilibrio 
contractual. 
Afirmamos lo anterior debido a que, como lo señalamos en el segundo capítulo de este 
trabajo, en el caso de la inversión de impacto no sólo existe una intención social, sino también 
la intención del inversionista en recuperar la inversión realizada, a la mayor tasa de retorno 
posible, intenciones que, al contrario de lo que históricamente se ha considerado, no son 
contrapuestas, puesto que al final la falta de transparencia y eficiencia en el proyecto llegaría 
a afectar tanto el interés público, como el privado, por lo que  se debe otorgar un margen de 
confianza más amplio al concesionario, y permitirle desarrollar este tipo de proyectos de una 
manera más flexible.  
Una muestra de dicha flexibilidad puede verse en el proceso de selección del concesionario 
de infraestructura portuaria, donde no se debe dar apertura a un concurso público, sino que 
se analiza si el proyecto que el peticionario presenta cumple o no con los estándares que exige 
el Estado y sus necesidades. 
3.2.3. Contratación con entidades sin ánimo de lucro 
Si bien no es propio del sistema de contratación de infraestructura del transporte de nuestro 
país que el proveedor de servicios sea una entidad sin ánimo de lucro, dado el surgimiento 
del mercado de la inversión de impacto social en Colombia y su característica de incluir 
proveedores que tengan una clara intención social, es necesario analizar el marco regulatorio 
actual sobre contratación pública con entidades sin ánimo de lucro, para determinar si a través 




Para la doctrina, dicho marco regulatorio se encuentra encabezado por el segundo inciso del 
artículo 355 de la Constitución Política de Colombia, donde se regulan los contratos de 
interés público o de colaboración: 
“El Gobierno, en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal podrá, 
con recursos de los respectivos presupuestos, celebrar contratos con entidades 
privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad con el fin de impulsar 
programas y actividades de interés público acordes con el Plan Nacional y los planes 
seccionales de Desarrollo. El Gobierno Nacional reglamentará la materia”.  
 
De igual modo, de una interpretación exegética del texto la Corte Constitucional ha señalado 
que los requisitos para celebrar los contratos a los que se refiere el artículo 355 constitucional 
son:  
“(i) La entidad sin ánimo de lucro sea de reconocida idoneidad296. (ii) Se busque 
impulsar programas o actividades de interés público. (iii) Estos programas o 
actividades se encuentren acordes con el plan nacional y los planes seccionales de 
desarrollo. (iv) La contratación se realice en los términos previstos en el reglamento 
expedido por el Gobierno Nacional con tal propósito297”.   
Para el fin de este trabajo nos enfocaremos en el último de estos requisitos, con el fin de 
analizar el marco regulatorio de la contratación de entidades sin ánimo de lucro y si ofrecen 
un ambiente apto para los proveedores de servicio del mercado de inversión de impacto 
social. 
En cumplimiento de la última parte del inciso segundo del artículo 355 de la Constitución, el 
Gobierno Nacional expidió el Decreto 092 del 2017 “por medio del cual se reglamenta la 
contratación con entidades privadas sin ánimo de lucro a la que hace referencia el inciso 
segundo del artículo 355 de la Constitución Política”. En el artículo 2 de este decreto se 
                                                          
296 Según lo dispuesto en el artículo 3° del Decreto 092 del 2017, se considera que una entidad sin ánimo de 
lucro es de recocida idoneidad cuando, de acuerdo a su objeto estatutario, “es adecuada y apropiada para 
desarrollar las actividades son  objeto Proceso Contratación y cuenta con experiencia en objeto a contratar”. 
297 C-324 de 2009 
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señala tres requisitos de procedibilidad para la celebración de contratos con entidades 
privadas sin ánimo de lucro: 
“(a)   Que el objeto del contrato corresponda directamente a programas y 
actividades de interés público previstos en el Plan Nacional o seccional de 
Desarrollo, de acuerdo con el nivel de Entidad con los cuales esta busque 
exclusivamente promover los de personas en situación debilidad manifiesta o 
indefensión, los derechos de minorías, el derecho a la educación, derecho a paz, 
manifestaciones artísticas, culturales, deportivas y promoción de la diversidad étnica 
colombiana; 
(b)   Que el contrato no comporte una relación conmutativa en el cual haya una 
contraprestación directa a favor de la Entidad ni instrucciones precisas dadas por 
esta al contratista para cumplir con el objeto del contrato; y 
(c)   Que no exista oferta en el mercado de bienes, obras y servicios requeridos 
para la y política del plan de desarrollo objeto de la contratación, distinta de la oferta 
que hacen las entidades privadas sin ánimo lucro; o que, si existe, la contratación 
con entidades privadas sin ánimo de lucro represente optimización de los recursos 
públicos en términos de eficiencia, eficacia, economía y manejo del Riesgo. En demás 
eventos, la Entidad Estatal deberá aplicar la Ley 80 de 1993, sus modificaciones y 
reglamentos”. 
Una vez cumplido estos requisitos, puede llevarse a cabo la contratación establecida en el 
artículo 355 de la Constitución, sobre la cual nos proponemos a analizar los cuatros 
componentes que hemos definido como criterios importantes para nuestro trabajo: 
- Proceso de selección: El artículo 4° del Decreto 092 del 2017 dispone que, cuando 
existan más de una entidad sin ánimo de lucro interesada en ejecutar el programa o 
actividad de interés público a desarrollar, la entidad estatal, perteneciente a la rama 
ejecutiva, debe adelantar un “proceso competitivo” en el que luego de la publicación 
de los requisitos de ponderación de las ofertas por parte de la entidad y de la 
presentación de las mismas por parte de las entidades privadas sin ánimo de lucro, se 
123 
 
lleve a cabo la evaluación de las ofertas presentadas teniendo en cuenta los criterios 
definidos para el efecto. 
 
La entidad sólo puede prescindir de dicho proceso competitivo cuando el objeto del 
proceso de la contratación corresponda a “actividades artísticas, culturales, deportivas 
y de promoción de diversidad étnica colombiana, que solo pueden desarrollar 
determinadas personas naturales o jurídicas”298. 
 
- Cláusulas exorbitantes: Si bien la normatividad no hace referencia al sometimiento 
de las partes a las cláusulas exorbitantes, el artículo 8 del Decreto 092 del 2017 prevé 
que esta forma de contratación está sujeta a las normas generales aplicables a la 
contratación pública, dentro de las que claramente se incluye el sometimiento a las 
cláusulas exorbitantes. Sin embargo, en las disposiciones del artículo 14 de la Ley 80 
de 1993 no se hace referencia a qué tipo de cláusulas exorbitantes se aplican al 
contrato especial del artículo 355 constitucional, lo que lleva a pensar que 
dependiendo de la analogía que se realice el objeto de este contrato con los que están 
regulados en dicho artículo, se puede deben o no incluir las cláusulas. 
 
- Forma de pago: Aunque la normatividad tampoco regula este aspecto, de una 
interpretación teleológica de la norma podemos observar que el fin del constituyente 
fue evitar que las entidades sin ánimo de lucro gozaran de subvenciones gratuitas por 
parte del Estado. En efecto, en la Guía de Colombia Compra Eficiente se señala que 
“[e]sta contratación tiene origen en la necesidad de continuar con el apoyo de las 
Entidades Estatales a actividades benéficas en el nuevo marco constitucional sin 
auxilios parlamentarios”299. En vista de ello, la remuneración se haría a través del 
pago proveniente de la entidad estatal contratante, al igual que sucede en el contrato 
de obra pública. 
                                                          
298 Último inciso del Artículo 4° del Decreto 092 de 2017. 
299 COLOMBIA. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA. “Guía para la contratación con 




Los contratos de interés público o colaboración han sido considerados por Colombia Compra 
Eficiente como la modalidad idónea para financiar actividades a través de los Bonos de 
Impacto Social300, lo que también fue afirmado por los actores del primer Bono de Impacto 
Social en Colombia301.  
Debe señalarse que además de esta modalidad especial de contratación, el artículo 96 de la 
Ley 489 de 1998 prevé la posibilidad de que las entidades estatales celebren convenios de 
asociación con personas jurídicas particulares para “el desarrollo conjunto de actividades en 
relación con los cometidos y funciones que les asigna a aquellas la ley”. Dentro de dichas 
personas jurídicas particulares, se encuentran las entidades privadas sin ánimo de lucro, para 
lo cual el artículo 5° del Decreto 092 de 2017 prevé que cuando éstas aporten recursos en 
dineros en una proporción mayor al 30% del total del valor del convenio, no estarán sujeta a 
competencia, y si hay varias entidades interesadas en aportar más del 30% del valor del 
convenio, la entidad no está obligada a llevar a cabo el proceso competitivo antes analizado, 
pero sí “debe seleccionar de forma objetiva a tal entidad y justificar los criterios para tal 
selección”.  
Ahora bien, con respecto a la contratación de la provisión de infraestructura de transporte 
con entidades sin ánimo de lucro la regulación anteriormente descrita resulta inaplicable 
porque no se cumplen los tres requisitos establecidos en el artículo 2 del Decreto 092 de 
2017. Sin embargo, el hecho de que un proyecto no cumpla los requisitos para ser 
considerado contrato de interés público o de colaboración, no quiere decir que no pueda 
contratarse su realización con una entidad sin ánimo de lucro, sino que debe hacerse a través 
del Sistema de Compra Pública ordinario, sobre todo cuando se trate de procesos de 
contratación pública para “adquirir bienes o servicios o para ejecutar obras en las cuales 
hay obligaciones recíprocas de las partes302. 
                                                          
300 Ibídem, p. 10 
301 FUNDACIÓN CORONA. “Esquema legal del Primer Bono de Impacto Social en Colombia”. Disponible 
en: http://www.fundacioncoronamedios.org/documentos/2017/legal_road_map_BIS.pdf 
302 COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. “Guía para la contratación con entidades privadas sin ánimo de lucro 
y reconocida idoneidad”. G-GESAL-03, p. 8 
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Para sustentar nuestra posición, citamos in extensum las consideraciones que en la “Guía de 
Colombia Compra Eficiente para la contratación con entidades privadas sin ánimo de lucro 
y reconocida idoneidad” se esbozan al respecto: 
“El ámbito de aplicación del Decreto 092 de 2017 obedece a la excepcionalidad del 
tipo de contratación a la que hace referencia el artículo 355 de la Constitución 
Política y no a la naturaleza jurídica del contratista. Si la Entidad Estatal adquiere 
o se abastece de un bien, producto o servicio en un contrato conmutativo en el cual 
el proveedor es una entidad sin ánimo de lucro, debe aplicar el régimen contenido 
en las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007, y no el del Decreto 092 de 2017 (…) La 
naturaleza jurídica de la entidad contratista no determina el régimen de 
contratación. 
(…) 
Los Procesos de Contratación de las Entidades Estatales para adquirir bienes o 
servicios o para ejecutar obras en las cuales hay obligaciones recíprocas de las 
partes, están regidos por la normativa del Sistema de Compra Pública (Ley 80 de 
1993, Ley 1150 de 2007 y Decreto 1082 de 2015 principalmente) y, deben ser el 
resultado de una selección objetiva303. (Negrilla fuera del texto) 
De manera que, de llegarse a contratar la estructuración, construcción, rehabilitación, 
mantenimiento u operación de la infraestructura de transporte con una entidad sin ánimo de 
lucro, debe acudirse a las disposiciones del Estatuto de Contratación Pública y elegir entre 
contrato de obra pública o el contrato de concesión el que mejor se ajuste al objeto del 
contrato y a la  forma de remuneración.  
La inclusión de las entidades sin ánimo de lucro en la provisión de la infraestructura de 
transporte fue abordada por nuestro maestro MANUEL GUILLERMO SARMIENTO 
GARCÍA, quien en materia de infraestructura aeroportuaria propuso que “los servicios 
aeroportuarios, en su condición de servicios públicos esenciales, sean prestados en el futuro, 




por entidades sin ánimo de lucro sean públicas o privadas, que tengan como objetivo 
fundamental el beneficio para los usuarios, aerolíneas y pasajeros”304. 
Con esta propuesta se pretende desafisr la concepción de que las entidades sin ánimo de lucro 
son meras ejecutoras de obras sociales, que más allá de eso no pueden entrar a participar en 
el mercado de bienes y servicios tradicionales bajo estándares de calidad y rentabilidad 
económica.  Consideramos que dicha concepción es errada, pues la naturaleza de estas 
entidades subyace en que las utilidades percibidas no serán repartidas entre socios, sino que 
deben ser reinvertidas en la entidad para el cumplimiento de los fines de la misma, lo que mo 
restringe que puedan participar en actividades empresariales y percibir utilidades. 
 
La provisión de la infraestructura del transporte a través de entidades sin ánimo de lucro 
cumpliría con una de las principales características de la inversión de impacto social: la 
intención social del proveedor de servicios. A diferencia de lo que sucede con los contratistas 
o proveedores de servicios tradicionales, la vocación social de las entidades sin ánimo de 
lucro suele encontrarse inmersa en su objeto mismo, por lo que sería un medio eficaz para 
emprender este tipo de inversiones. Además, puede ayudar a solventar problemas como la 
consulta previa o la falta de presupuesto en los contratos de obra pública, pues “[e]n ciertos 
casos la ESAL cuenta con mayor confianza entre la comunidad que la Entidad Estatal o un 
contratista privado, además, estas organizaciones cuentan en su mayoría con trabajo 




                                                          
304 SARMIENTO GARCÍA, Manuel Guillermo. Op. Cit. 
305 COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. “Guía para la contratación con entidades privadas sin ánimo de lucro 
y reconocida idoneidad”. G-GESAL-03, p. 10. 
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3.3.  LOS MECANISMOS NO CONTRACTUALES DE PROVISIÓN DE 
INFRAESTRUCTURA DEL TRANSPORTE 
 
3.3.1. El mecanismo de transferencia de la infraestructura de transporte de interés 
particular al Estado. 
Además de la provisión de infraestructura de transporte mediante el Sistema de Compra 
Pública anteriormente detallado, la Ley 1682 de 2012 dispuso una forma de sui generis de 
desarrollar la infraestructura pública de transporte a partir de la apropiación de la 
infraestructura de interés particular por parte del Estado, que no se rige por la normatividad 
sobre contratación estatal. A continuación, analizaremos sus preceptos para determinar si a 
través de la misma se puede ejecutar la inversión de impacto social, como garantía del 
derecho al desarrollo 
A pesar de lo estipulado en el artículo 676 del Código Civil, donde se protege la propiedad 
de los particulares sobre las obras de infraestructura del transporte que construyan en sus 
predios, la Ley 1682 del 2013 creó una nueva modalidad de provisión de infraestructura 
pública del transporte a través del desarrollo por cuenta y riesgo de particulares, que 
desconoce dicha propiedad. Así, en su artículo 15 dispone que: 
“Artículo 15. Permisos para el desarrollo de proyectos de infraestructura de 
transporte. Sin perjuicio de lo previsto en la Ley 1508 de 2012, cualquier interesado 
podrá solicitar a la autoridad competente, permiso para el desarrollo por su cuenta 
y riesgo de proyectos de infraestructura de transporte de su interés. 
La entidad competente analizará la conveniencia técnica, legal y financiera del 
proyecto y podrá otorgar el permiso si considera que está acorde con los planes, 
programas y proyectos del sector y si el mismo cuenta con los conceptos técnicos y 
las autorizaciones legales pertinentes. 
El proyecto deberá desarrollarse bajo los estándares y normas técnicas del modo 
correspondiente y deberá garantizar su conectividad con la infraestructura existente. 
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Todos los bienes y servicios que se deriven del desarrollo del proyecto serán de 
propiedad, uso, explotación y administración de la Nación o entidad territorial 
según corresponda. 
En ningún caso, la autorización o permiso otorgado constituirá un contrato con el 
particular, ni la entidad estará obligada a reconocer o pagar el valor de la inversión 
o cualquier otro gasto o costo asociado al proyecto de infraestructura de transporte. 
Tampoco podrá entenderse que el particular obtiene derecho exclusivo o preferente 
sobre la propiedad, uso, usufructo, explotación o libre disposición y enajenación 
del bien o servicio del proyecto de infraestructura de transporte. Estos derechos los 
tendrá en igualdad de condiciones con los demás ciudadanos. 
El Gobierno Nacional establecerá las condiciones que deben cumplir tanto las 
entidades nacionales, como las territoriales para el otorgamiento de estos permisos, 
en un plazo no mayor de ciento veinte (120) días calendario. Adicionalmente, 
reglamentará lo concerniente a la conectividad entre el proyecto de infraestructura 
de transporte de interés privado y la Red Vial a fin de evitar que aquellos proyectos 
generen perjuicios al interés general”. (Negrilla fuera del texto) 
De manera que todo proyecto de infraestructura del transporte que sea realizado por un 
particular sobre predios privados, requiere la expedición del permiso del artículo 15 de la 
Ley de Infraestructura, el cual somete el desarrollo del proyecto a dos condiciones propias 
de la infraestructura de dominio público: (i) la titularidad del Estado sobre todos los bienes y 
servicios que se deriven del proyecto y (ii) el acceso de todos los ciudadanos a los bienes y 
servicios del proyecto en igualdad de condiciones. 
Consideramos que con esta norma elimina la existencia de la infraestructura privada del 
transporte pues, como se puede apreciar en el texto resaltado, desprovee al particular de todo 
derecho exclusivo y excluyente frente a la misma, incluso obligándolo a transferir al Estado 
la propiedad de los bienes y servicios desarrollados, sin derecho a ninguna remuneración o 
indemnización. En efecto, en el decreto reglamentario de dicho artículo – Decreto 942 de 
2014 -, se establece que “[l]a autoridad competente recibirá la infraestructura de transporte 
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construida de que trata el presente decreto mediante acta que suscribirá con el interesado, 
en la que se dejará constancia de que la infraestructura se transfiere a favor del Estado a 
título gratuito” (Negrilla fuera del texto original). 
Sobre la aplicabilidad de esta normativa, el Decreto 942 de 2014 en su artículo 1° establece 
que sólo se aplicará sobre la infraestructura de transporte de los modos terrestre 
(infraestructura carretera, férrea y por cable) y aéreo (infraestructura aeronáutica y 
aeroportuaria), que interesen al particular y que tengan “vocación de conectividad 
permanente con la red vial de transporte”, excluyendo de manera expresa los proyectos que 
se desarrollen bajo la modalidad de Asociaciones Público Privadas. 
Esta situación fue analizada por HERNÁNDEZ BETANCUR, quien asevera que esta 
normatividad es inconstitucional toda vez que su aplicación impone cargas públicas que 
desconocen el principio de proporcionalidad en relación a los derechos a la libertad y a la 
propiedad privada del particular que desarrolle el proyecto. Sobre la violación al derecho a 
la libertad, afirma que al exigir que el proyecto esté acorde con los planes, programas y 
proyectos del sector [transporte], “el propósito particular que originó la prospección de la 
vía privada desaparece, y la iniciativa y el esfuerzo del agente que la ejecuta son capturados 
por el sector administrativo del transporte en orden a satisfacer las necesidades colectivas 
de movilidad”306. Mientras que sobre el derecho a la propiedad, señala que este es 
transgredido en virtud de la extinción de la propiedad sin indemnización previa y así como 
de cualquier otro derecho exclusivo o preferente sobre los bienes o servicios del proyecto. Al 
al respecto señala que “[l]a obtención del permiso en comento implica el total despojo del 
esfuerzo privado en beneficio del Fisco, el cual, como contrapartida, no adquiere ningún 
deber; tal iniquidad, por supuesto, está totalmente proscrita en el ordenamiento jurídico 
colombiano”307. 
Si bien compartimos las preocupaciones que esboza este doctrinante, en cuanto ningún 
particular podría desarrollar un proyecto de infraestructura privada de transporte aéreo sin el 
                                                          
306 HERNÁNDEZ BETANCUR, Luis Fernando. “La Ley de Infraestructura de Transporte y la preservación “a 
toda costa” del interés viario. Estudio de las licencias especiales para el desarrollo de vías de interés particular 
y el asiento de redes lineales como medida de eficacia”. Revista Con-texto. 43 (jun. 2015), p. 68. 
307 Ibídem, p. 69. 
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otorgamiento de este permiso y por tanto sin la obligatoriedad de transferir todos los bienes 
y servicios al Estado, es relevante referirnos a la transferencia gratuita al Estado de todos los 
bienes y servicios que se deriven del desarrollo del proyecto y su relación con la función 
social de la propiedad.  
Aunque la norma no consagra en qué momento debe hacerse la transferencia, en su decreto 
reglamentario se prevé que es el particular quien en la solicitud del permiso propone la fecha 
de entrega de la infraestructura al Estado308 y que antes de ésta, le corresponde a él el 
mantenimiento de la infraestructura construida309. En concordancia, es viable interpretar que 
hay un intervalo de tiempo entre la terminación de la construcción del proyecto y su 
transferencia al Estado, donde el particular puede hacer uso de la infraestructura y detentar 
su titularidad. 
En este sentido, la pregunta estriba en ¿cuándo debe hacerse dicha transferencia? A nuestro 
parecer, de una apropiada aplicación del principio de la función social de la propiedad 
privada, la transferencia debe hacerse cuando el interés particular haya cesado, caso en el 
cual la medida no sería desproporcionada, sino que estaría destinada a dotar de titularidad 
bienes y servicios que, frente al desinterés de su propietario original, corren el riesgo de ser 
abandonados. De este modo, la exigencia de que el proyecto concuerde con los planes del 
Estado en materia del transporte, tiene como fin garantizar su utilidad social cuando ya no 
exista el interés particular.  
Por otro lado, consideramos que no puede afirmarse que dicho “interés particular” siempre 
debe ser la obtención de la explotación económica directa del proyecto. Es muy probable que 
este artículo esté destinado a casos como el de la carretera de CARBOCOL310, donde el 
interés particular es transportar a los empleados de la empresa hasta las minas de carbón 
donde opera la misma, lo cual no se vería afectado con la transferencia de la titularidad de 
los bienes y servicios al Estado. 
                                                          
308 Numeral 6 del artículo 3° y Numeral 5 del artículo 5° del Decreto 942 del 2014. 
309 Artículo 8° del Decreto 942 del 2014. 
310 Supra. p. 87. 
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De este modo, permitir que todos los ciudadanos tengan acceso a la vía o al aeropuerto en 
condiciones de igualdad no es una restricción desproporcionada del derecho a la propiedad 
privada, sino que es una medida adoptada por el Estado en aplicación del principio de 
solidaridad y de sus finalidades sociales. 
Si bien este mecanismo puede catalogarse como inversión social, pues aprovecha las 
inversiones privadas en la garantía del derecho al desarrollo a través de la provisión de la 
infraestructura de transporte, esto no significa automáticamente que estemos frente a una 
inversión de impacto social, puesto que faltarían características como la intención social de 
sus inversionistas y proveedores de servicios, quienes no actúan con base en un fin social, 
sino bajo la coacción del Estado que condiciona el otorgamiento del permiso a una 
transferencia posterior de la titularidad de la obra. 
3.3.2. El Mecanismo de Obras por Impuestos 
Como un segundo mecanismo sui generis no contractual de provisión de infraestructura 
pública de transporte, encontramos el Mecanismo de “Obra por Impuestos”, creado bajo el 
Plan Nacional de Desarrollo 2014 – 2018 a través del artículo 238 de la Ley 1819 de 2016 –
Reforma Tributaria Estructural -, donde se prevé como dos tipos de beneficio tributario: 
como una forma especial de pago o como descuento efectivo de hasta el 50% o del impuesto 
de renta o complementarios para personas jurídicas contribuyentes311 cuyos ingresos brutos 
en el respectivo período gravable sean iguales o superiores a 33.610 UVT312.  
La aplicación de esta modalidad debe realizarse a través de la inversión directa en proyectos 
relacionados con la construcción, mejoramiento, optimización, o ampliación de la 
infraestructura y/o dotación requerida para el suministro de agua potable, alcantarillado, 
energía, salud pública, educación pública o construcción y/o reparación de infraestructura 
vial, que hayan sido considerados por la Agencia para la Renovación del Territorio -ART- 
como “proyectos viabilizados y prioritarios de trascendencia social” en los municipios 
                                                          
311 Por disposición del Decreto Ley 883 del 2017, dentro de estas personas jurídicas se incluyen las empresas 
dedicadas a la exploración y explotación de minerales y de hidrocarburos, y las dedicadas a la actividad 
portuaria por concesión. 
312 Para el 2018 corresponde a $1.114’373.160 pesos colombianos. 
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ubicados en las zonas más afectadas por el conflicto armado, siempre y cuando no estén 
relacionados con la actividad generadora de rentas del contribuyente, ni con las que deba 
ejecutar por mandato legal. 
Para esto, la ART pone a disposición de los contribuyentes un Banco de Proyectos, donde se 
registran los proyectos que cumplan con las características de esta modalidad y se priorizan 
“según el mayor impacto que puedan tener en la disminución de la brecha de inequidad 
y la renovación territorial en estas zonas, que permitan su reactivación económica, 
social y su fortalecimiento institucional”313 (Negrillas nuestras). Los contribuyentes 
pueden proponer nuevos proyectos a la ART para su consignación en el Banco. 
Ahora bien, sobre el procedimiento de ejecución del proyecto encontramos que la norma crea 
un procedimiento totalmente diferente a los que comúnmente rigen la provisión de este tipo 
de infraestructuras, pero que se adecua a la naturaleza privada de los sujetos que lo 
desarrollan. A continuación desarrollamos una descripción propia del Mecanismo de Obra 
por Impuestos, de acuerdo al artículo 238 de la Ley 1819 de 2016, el Decreto Ley  883 de 
2017 y el Decreto Reglamentario 1915 de 2017: 
a) Etapa de selección y aprobación del proyecto: El primer paso es la selección de uno o 
varios proyectos del Banco por parte de la Junta Directiva del contribuyente interesado 
(o los contribuyentes si se hace de manera conjunta), dentro de los tres primeros meses 
del año siguiente al respectivo período gravable.  
 
Luego de esto debe presentarse ante la ART la solicitud de vinculación al proyecto 
seleccionado, donde se incluya la carta de manifestación de interés de acceder al 
mecanismo de pago. Esta propuesta debe ser aprobada por la ART, previo visto bueno 
del Departamento Nacional de Planeación, momento en el cual se entiende 
interrumpido el término de prescripción de la acción de cobro del impuesto314. 
 
                                                          
313 Inciso segundo del artículo 238 de la Ley 1819 de 2016. 
314 Parágrafo 6 del artículo 238 de la Ley 1819 de 2016, adicionado por el Decreto 883 de 2017. 
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En caso de que varios contribuyentes elijan el mismo proyecto de manera separada, lo 
ejecutará quien lo haya solicitado primero315. 
 
b) Etapa de Preparación para la ejecución del proyecto: Luego de la aprobación de la 
propuesta, el contribuyente debe realizar una serie de trámites previos a la ejecución de 
la obra como son:  
- El depósito del total de los impuestos a pagar en una fiducia afectada de manera 
exclusiva para la ejecución de la obra del proyecto316;  
- La presentación del cronograma general del proyecto ante el Ministerio del 
Transporte, y la ART donde se involucre su preparación, la contratación de 
terceros, la ejecución de la obra y la entrega final en uso y/o operación;  
- La contratación de los terceros necesarios para la planeación y ejecución del 
proyecto, de acuerdo con la legislación privada y a través de licitación privada 
abierta; 
- La constitución de las pólizas necesarias por parte del gerente del proyecto a favor 
de la Nación, en cabeza del Ministerio de Transporte, para garantizar la entrega de 
la obra final, su realización técnica y estabilidad. 
 
c) Etapa de ejecución y construcción del proyecto: Esta etapa comienza con la suscripción 
del acta de inicio por parte de la gerencia del proyecto y de la interventoría. La 
ejecución y construcción del proyecto será administrada por la “gerencia del proyecto” 
que debe ser contratada con el personal profesional debidamente calificado,  su proceso 
de selección se lleva a cabo mediante licitación privada abierta, y sólo estará 
vinculado con el contribuyente y no con el Estado. El contribuyente también puede 
                                                          
315 Parágrafo tercero del artículo 1.6.5.3.2.1. del Decreto 1915 del 2017:   
316 Inciso segundo del artículo 1.6.5.3.2.1. del Decreto 1915 del 2017: “El valor total de los proyectos deberá 
incluir, entre otros aspectos, el costo de interventoría, la gerencia del proyecto, los gastos de administración 
fiduciaria e imprevistos acordes con el análisis de riesgo del proyecto, así como los gastos en estudios diseños 
necesarios para la estructuración integral del proyecto, en los que el contribuyente hubiese incurrido, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 1.6.5.3.1.3. del presente Decreto. Igualmente, se podrán incluir 
los costos de las pólizas que eventualmente adquiera el contribuyente, cuya única cobertura sean los riesgos 
asociados con eventos de fuerza mayor o caso fortuito”. 
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constituirse como gerente del proyecto, siempre y cuando su objeto social sea idóneo 
para éste. 
 
d) Aprobación del Interventor: La interventoría de la obra es supervisada por el Ministerio 
del Transporte y su valor debe estar incluido en el presupuesto general del proyecto. El 
proceso de selección del interventor está a cargo de la fiducia, y sus condiciones 
generales serán definidas por el Ministerio, previa propuesta de la primera.  
 
e) Entregas de la obra: Una vez realizada la obra y obtenido el visto bueno del interventor, 
la gerencia del proyecto y el contribuyente realizarán la entrega formal y material de la 
obra al Ministerio de Transporte o a quien éste delegue317. Las obras deben estar en 
disposición para su uso y/o funcionamiento. Una vez se efectué la entrega final, el 
interventor debe certificar el recibo a satisfacción, momento en el cual se extingue la 
obligación tributaria en cabeza del contribuyente.  
 
Por último, el Ministerio de Transporte debe realizar la entrega de la obra al 
departamento, municipio o entidad que corresponda según lo determinado en el 
proyecto, para ser dispuesta la prestación del servicio o el ejercicio de la competencia, 
de acuerdo con las normas que rijan la materia. 
 
f) Reembolso de valores: Lugo de la entrega de la obra, el contribuyente debe autorizar a 
la fiducia que proceda a reembolsar a la DIAN los rendimientos financieros que se 
hubieren causado sobre el patrimonio autónomo depositado, y a la Dirección General 
de Crédito Público y Tesoro el saldo de éste que no se haya utilizado. 
 
g) Extinción de la obligación tributaria: Si la modalidad seleccionada fue el pago de la 
renta o complementarios, una vez que la Dirección de Gestión de Ingresos de la DIAN 
reciba la certificación de la obra totalmente construida por el Ministerio del Transporte, 
                                                          
317 Artículo 1.6.5.2.3. del Decreto 1915 del 2017. 
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la remitirá dentro de los 5 días siguientes a la Dirección Seccional del domicilio del 
contribuyente, para que profiera el acto administrativo de extinción de la obligación 
tributaria vinculada a obras por impuestos. 
 
Según el parágrafo 1° del artículo 238, a este mecanismo también pueden acogerse las 
personas jurídicas que sean deudoras de entidades públicas del orden nacional, a causa de 
multas u otras sanciones económicas. 
 
En la práctica, la aplicación de esta regulación ha sido bastante exitosa, encontrándose que, 
de 23 proyectos financiados a través del Mecanismo de Obras por Impuestos en el año 
gravable 2017, 10 corresponden a proyectos de infraestructura vial318. La Corte 
Constitucional en sentencia C-516 de 2017 tuvo la posibilidad de analizar la asequibilidad de 
este mecanismo donde señaló que: 
 
“el esquema de pago de los impuestos se orienta a la realización de proyectos de inversión 
social, que constituyen el tipo de medidas que según el Acuerdo Final [de Paz], 
contribuyen a la superación de las condiciones de orden estructural que dieron lugar y 
que alimentaron el conflicto armado en Colombia (…) y finalmente, desde la perspectiva 
de los actores involucrados en la realización del Acuerdo, este instrumento prevé la 
participación del sector privado en el proceso de paz, y en este caso, el decreto faculta a 
las empresas mineras, de hidrocarburos y portuarias para que, en lugar de pagar 
directamente el impuesto a la renta mediante los mecanismos convencionales, asuma la 
realización de proyectos de inversión social”. 
 
Si bien aplaudimos enormemente la creación de este mecanismo, pues implica una inversión 
social a través de la cual se garantiza el derecho al desarrollo de las comunidades vulnerables 
de, tampoco podemos afirmar que permite la aplicación de inversiones de impacto social 
                                                          
318 COLOMBIA. AGENCIA PARA LA RENOVACIÓN DEL TERRITORIO. “Proyectos financiados con 




específicamente, puesto que no prevé la inclusión de recursos privados a la provisión de este 
tipo de infraestructura, sino que, al ser una modalidad de pago de impuestos al Estado, los 
recursos utilizados son de carácter público. 
 
No obstante, resaltamos el procedimiento que se utiliza en este mecanismo, donde no se 
encuentran los obstáculos que prevé la regulación sobre contratación estatal, prescindiéndose 
incluso de la celebración de un contrato estatal, lo cual es coherente en un régimen de 
inversión netamente privada donde el Estado no asume ningún costo ni riesgo. 
 
3.4. ANÁLISIS DE LA COMPATIBILIDAD DE LA REGULACIÓN SOBRE 
INFRAESTRUCTURA DEL TRANSPORTE Y LA INVERSIÓN DE 
IMPACTO SOCIAL. 
De las formas de provisión de infraestructura de transporte existentes en la regulación 
colombiana, tanto contractuales como no contractuales, encontramos que la única que prevé 
un procedimiento compatible con la inversión de impacto social es el contrato de concesión 
a través de las Asociaciones Público Privadas, puesto que se presenta como la opción más 
cercana al principio de la autonomía de la voluntad, llegando a permitir la contratación directa 
como modalidad de selección de los proyectos de iniciativa privada sin desembolso del 
Estado, a permitir que el inversionista pueda explotar la obra o el bien para remunerarse a 
través de ese ingreso, y en caso de no ser suficiente, poder obtener vigencias futuras de parte 
de la entidad contratante; y a obtener la restitución de lo invertido si se llegara a aplicar la 
cláusula terminación unilateral por parte de la entidad 
 
Sin embargo, con el fin de crear un ambiente apto para el mercado de inversión de impacto 
social, el Estado debe crear una regulación especial donde se prescinda de la licitación 
pública en los proyectos APP de iniciativa privada ejecutados a través de la inversión de 
impacto social, aun cuando se necesiten desembolsos del Estado, pues no se encuentra razón 
en que se someta un proceso de selección tan riguroso a un proponente que, en la búsqueda 
de una rentabilidad social que el Estado por sí solo no ha podido generar, está dispuesto 
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invertir en un ambiente de tan alto riesgo de retorno financiero. Sobre todo teniendo en cuenta 
que el derecho a la remuneración del contratista en este tipo de contratos se encuentra 
condicionado a la efectiva disponibilidad de la obra bajo los niveles de servicio y estándares 
de calidad previamente definidos en el contrato, es decir, hasta que la obra no se encuentre 
efectivamente finalizada el concesionario no recibiría los recursos del Estado, de manera que 
éstos en ningún momento se estarían en riesgo de ser defraudados. 
 
Sobre las cláusulas exorbitantes, consideramos que son un desincentivo a cualquier 
inversionista, sea tradicional o de impacto social, pues generan un desequilibrio en la relación 
contractual. En este sentido, proponemos que la ley prevea su inaplicación en los proyectos 
de inversión de impacto social donde los recursos sean netamente de origen privado, toda 
vez que al existir una intensión social intrínseca se garantiza la prevalencia del interés 
general. Aunque reconocemos que esta propuesta va en contra vía de las posturas clásicas en 
contratación estatal en nuestro país, consideramos que las nuevas realidades sociales 
requieren de nuevas respuestas jurídicas. Un ejemplo de esto es la aplicación del exitoso 
mecanismo de “Obras por Impuestos” anteriormente estudiado, en donde el Estado faculta a 
uno o varios actores privados a proveer de infraestructura vial a las zonas más afectadas por 
el conflicto armado, prescindiendo por completo de la regulación sobre contratación estatal, 
y en su lugar aplicando la “legislación privada”, donde incluso la entidad gerente del proyecto 
es seleccionada mediante una licitación privada abierta. En tales condiciones, no se 
encontraría ninguna diferencia con la inversión de impacto social donde la totalidad de los 
recursos sean invertidos por el sector privado y su aplicación tenga como objetivo mejorar la 
calidad de vida en las regiones vulnerables. 
 
Con respecto a las formas de pago, existen dos limitantes que en materia de infraestructura 
social del transporte son muy importante. La primera es la restricción de los ingresos 
adicionales, cuando el particular ya haya recuperado su inversión mediante la explotación de 
la obra. Al respecto, el parágrafo 3° del artículo 30 de la Ley 105 de 1993 establece que 
dichos ingresos adicionales deben ser transferidos al Estado, con el fin de reducir el plazo de 
la concesión inicialmente pactado o de ejecutar obras adicionales. Consideramos que esta 
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limitante no sólo desincentiva la inversión de impacto social, sino que es contraria al 
concepto mismo de inversión, puesto que si el concesionario construye una obra con sus 
recursos debe poder aprovechar todas las utilidades que su buena gestión genere en el tiempo 
que bajo la autonomía de la voluntad de las partes se había pactado. 
 
La segunda limitante de la regulación actual es que en el caso de proyectos de iniciativa 
privada los recursos provenientes del Estado no pueden superar el 30% del valor total del 
proyecto o el 20% en caso de ser infraestructura vial. Sobre este punto es menester señalar la 
naturaleza de las Asociaciones Público Privadas permite que la remuneración del 
concesionario se dé a través de recursos de la entidad estatal diferidos en el tiempo a través 
vigencias futuras que se van desembolsando en la medida en que la unidad funcional o la 
obra se encuentre en operación, lo cual brinda facilidad de pago frente a proyectos que por sí 
mismos no pueden generar ingresos suficientes para retribuir la inversión del particular.  
 
Precisamente en este panorama se encuentran en los proyectos de infraestructura social en 
Colombia, dentro de los cuales se debe ubicar los proyectos de infraestructura del transporte 
cuyo objetivo sea conectar las regiones aisladas con el resto del país, pues en la gran mayoría 
de casos no cuentan con el tráfico suficiente para ser financiados a través del cobro de tarifas, 
tasas o peajes, llevando a que en últimas el concesionario no encuentre incentivos al no tener 
garantías para recuperar su inversión. 
 
Aumentar el porcentaje de recursos públicos permitidos en proyectos de APP de iniciativa 
privada cuando se trate de inversiones de impacto social, sería una gran solución para lograr 
el cierre financiero estos proyectos sociales cuando la entidad no cuente de manera inmediata 
con los recursos para llevarlo a cabo por sí misma y la explotación de la obra no genere los 
ingresos necesarios para el concesionario, permitiendo así que éste encuentre gran parte de 
su remuneración en el desembolso progresivo de los recursos del Estado comprometidos a 




Por otro lado, esta regulación también debería determinar las demás características de la 
inversión de impacto social, como son: la medición del impacto, la intención social del 
inversionista, la intención social del proveedor de servicio, el tipo de bien o servicios que 
pueden desarrollarse y los beneficiarios a los que se encuentra destinado. Esto con el fin de 
poder identificar de una manera transparente cuando un proyecto lucrativo se está llevando a 
cabo con una intención social definida, y así no aplicar los beneficios de la norma a 
inversiones tradicionales. 
 
La adopción de esta normatividad en materia de infraestructura de transporte no debe ser una 
prerrogativa que el  gobernante de turno decide adherir en su plan de desarrollo, sino que en 
virtud del derecho al desarrollo es una obligación convencional del Estado, que le exige 
adopción de medidas adecuadas e idóneas para atraer al sector privados a las inversiones que 
permitan superar sus limitaciones financieras y técnicas en materia de bienestar social, 
logrando así mejorar las condiciones de vida de las comunidades e individuos que no pueden 
acceder a sus servicios básicos debido al aislamiento geográfico, dentro de las que se 


















❖ El derecho al desarrollo es un derecho humano de tercera generación reconocido a 
nivel universal en la segunda mitad del siglo XX, específicamente en la Declaración 
sobre el Derecho al Desarrollo de 1986, en virtud del cual los Estados deben 
propender por la garantía y el respeto de los derechos económicos, sociales y 
culturales de manera progresiva, con el fin de lograr el bienestar de todos los 
individuos y comunidades.  
 
❖ La exigibilidad del derecho humano al desarrollo se encuentra sustentada en el 
artículo 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, a la luz de la 
Carta de la OEA, la Carta Social de las Américas y el preámbulo del Protocolo de 
San Salvador, de donde se sustrae que el desarrollo integral se logra a través de la 
garantía progresiva de derechos económicos, sociales y culturales. 
 
❖ Desde el caso Lagos del Campo Vs Perú del 2017, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos determinó que dicha progresividad no debe entenderse como una 
simple obligación negativa manifestada en el deber de no regresividad, sino que en 
virtud de las obligaciones de respeto y garantía de los derechos humanos, obliga a los 
Estados a adoptar medidas adecuadas e idóneas, tendientes a asegurar el pleno 
ejercicio y la consolidación progresiva del derecho al desarrollo.  
 
❖ A nivel colombiano, la Corte Constitucional ya ha hecho referencia al derecho 
humano al desarrollo en distintas ocasiones, reconociendo las disposiciones de la 
Declaración sobre el Derecho al Desarrollo de Naciones Unidas y señalando que a 
través del mismo el país garantiza el mejoramiento del bienestar de toda su población. 
Siendo que la Convención Americana sobre Derechos Humanos hace parte del bloque 
de constitucionalidad colombiano y que en ésta se establecen las obligaciones de 
respeto, garantía y deber de adoptar disposiciones de derecho interno sobre el derecho 
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al desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales, es posible 
inferir que en Colombia el derecho al desarrollo es vinculante. 
 
❖ Dado que la garantía del derecho al desarrollo debe atender las necesidades 
específicas de la población destinataria, la provisión de la infraestructura del 
transporte en las regiones aisladas del país se presenta como medida adecuada e 
idónea para este fin, pues mejores condiciones de infraestructura del transporte se ven 
reflejadas no sólo en el crecimiento económico de la población beneficiaria, sino 
también en el acceso a servicios básicos como son la salud, la educación, el trabajo, 
el agua potable, entre otros; y con ellos en la mejora de la calidad de vida. Esta 
relación entre el derecho y la infraestructura del transporte fue reconocida en el 
Objetivo de Desarrollo Sostenible No. 9 de las Naciones Unidas. 
 
❖ Teniendo en cuenta la nueva concepción de progresividad del derecho al desarrollo, 
donde surge una obligación positiva del Estado de garantizar su libre y plena 
ejecución, a través de la adopción medidas eficaces e idóneas,   y que en la Agenda 
2030 sobre Objetivos de Desarrollo Sostenible se reconoció que el sector privado 
cuenta con los recursos técnicos y financieros que los Estados necesitan para alcanzar 
estos objetivos, el establecimiento de alianzas con este sector en la provisión de 
infraestructura del transporte es una forma idónea y eficaz para garantizar la 
progresividad del derecho al desarrollo en las regiones excluidas de nuestro país. 
 
❖ El mecanismo propuesto por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo para 
vincular la actividad privada al logro de los objetivos sociales, recibe el nombre de 
“inversión de impacto social”, la cual es una categoría de la inversión social 
caracterizada por ser una inversión que proviene del capital privado, donde hay una 
intención social definida por parte de los actores, pero también una intención lucrativa 
como distintivo esencial de la actividad privada. La inversión de impacto social debe 
contar con un método que permita medir el impacto social causado y estar dirigida a 
proveer servicios o bienes de tipo social sobre poblaciones socialmente excluidas o 




❖ El mercado de inversión de impacto social ha incursionado en Colombia de manera 
progresiva desde el año 2004, llegando a administrar más de US$ 52 millones de 
activos en áreas como la agroindustria y los servicios financieros. Sin embargo, a 
pesar de la enorme necesidad en materia de infraestructura de transporte que se 
presenta en nuestro país, hasta el momento el mercado de la inversión de impacto 
social no ha tocado sus puertas, en gran parte debido a que no encuentra las 
condiciones normativas para hacerlo. 
 
❖ En los últimos años la provisión de infraestructura de transporte en Colombia ha 
tenido la atención del Gobierno Nacional, quien ha impulsado el desarrollo de un 
marco normativo más flexible que resuelva las complejidades que la legislación 
tradicional establece. No obstante, estos contratos estatales siguen estando sometidos 
a las disposiciones del Estatuto de Contratación Estatal, donde se prevé que la 
selección del contratista debe hacerse a través de una licitación pública, el 
sometimiento a cláusulas exorbitantes que limitan la autonomía de la voluntad y las 
distintas limitaciones sobre su forma de pago. Limitaciones que desincentivan la 
inversión privada y restringen el principio de la autonomía de la voluntad de manera 
negativa para la inversión de impacto social, pues a través de este principio se tienen 
en cuenta los intereses del actor privado y la protección de los recursos que invertirá 
en el proyecto. 
 
 
❖ Del análisis de dicho marco normativo se encuentran dos formas de provisión de 
infraestructura pública: contractual y no contractual. En la primera se encuentran 
todos los proyectos de infraestructura pública que por disposición de la ley deben ser 
provistos por un particular mediante un contrato estatal. Dentro de estos contratos se 
encuentra el contrato de obra pública, donde es la entidad quien ejecuta bajo su cuenta 
y riesgo la construcción de la infraestructura; y el contrato de concesión de obra 
pública, con sus diversas especificaciones según el modo de transporte, donde el 
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contratista invierte capital propio en la ejecución del proyecto, de manera total o 
parcial.  
 
❖ La normatividad colombiana sobre el contrato de concesión permite adoptar el 
esquema financiero de Asociaciones Público-Privadas, que se clasifica en proyectos 
de iniciativa pública y proyectos de iniciativa privada. En los primeros, el proceso de 
selección se llevan a cabo de una manera muy similar a la licitación pública, mientras 
que en los proyectos de iniciativa privada existe mayor flexibilidad, llegando incluso 
a permitir la contratación directa cuando no haya desembolso de recursos del Estado.  
Las cláusulas exorbitantes se mantienen, pero se dispone que deben pactarse fórmulas 
que permitan recuperar la inversión realizada por el contratista frente a la terminación 
unilateral del contrato, protegiéndolo de las prerrogativas públicas. Por otra parte, el 
pago puede darse a través de los derechos que tiene el concesionario sobre las tarifas, 
tasas o peajes propias de la actividad o la explotación comercial de la obra, o a través 
de vigencias futuras del presupuesto de la entidad contratante, condicionado a la 
disponibilidad de la obra o unidad funcional bajo los estándares de calidad y servicios 
previamente pactados. No obstante, se crean dos limitaciones a la remuneración del 
contratista: (i) el concesionario deberá transferir al Estado los ingresos adicionales 
que genere la obra, y (ii) cuando se trate de proyectos de iniciativa privada, los 
recursos del Estado invertidos en la obra no pueden exceder el 30% de su valor total 
o el 20% si es un proyecto de infraestructura vial, lo cual dificulta el cierre financiero 
en los contratos de infraestructura social de iniciativa privada, que no puedan ser 
financiados con la mera explotación de la obra. 
 
❖ La regulación colombiana también prevé dos mecanismos no contractuales de 
provisión de infraestructura pública del transporte. El primero se encuentra 
establecido en el artículo 15 de la Ley 1682 de 2013, donde se establece que todo 
proyecto de infraestructura vial o aeroportuario de interés privado debe permitir el 
acceso de la comunidad en condiciones de igualdad y que su titularidad debe ser  
transferida al Estado, sin derecho a remuneración alguna y sin que esto signifique que 
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se está celebrando un contrato con la entidad. El segundo se denomina “Mecanismo 
de Obras por Impuestos”, creado en el artículo 238 de la Ley 1819 de 2016, donde se 
dispone que los grandes contribuyentes del impuesto a la renta pueden pagar o deducir 
hasta el 50% del valor de la misma a través de la construcción de proyectos de 
infraestructura vial, entre otros, en las zonas más afectadas por el conflicto armado, 
para lo cual se aplican las normas de la legislación privada, incluyendo la licitación 
privada abierta. 
 
❖ De los mecanismos previstos en la normatividad colombiana para la provisión de 
infraestructura de transporte, encontramos que el contrato de obra pública no puede 
utilizarse para llevar a cabo la inversión de impacto social toda vez que no permite la 
inversión privada, ni la explotación de la obra por el particular; tampoco el 
mecanismo de los proyectos de infraestructura de interés privado pues aquí no existe 
ninguna intención social por parte del agente privado, sino una obligación que impone 
el Estado que lleva a que  el proyecto sea aprovechado por toda la comunidad; 
situación parecida con respecto al mecanismo de Obras por Impuestos, donde sí existe 
un móvil o intención social pero no implica la adición de recursos privados, toda vez 
que es una forma de pagar el impuesto a la renta, que tiene naturaleza pública. 
 
❖ Bajo la regulación colombiana, el mecanismo más propicio para llevar a cabo esta 
provisión a través de la inversión de impacto social es el contrato de concesión por 
Asociaciones Público-Privadas, toda vez que ofrece una mayor flexibilidad en la 
aplicación de los requisitos, permitiendo la prevalencia de la autonomía de la 
voluntad.  
 
❖ No obstante, este mecanismo no extingue la necesidad que tiene el Estado de adoptar 
una nueva regulación que permita la inversión privada en este sector, regulación en 
la que se  creen procesos de selección más dúctiles donde no sea necesaria la licitación 
pública, sino que se escoja al proveedor que mejores garantías brinde para alcanzar 
la rentabilidad social buscada, para lo cual las contratación de infraestructura del 
transporte con entidades sin ánimo de lucro se erige como una gran alternativa; 
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regulación donde se restrinja  la inclusión de cláusulas exorbitantes cuando no haya 
recursos públicos en juego, pues cuando el proyecto se lleva a cabo a través de la 
inversión netamente privada, las prerrogativas del Estado quebrantan el equilibrio 
contractual; y por último una regulación donde se aumente el porcentaje de recursos 
públicos en los proyectos de iniciativa privada, pues de lo contrario éste difícilmente 
podría obtener la reinversión de su capital en un proyecto de infraestructura social. 
 
❖ El aspecto más importante de la regulación que proporcione un ambiente apto para la 
inversión de impacto social en infraestructura del transporte, es la creación de 
alternativas de financiamiento en la infraestructura social, toda vez que la explotación 
de la misma no tiene la capacidad de generar los recursos suficientes para que los 
inversionistas puedan recuperar su capital. Es por eso que la participación del Estado 
a través de la creación de vigencias futuras es una conditio sine equa non para el 
desarrollo de estos proyectos, pues ayuda a resolver, de un lado la insuficiencia de 
recursos del Estado para llevar a cabo el proyecto al permitirle pagar la inversión a 
prorrata, y de otro a garantizar la remuneración del concesionario y de los 
inversionistas que están detrás de él. Bajo el derecho al desarrollo consideramos que 
dicha participación de los recursos del Estado puede ser sin mayores inconvenientes 
el 100% del valor de la inversión, tal y como se permite en los proyectos de APP de 
iniciativa pública; de lo contrario la inversión de impacto social en la provisión de 
infraestructura pública de transporte en las zonas vulnerables del país, como en 
cualquier otra área social - no productiva, sería una ilusión casi imposible de realizar.  
 
❖ La regulación en materia de inversión de impacto social también debe estar destinada 
a identificar la intención social de los actores del mercado, la forma de medir el 
impacto, el tipo de bien o servicio social y la población beneficiaria, como 
características esenciales del mercado de inversión de impacto social, a través de las 








Constitución Política de Colombia de 1991 
Ley 84 de 1873 “Código Civil”. 
Ley 1ª de 1991 “por la cual se expide el Estatuto de Puertos Marítimos y se dictan otras 
disposiciones” 
Ley 80 de 1993 “por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública” 
Ley 105 de 1993 “por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte, se 
redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se 
reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras disposiciones”. 
Ley 161 de 1994 “por la cual se organiza la Corporación Autónoma Regional del Río Grande 
de la Magdalena, se determinan sus fuentes de financiación y se dictan otras 
disposiciones”. 
Ley 489 de 1998 “por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las 
entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, principios y reglas generales 
para el ejercicio de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 
de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones”. 
Ley 1150 del 2007 “por medio de la cual se introducen medidas para la eficiencia y la 
transparencia en la Ley 80 de 1993 y se dictan otras disposiciones generales sobre la 
contratación con Recursos Públicos”. 
Ley 1242 de 2008 “por la cual se establece el Código Nacional de Navegación y Actividades 
Portuarias Fluviales y se dictan otras disposiciones”. 
Ley 1506 de 2012 “por la cual se establece el régimen jurídico de las Asociaciones Público 
Privadas, se dictan normas orgánicas de presupuesto y se dictan otras disposiciones”. 
147 
 
Ley 1682 de 2013 “por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de 
infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias”. 
Ley 1819 de 2016 “por medio de la cual se adopta una reforma tributaria estructural, se 
fortalecen los mecanismos para la lucha contra la evasión y la elusión fiscal, y se dictan 
otras disposiciones”. 
Ley 1882 de 2018 “por la cual se adicionan, modifican y dictan disposiciones orientadas a 
fortalecer la contratación pública en Colombia, la ley de infraestructura y se dictan otras 
disposiciones”. 
Decreto Ley 222 de 1983 (derogado) “por el cual se expiden normas sobre contratos de la 
Nación y sus entidades descentralizadas y se dictan otras disposiciones”. 
Decreto Ley 883 de 2017 “por el cual se modifica la Ley 1819 de 2016 para incluir a las 
empresas dedicadas a la minería y a la explotación de hidrocarburos en la forma de pago 
de obras por impuestos”. 
Decreto Legislativo 4165 del 2011 “por el cual se cambia la naturaleza jurídica, cambia de 
denominación y se fijan otras disposiciones del Instituto Nacional de Concesiones 
(INCO)”. 
Decreto Reglamentario 838 de 1992 “por el cual se reglamenta el régimen de concesiones y 
licencias portuarias previstas en la Ley 1a de 1991”. 
Decreto Reglamentario 2171 de 1992 “por el cual se reestructura el Ministerio de Obras 
Públicas y Transporte como Ministerio de Transporte y se suprimen, fusionan y 
reestructuran entidades de la rama ejecutiva del orden nacional” 
Decreto Reglamentario 1647 de 1994 “por el cual se reglamenta el artículo 48 de la Ley 105 
de 1993". 
Decreto Reglamentario 1467 de 2012 “por el cual se reglamenta la Ley 1508 de 2012” 




Decreto Reglamentario 942 de 2014 “por medio del cual se establecen las condiciones que 
deben cumplir las autoridades para otorgar a los particulares los permisos que requieren 
para el desarrollo de proyectos de infraestructura de transporte”. 
Decreto Reglamentario 2043 de 2014 “Por medio del cual se modifica el Decreto 1467 de 
2012” 
Decreto Reglamentario 474 de 2015 “por medio del cual se reglamenta el trámite de solicitud 
de concesiones para el desarrollo de actividades portuarias previstas en las Leyes 1ª de 
1991 y 1242 de 2008”. 
Decreto Reglamentario 092 del 2017 “por medio del cual se reglamenta la contratación con 
entidades privadas sin ánimo de lucro a la que hace referencia el inciso segundo del 
artículo 355 de la Constitución Política”. 
Decreto Reglamentario 1915 de 2017 “por el cual se adiciona el título 5 de la parte 6 del libro 
1 al Decreto 1625 de 2016, Único Reglamentario en Materia Tributaria para reglamentar 
el artículo 238 de la Ley 1819 de 2016”. 
 
JURISPRUDENCIA 
CONSEJO DE ESTADO. SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL. Concepto del 9 de 
marzo del 2000. Rad. 1258 
 
CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
SECCIÓN SEGUNDA. 27 de noviembre de 2014. Rad: 11001-03-25-000-2010-00196-
00(1486-10). M.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez. 
 
CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO AMINISTRATIVO, SECCIÓN 
PRIMERA, Sentencia del 15 de mayo  de 2018. Rad: 25000-23-24-000-2009-00395-01, 




CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 
SECCIÓN QUINTA. Sentencia del 24 de mayo de 2018. Rad: 25000-23-24-000-2004-
00478-02, M.P. Carlos Enrique Moreno Rubio. 
 
CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 
SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN C. Sentencia del 16 de marzo de 2015.  Rad: 
25000-23-26-000-2000-01639-01(26810), M.P.: Olga Mélida Valle De De La Hoz 
 
CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia C-067 de 2003”. 4 de febrero 
de 2003. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. Sentencia C-068 de 2009.  10 de febrero 
del 2009. M.P. Mauricio González Cuervo. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia C-191 del 6 de mayo de 1998”, 
M.P. Eduardo Cifuente Múñoz. 
CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia. C-401 de 1995”. 7 de 
septiembre de 1995. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. 
CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia C-892 de 2001”.  22 de agosto 
de 2001. M.P. RODRIGO ESCOBAR GIL. 
CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia C-949 de 2001”. 5 de 
septiembre del 2001. MP. Clara Inés Vargas Hernández. 
CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia T-426 de 1992”. 24 de junio de 
1992. MP. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia C-400 del 1999”. 2 de junio de 




CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia  C-469 de 2016”. 31 de agosto 
de 2016. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia T-423 de 1993”. 6 de octubre 
de 1993. MP. Vladimiro Naranjo Mesa. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. “Sentencia T-445 de 2016”. 19 de agosto 
de 2016. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIA. “Sentencia T-597 de 2015”. 15 de septiembre 
de 2015. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
 
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. “Caso Acevedo Buendía y 
otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) vs. Perú”. (Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas). Sentencia del 1 de julio de 2009. 
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Cinco Pensionistas Vs 
Perú. (Fondo, Reparaciones y Costas). Sentencia de 28 de febrero de 2003. 
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Gonzales Lluy vs. 
Ecuador. (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas). Sentencia de 17 
de junio de 2005. 
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso González y otras 
(Campo Algodonero) Vs. Perú. (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas). Sentencia de 6 de noviembre de 2009. 
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. “Caso Lagos del Campo Vs. 
Perú”. (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2017.  
151 
 
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Pueblo Indígena 
Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador.  (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas). Sentencia de 27 de junio de 2012. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL. Sentencia del 26 de 
mayo de 1993, Exp. No. 565; MP: Eduardo García Sarmiento. 
FERRER MAC-GREGOR POISOT, Eduardo. “Voto Concurrente”. En CORTE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. “Caso Lagos del Campo Vs. Perú. 
(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas”. Sentencia de 31 de agosto 
de 2017.  
DOCTRINA 
ASPEN NETWORK OF DEVELOPMENT ENTREPRENEURS & OTROS. “El panorama 




BANISTER, David & BERECHMAN, Joseph. “Transport Investment and Economic 
Development”. London: Routlegde, 2003, p. 318. 
BARRETO CIFUENTES, Santiago & IBAGÓN IBAGÓN, Mónica. “Introducción a las 
asociaciones público-privadas en Colombia”. Temas de Derecho Administrativo. 
Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2016. 
BENAVIDES, José Luis. “Contratos Púbicos: Estudios”. Temas de Derecho Administrativo. 
Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2014. 
BOTEROS CUARTAS, María Isabel & FERNÁNDEZ ÁVILA, Rodrigo. “Contrato de 
Concesión de Aeropuertos en Colombia”. Tesis de Grado. Bogotá: Pontificia 
Universidad Javeriana, 2002. 
152 
 
BROWN, Adrian & NORMAN, Will. “Lighting the touch paper. Growing the Market for 
Social Investment in England”, Boston: Consulting Group & The Young Foundation, 
2011, p. 4. 
 
BUFFETT, Howard & EIMICK, William. “Social Value Investing: A Management 
Framework for Effective Partnerships”, Nueva York: Columbia University Press, 2018. 
 
CABALLERO, Paula. “A Short History of the SDGS” [en línea]. Disponible en: 
https://web.archive.org/web/20171118221940/http://deliver2030.org/wpcontent/upload
s/2016/04/A-short-history-of-the-SDGs-Paula-Caballero.pdf 
CASTELLANOS RESTREPO, Juan Camilo & GÓMEZ BETANCUR, Milany Andrea. “El 
desarrollo como derecho. Una perspectiva histórica de su consagración jurídica 
internacional”. Revista Facultad de Derecho y Ciencias Políticas. Medellín, julio – 
diciembre de 2014. Vol. 44. No. 121., p. 506. 
DÁVILA VINUEZA, Luis Guillermo. “Régimen jurídico de la contratación estatal”. Bogotá: 
Legis, 2016, p. 876. 
ELLIS, S.D. “Key issues in rural transport in developing countries”. London: Transport 
Research Laboratory, 1997, p. 1. 
 
ESCOBAL, Javier & CARMEN Ponce. “The benefits of Rural Roads: Enhancing Income 
Opportunities for the Rural Poor”. Grupo de Análisis para el Desarrollo – GRADE, 
Lima, Working paper 40, 2002, p. 47.  
ESCOBAR HENRIQUEZ, Álvaro B. “El Contrato Estatal de Obra”. Bogotá: Ediciones 
Jurídicas Gustavo Ibáñez, 1999, p. 80. 
FONSECA PRADA, Eduardo. “El contrato de concesión de servicios y de infraestructura” 
en Revista de Derecho Público, mayo de 2004, Universidad de los Andes, No. 17, No. 
17, Facultad de Derecho, p. 28. 
153 
 
FUNDACIÓN CORONA. “Esquema legal del Primer Bono de Impacto Social en 
Colombia”. Disponible en: 
http://www.fundacioncoronamedios.org/documentos/2017/legal_road_map_BIS.pdf 
GANNO, Colin & ZHI, Liu. “Poverty and Transport”. Washington D.C.: Banco Mundial. 
TWU-30. September 1997, p. 4 
GARCÍA, Lorena & SÁNCHEZ, Ricardo. “El papel del transporte con relación a los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio”. Serie Recursos Naturales e Infraestructura. 
Santiago de Chile: Naciones Unidas, julio de 2012, p. 34 
GARCÍA MATAMOROS, Laura Víctoria. “El derecho del desarrollo como base para la 
construcción del desarrollo al derecho”. En: Revista Colombiana de Derecho 
Internacional, mayo de 2007, N° 9. 
GLOBAL IMPACT INVESTING NETWORK. “Annual impact investor survey 2018” [en 
línea], junio de 2008, p. 4. Disponible en: 
https://thegiin.org/research/publication/annualsurvey2018  
GÓMEZ ISA, Felipe. “El derecho al desarrollo como derecho humano en el ámbito jurídico 
internacional”.  Bilbao: Universidad de Deusto,1999. 
GÓMEZ, Diego & MORA, Francisco. “Las garantías constitucionales del particular – 
contratista frente a la derogatoria del aparte del inciso 2 del artículo 3° de la Ley 80 de 
1993”. Bogotá: Universidad Libre de Colombia, 2012, p. 66. 
GONZÁLEZ DE CANCINO, Emilssen. “Derecho Romano II. Obligaciones y contratos: 
fuentes – recopilación”. Tercera Edición. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 
2012, p. 197. 
GONZÁLEZ MONGUÍ, Pablo Elías. “Derechos económicos, sociales y culturales”. Bogotá: 
Cátedra Gerardo Molina, 2009. 
GONZÁLEZ VELOSA, Carolina. “Bonos de impacto social: cómo Colombia innova en los 





HERNÁNDEZ BECERRA, Augusto. “Las ideas políticas en la historia”, Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2008, p. 315. 
HERNÁNDEZ BETANCUR, Luis Fernando. “La Ley de Infraestructura de Transporte y la 
preservación “a toda costa” del interés viario. Estudio de las licencias especiales para el 
desarrollo de vías de interés particular y el asiento de redes lineales como medida de 
eficacia”. Revista Con-texto. 43 (jun. 2015), p. 68. 
HINESTROSA, Fernando. “Función, límites y cargas de la autonomía privada”. Revista de 
Derecho Privado, Universidad Externado de Colombia, n° 26, enero-junio de 2014, p. 7. 
IBAGÓN IBAGÓN, MÓNICA LILIANA. “La financiación de los contratos públicos: el 
modelo innovador de asociaciones público-privadas en Colombia”. En MONTAÑA 
PLATA, Alberto & RINCÓN CÓRDONA, Jorge Iván (editores).  Contratos Públicos: 
Problemas, Perspectivas y Prospectivas. XVIII Jornadas Internacionales de Derecho 
Administrativo. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, p. 163. 
INSTITUTO IBEROAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS. “La justiciabilidad 
directa de los derechos económicos, sociales y culturales”. San José: Instituto 
Iberoamericano de Derechos Humanos, 2009, p. 84-85. 
 
JENSON, Jane. ‘‘Diffusing Ideas for After Neoliberalism: The Social Investment Perspective 
in Europe and Latin America’’, Global Social Policy: Volume 10. 200, p. 61. 
 
JENSON, Jane. “Redesigning Citizenship Regimes after Neoliberalism. Moving Towards 
Social Investment”. En What Future for Social Investment. Institute for Futures Studies”, 




LLANO SOLANO, Fernando H. “El derecho al desarrollo en el sistema de Derechos 
Humanos: entre los derechos a la personalidad y la actividad del Estado”. Anuario de 
Filosofía del Derecho, Madrid, 2013 (XXIX). 
LIENBACH, Thomas R. “Rural Roads and Poverty Alleviation”. En: Economic Geography. 
Worcester, Taylor & Francis, Ltd., enero de 1987, Vol. 63, No. 1, p. 78 
MARKS, Stephen & MALHOTRA, Rajeev. The future of the right to development [en línea]. 
Harvard T.H. Chan. School of Public Health. Disponible en: 
https://cdn1.sph.harvard.edu/wp-content/uploads/sites/134/2017/07/Marks-Malhotra-
The-Future-of-the-Right-to-Development-2017.pdf 
MARTÍNEZ ORTIZ, Astrid & GARCÍA ROMERO, Helena. “Competitividad en el 
transporte aéreo en Colombia”. Informe final de Fedesarrollo a Fontur. 
FEDESARROLLO, p. 92 
MATALLANA CAMACHO, Ernesto. “Manual de Contratación de la Administración 
Pública: Reforma de la Ley 80 de 1993”. Cuarta edición. Bogotá: Universidad Externado 
de Colombia, 2015, p. 136. 
 
MIDGLEY, James. ‘‘Growth, Redistribution, and Welfare: Toward Social 
Investment’’.Social Service Review. Vol 73. No. 1 (March 1999), p. 4. 
MONITOR INSTITUTE. “Investing for social & environmental impact” [en línea]. Issue 
Lab, 2009, p. 9, Disponible en: https://www.issuelab.org/resources/5744/5744.pdf. 
MURIEL-CICERI, JOSÉ HERNÁN. “¿La concesión portuaria, como una modalidad de 
privatización?”. Revista Pensamiento Jurídico, No. 30, Bogotá, 2011, p. 349. 
NIKOLAI, Rita. “Towards social investment? Patters of Public Policy in the OECD World” 
in What Future for Social Investment. Estocolmo: Institute for Futures Studies, 2009, p. 
101 
OLMOS RODRÍGUEZ, Fernando. “El derecho al desarrollo como derecho humano ¿una 
realidad emergente [en línea]. Máster en estudios para el Desarrollo 2003/2005. 
156 
 
Barcelona: Universidad Autónoma de Barcelona, 2006, p. 13. Disponible en: 
www.scielo.org.co/pdf/rfdcp/v44n121/v44n121a04.pdf 
O’DONOHOE, Nick; LEIJONHUFVUD, Christina & SALTUK, Yasemin. “Impact 
Investments: An emerging asset class”. J.P. Morgan, Rockefeller Foundation, 20 de 
noviembre de 2010, p. 16. 
OSORIO MORENO, Néstor David. “Las cláusulas excepcionales en la actividad contractual 
de la administración pública: ¿autonomía de la voluntad o imposición del legislador?. 
Revista Digital de Derecho Administrativo, No. 10. Bogotá, p. 106. 
PARRA GUTIÈRREZ, William René. “Los contratos estatales”. Cuarta Edición. Bogotá: 
Ediciones Librería el Profesional, 1999, p. 109. 
PÉREZ VIVES, Álvaro. “De los contratos de la Administración: Generalidades”. Tomo I. 
Bogotá: Jurídicas Wilches. 1984, p. 52. 
PUETAMAN BAQUERO, Bernardo Javier.  “Discapacidad y accesibilidad: el servicio 
público de transporte como piedra angular de la integración social. Régimen jurídico y 
desafíos del sector”. Tesis de Grado 83, Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 
2017, p. 20 
RAMOS ACEVEDO, Jairo & RAMOS ACEVEDO, Amparo. “Contratación Estatal: Teoría 
General y Especial. Quinta Edición. Bogotá: Grupo Ibánez. 
RANGAN, V. Kasturi; APPLEBY, Hannah & MOON, Laura. “The promise of impact 
investment”. Boston: Harvard Business Review Publishing, 4 de noviembre de 2011, p. 
8 
ROMERO PÉREZ, Xiomara Lorena. “La síntesis de dos opuestos –derecho al desarrollo y 
pobreza-”. Revista de Derecho del Estado, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 
julio de 2010, n° 24 , p. 181. 
SANTOS RODRÍGUEZ, Jorge Enrique.  “Las asociaciones público-privadas de iniciativa 
privada y el cambio en la lógica contractual tradicional”. En MONTAÑA PLATA, 
157 
 
Alberto & RINCÓN CÓRDONA, Jorge Iván (editores).  Contratos Públicos: Problemas, 
Perspectivas y Prospectivas. XVIII Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo. 
Bogotá: Universidad Externado de Colombia, p. 676. 
SARMIENTO GARCÍA, MANUEL GUILLERMO. “El marco constitucional y legal de las 
concesiones aeroportuarias y sus consecuencias en la privatización de los aeropuertos en 
Colombia”. Revista Latinoamericana de Derecho Aeronáutico. Buenos Aires. Abril del 
2012. No. 56. 
SHÖNFELDER, S. y K. W. AXHAUSEN. “Activity spaces: measures of social exclusión?. 
Arbeitsbericht Verkehrs- und Raumplanung, Zürich, 140, Institut für Verkehrsplanung 
und Transport system (IVT). 
SIPILÂ, Jorma. “Social investment state: something real or just a new discourse?”. 2th 
Annual RECOWOWE Integration Week, Oslo: 10-14 June 2008, p. 2. 
SIMON, David. “Transport and development in the Third World”, London: Routledge, 1996, 
p. 90. 
 
SOCIAL INVESTMENT TASK FORCE. “Social Investment. 10 years” [en línea], Amazon 
AWS, Abril de 2010 p. 2, Disponible en: https://forcatarefa-
assets.s3.amazonaws.com/uploads/2015/08/Social-Investment-10-Years-On.pdf 
 
SOLANO SIERRA, Jairo Enrique. “Contratación Administrativa: Ley 80 de 1993”. Bogotá: 
Ediciones Librería El Profesional, 1994, p. 154. 
URETA ROJAS, Juan Manuel. “El Contrato de Concesión de Obras Públicas: Project 
Finance y Partenariado Público-Privado”. Segunda Edición. Bogotá: Grupo Editorial 
Ibañez, 2010. 
WOOD, David; THORNLEY Ben & GRACE, Katie. “Impact at Scale. Policy innovation for 
institutional investment with social and environmental benefit” [en línea]. InSight at 
Pacific Community Ventures & The Initiative for Responsible Investment at Harvard 
158 
 






CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE COMERCIO Y DESARROLLO.  
“Guía de Acuerdos Internacionales de Inversión para el Desarrollo Sostenible” [en 




OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE DERECHOS HUMANOS.  “Realizing the 
Right to Development: Essays in Commemoration of 25 Years of the United Nations 
Declaration on the Right to Development”, HR/PUB/12/4., Nueva York y Ginebra: 
United Nations Publications, 2013, p. 77. 
ORGANIZACIÓN DE ESTADO AMERICANOS. “Convención Americana sobre Derechos 
Humanos”. San José: 22 de noviembre de 1969. 
ORGANIZACIÓN DE ESTADO AMERICANOS. “Protocolo adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales: "Protocolo de San Salvador”. Salvador: 17 de noviembre de 1988. 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. “Carta de las Naciones Unidas”. San 
Francisco: Naciones Unidas, 26 de junio de 1945.  
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Estrategia 
Internacional del Desarrollo para el Segundo Decenio de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo”. Resolución 2626 A (XVI), 24 de octubre de 1970. 
159 
 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Decenio de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo”. Resolución 1710 A (XVI), 19 de diciembre de 
1961. 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Declaración del 
Milenio”. Resolución /55/2. 13 de septiembre del 2000, pár. 11 
 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Declaración 
sobre el Derecho al Desarrollo”. Resolución 41/128 A, 4 de diciembre de 1986. 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Declaración 
sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social”. Resolución 2542 A (XXIV), 11 de 
diciembre de 1969. 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Declaración 
Universal de Derechos Humanos”. Resolución 217 A (III), 10 de diciembre de 1948. 
ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, CONSEJO DE DERECHOS 
HUMANOS. “Derecho al Desarrollo: Informe del equipo especial de alto nivel sobre el 
ejercicio del derecho al desarrollo acerca de su sexto período de sesiones”. 
A/HRC/15/WG.2/TF/2/Add, 28 de marzo de 2010,  p. 2 
 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Distintos 
criterios y medios posibles dentro del sistema de Naciones Unidas para mejorar el goce 
efectivo de los derechos humanos y las libertades fundamentales”. Resolución 34/46, 23 
de noviembre de 1979. 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Distintos 
criterios y medios posibles dentro del sistema de Naciones Unidas para mejorar el goce 
efectivo de los derechos humanos y las libertades fundamentales”. Resolución 36/133, 
14 de diciembre de 1981. 
160 
 
ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, ASAMBLEA GENERAL. “Marco de 
indicadores mundiales para los Objetivos de Desarrollo Sostenible y metas de la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible”. Resolución 71/313, 10 de julio de 2017, p. 13. 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. “Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Pacto Internacional de 
Derechos Civiles”. Resolución 2200 A (XXI), 16 de diciembre de 1966. 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS, ASAMBLEA GENERAL. “Transformar 
nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”. A/RES/70/1. 21 de 
octubre de 2015, p. 6 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS, CONFERENCIA DE LAS NACIONES 
UNIDAS SOBRE EL DESARROLLO SOSTENIBLE. “El Futuro que queremos”. 
A/CONF.216/L.1, 19 de junio de 2012, p. 8 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS. 
“El derecho al desarrollo”. Resolución 2003/83. 25 de abril de 2003. 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. COMITÉ DE DERECHOS ECONÓMICOS, 
SOCIALES Y CULTURALES. “Observación general 3: La índole de las obligaciones 
de los Estados Partes (párrafo 1 del artículo 2 del Pacto)”. Quinto Período de Sesiones, 
1990, E/1991/23. 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS. 
“Documento de exposición de conceptos sobre el derecho al desarrollo”. 57° periodo de 
sesiones. E/CN.4/Sub.2/2005/23. 24 de junio de 2005.  P. 12 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS, CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS. 
“El derecho al desarrollo”. Resolución 33/14. 5 de octubre de 2016. Pár. 14 
 
ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS. 
“OECD Economic Surveys: Colombia 2013: Economic Assessment”. OECD Publishing 
161 
 
[en línea], 2017, p. 97. Disponible en: http://dx.doi.org/10.1787/eco_surveys-col-2013-
en 
ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS. 
“Estudios Económicos de la OCDE: Colombia Mayo 2017: Visión General”. OECD 
Publishing [en línea], 2013, p. 97. Disponible en: http://dx.doi.org/10.1787/eco_surveys-
col-2013-en 
ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS. 
“Social Enterprises”. Paris: OECD Publishing, 1999. 
ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS. 
“Societal Cohesion and the Globalizing Economy. What does the Future Hold?”. Paris: 
OECD Publishing, 1997, p. 14 
ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS. 
“Social Impact Investment. Building de Evidence Base”. Paris: OECD Publishing, 2015, 
p. 43. 
ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS. 
“Understanding Social Impact Bonds”, Paris: OECD Publishing, 2006, p. 4 
PROGRAMA DE NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO. “Impact Investment” 
[en línea]. UNDP. Disponible en: 
http://www.undp.org/content/sdfinance/en/home/solutions/impact-investment.html 
 
PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO. “Informe sobre 
Desarrollo Humano 1990”. Bogotá: Tercer Mundo Editores,1990, p. 40. 
PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO. “Informe sobre 
desarrollo humano 2010”. Madrid: Ediciones Mundi Prensa, 2010, p. v. 
PROGRAMA DE NACIONES UNIDAS PARA EL DESARROLLO. “Report and Findings: 




SCHWAB, Klaus. “The Global Competitiveness Report 2016 – 2017”. Ginebra: World 
Economic Forum, 2016, p. 148. 
 
DOCUMENTOS PÚBLICOS 
COLOMBIA. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA. “Guía de 
Procesos de Contratación de obra pública” [en línea]. Colombia Compra Eficiente. G-




COLOMBIA. AGENCIA PARA LA RENOVACIÓN DEL TERRITORIO. “Proyectos 





COLOMBIA. DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE ESTADÍSTICA. 
“Producto Interno Bruto (PIB) Departamental:2017 preliminar”. DANE [en línea]. 
Boletín Técnico. 29 de junio de 2018. Disponible en: 
https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/pib/departamentales/B_2015/Bol_dptal_
2017preliminar.pdf 
COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. “Bases del Plan 
Nacional de Desarrollo 2014-2018” [en línea], DNP, p. 116. 
COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN.  CONPES 2727 de 
1994 “Reordenamiento Institucional y Plan de Expansión del Sistema Aeroportuario”. 
30 de Agosto de 1994 
163 
 
COLOMBIA. MINISTERIO DE TRANSPORTE. “Plan Nacional de Desarrollo. Hacia la 
Prosperidad Democrática: Visión 2010-2014.Sector Transporte”. MINTRANSPORTE 
[en línea], p. 9, Disponible en: 
https://www.mintransporte.gov.co/descargar.php?id=4753 
COLOMBIA. SECRETARÍA DEL SENADO. Gaceta del Congreso Año 1992. Número 75. 
23 de septiembre de 1992. 
COLOMBIA. UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE AERONÁUTICA CIVIL. 
Reglamento Aeronáutico Colombiano No. 14 – Apéndice 2, p. 255. 
COLOMBIA. UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE AERONÁUTICA CIVIL. 
“Resolución 04530 de 21 de septiembre de 2007. Diario Oficial No. 46.759 de 22 de 
septiembre de 2007. 
CORREA-GLEN, Cecilia Álvarez. Exposición de motivos proyecto de ley “por el cual se 
adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte” [en 
línea]. Ministerio del Transporte. Congreso de la República – Gaceta 137/13, Disponible 
en: https://www.mintransporte.gov.co/descargar.php?idFile=10195 
 
CORPORACIÓN ANDINA DE FOMENTO. “La infraestructura en el Desarrollo Integral 
de América Latina: Transporte”. Bogotá: IDeAL, 2012. 
 
SANTOS CALDERÓN, Juan Manuel & JIMÉNEZ, Timoleón. “Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera”. Bogotá: 
Alto Comisionado para la paz, 24 de noviembre de 2016, p. 23   
OTROS 
ARRILLAGA, Laura & MURRAY, Sarah. “The Rockefeller Foundation: Innovation in 





BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO. “Bonos de impacto social: cómo 
Colombia innova en los programas de empleo” [en línea]. BID, 6 de noviembre de 2017. 
Disponible en:  https://blogs.iadb.org/trabajo/2017/11/06/bonos-de-impacto-social-
como-colombia-innova-en-los-programas-de-empleo/ 
COLCIENCAS. “Colombia, el segundo país más biodiverso del mundo” [en línea], 11 de 
septiembre de 2016. Disponible en: 
http://www.colciencias.gov.co/sala_de_prensa/colombia-el-segundo-pais-mas-
biodiverso-del-mundo 
GLOBAL IMPACT INVESTING NETWORK. “What is impact investing” [en línea]. GIIN. 
Disponible de: https://thegiin.org/impact-investing/need-to-know/#what-is-impact-
investing 
REVISTA DINERO. “Objetivos del Milenio: ¿qué se logró y qué hace falta?” [en línea]. 
DINERO. 7 de julio de 2015. Disponible en: 
https://www.dinero.com/economia/articulo/logros-desafios-objetivos-del-
milenio/210782 




TELESUR TV. “Mujeres de Barbacoas cumplen 40 días de piernas cruzadas”.   Youtube [en 
línea], 4 de agosto de 2011. Disponible en: 
https://www.youtube.com/watch?v=89V08_2mIXs 
 
WOLK, Andrew. “Social Impact Markets” [en línea], Stanford Social Innovative Review, 
2012, Disponible en: https://ssir.org/articles/entry/social_impact_markets 
 
